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III. políticas y prácticas comerciales, por medidas

1) Medidas que afectan directamente a las importaciones

i) Procedimientos aduaneros

1. La legislación aduanera básica es el Código aduanero de la UE y su Reglamento de Aplicación.
  El Código aduanero modernizado entró en vigor en junio de 2008, pero aún no se ha aplicado, en espera de la entrada en vigor de las disposiciones de aplicación, prevista para el 24 de junio de 2013.
  La UE tiene competencia exclusiva en el ámbito de las aduanas.  Los procedimientos aduaneros, tal y como se definen en la legislación de la UE, son armonizados y vigilados a nivel de la UE.  En el marco de la legislación de la UE, por "régimen aduanero" se entenderá el despacho a libre práctica, el tránsito, el depósito aduanero, el perfeccionamiento activo, la transformación bajo control aduanero, la importación temporal, el perfeccionamiento pasivo, y la exportación.
  Las leyes nacionales en materia de aduanas contribuyen a la aplicación de la legislación aduanera de la UE.  Las administraciones y tribunales nacionales de los Estados miembros se encargan de aplicar la legislación aduanera de la UE bajo la supervisión de la Comisión y los tribunales comunitarios.

2. La Comisión Europea mantiene un sitio Web con la legislación aduanera y la jurisprudencia relacionada, así como las propuestas legislativas.
  El Grupo de Contacto sobre Comercio es el principal foro para las consultas regulares entre la Comisión Europea y los agentes económicos sobre asuntos aduaneros de la UE.
  
3. La legislación aduanera de la UE establece el derecho a recurrir y define los principios generales que sustentan este derecho.
  Los procedimientos de recurso se establecen en la legislación nacional, y varían según los Estados miembros.  Los recursos deben interponerse en el Estado miembro en que se haya adoptado la decisión objeto de litigio.  La mayor parte de los Estados miembros exigen un examen administrativo antes de que la decisión pueda ser recurrida por la vía judicial.  La revisión por los tribunales nacionales de una decisión adoptada por la administración aduanera de un Estado miembro no es vinculante para las administraciones aduaneras de los demás Estados miembros.  En este sentido, la Comisión señala que los tribunales nacionales tienen la posibilidad de remitir casos al Tribunal de Justicia de la UE para obtener una resolución preliminar, que será vinculante para todas las administraciones aduaneras y jueces de la UE.

4. En el marco del anterior examen de la UE, algunos Miembros plantearon preocupaciones y formularon preguntas sobre la aplicación uniforme de los procedimientos aduaneros en el conjunto de la UE.
  Como respuesta, la UE indicó que estas preocupaciones estaban "fuera de lugar", ya que había "armonizado totalmente los procedimientos aduaneros".
  Además, la UE señaló que "el número de problemas planteados en la práctica por su aplicación" no era más elevado en la UE que en el caso de otros Miembros de la OMC de grandes dimensiones.  La administración por la UE de diversas leyes y reglamentos relativos a la clasificación y valoración en aduana, y la revisión de las medidas administrativas relativas a las cuestiones aduaneras fueron objeto de un asunto de solución de diferencias en la OMC en 2005-2006.

5. El tiempo necesario para completar los procedimientos de importación varía según los Estados miembros.
  Chipre, Dinamarca, Estonia, Luxemburgo, los Países Bajos y Suecia figuran entre los países del mundo donde menos tiempo se necesita;  en cambio, en Bulgaria, Grecia, Eslovaquia, Eslovenia y Polonia el tiempo necesario es cerca del doble de la media de la OCDE.  Según la Comisión, estas diferencias se deben a factores geográficos y logísticos, y no empujan a los comerciantes a favorecer un punto de entrada en particular.

6. Desde julio de 2009, las personas establecidas en la UE que lleven a cabo actividades abarcadas por la legislación aduanera deben tener un número nacional que sea válido como número de registro e identificación de los operadores económicos (número EORI), expedido por la autoridad competente del Estado miembro en el que estén establecidas.  Los números con validez como números EORI son únicos para cada persona y están reconocidos en toda la UE;  antes de su adopción, el registro y la expedición de los números de identificación estaban sujetos a la reglamentación nacional.  Las personas no establecidas en la UE deben obtener un número EORI si llevan a cabo una de las actividades enumeradas en el párrafo 3) del artículo 41 del Reglamento de aplicación del Código aduanero;  deben solicitar un número EORI en el Estado miembro en el que realicen por primera vez una de estas actividades.  La Comisión mantiene una lista de las autoridades encargadas de asignar los números EORI en cada Estado miembro.

7. En el período objeto de examen, la UE estableció requisitos de información anticipada sobre la carga en el marco de las denominadas "modificaciones de protección y seguridad" del Código aduanero.
  Desde 2011, los transportistas deben presentar una declaración sumaria de entrada electrónica (ENS) en la "primera Aduana de llegada" de la UE.  No obstante, en el artículo 181c del Reglamento de aplicación del Código aduanero se prevén varias excepciones.  Además, la ENS no se exige para las importaciones abarcadas por un acuerdo sobre seguridad entre la UE y otro país.  Se han firmado acuerdos de este tipo con Noruega y Suiza -el acuerdo con Suiza abarca a Liechtenstein- y se ha negociado un acuerdo con Andorra, cuya entrada en vigor está prevista para 2011.  La ENS debe presentarse por vía electrónica dentro de los plazos fijados para cada modo de transporte (cuadro III.1).  En el Anexo 30A del Reglamento de aplicación del Código aduanero se establecen los datos que deben indicarse en la ENS.  Las modificaciones de protección y seguridad no fueron objeto de una evaluación del impacto.  Según la Comisión, dichas modificaciones están en consonancia con el marco normativo SAFE de la Organización Mundial de Aduanas (OMA) adoptado por el Consejo de la OMA en junio de 2005.

8. Los Estados miembros llevan a cabo un análisis del riesgo a los efectos del control aduanero sobre la base de la información contenida en la ENS.  Desde enero de 2007 se aplica un marco común de gestión de riesgos.
  Los principios por los que se rige la gestión de riesgos en la UE se establecen en el Reglamento de aplicación del Código aduanero.

9. En la Decisión relativa a un sistema aduanero electrónico se encomendó a la Comisión Europea que, en asociación con los Estados miembros, evaluara "las especificaciones funcionales comunes" relativas a una estructura de servicios de ventanilla única, a más tardar el 15 de febrero de 2011.
  En virtud de la Decisión, los servicios de ventanilla única posibilitarán un "flujo continuo de datos" entre los operadores económicos, las autoridades aduaneras y otros organismos, y la Comisión Europea.  Además, permitirá a los operadores económicos presentar toda la información exigida a efectos del despacho de aduana, aun en el supuesto de que tal exigencia venga impuesta por organismos distintos de las aduanas.  Los Estados miembros apoyaron las especificaciones funcionales comunes para la fase preparatoria de los servicios de ventanilla única en diciembre de 2010.  La fase preparatoria se centra en la validación automatizada de la documentación justificante de la declaración en aduana.

Cuadro III.1

Plazos para la declaración sumaria de entrada (ENS), enero de 2011

	Modo de transporte
	Plazo para la presentación de la ENS

	Carga marítima en contenedores (excepto corta distancia)
	24 horas antes de cargar en cada puerto de carga extranjero si el buque hace al menos una escala en un puerto del territorio aduanero de la UE.

	Carga marítima a granel y fraccionada a granel (excepto corta distancia)
	4 horas antes de la llegada al primer puerto del territorio aduanero de la UE.

	Transporte de corta distancia:
Entre el territorio aduanero de la UE (excepto los departamentos franceses de ultramar, las Azores, Madeira y las Islas Canarias) y Groenlandia, las Islas Feroe, Ceuta, Melilla, Islandia, los puertos del Mar Báltico, los puertos del Mar del Norte, los puertos del Mar Negro, los puertos del Mediterráneo, y todos los puertos de Marruecos
	
2 horas antes de la llegada al primer puerto del territorio aduanero de la UE.

	Trayectos de una duración de menos de 24 horas entre un territorio fuera del territorio aduanero de la UE y los departamentos franceses de ultramar, las Azores, Madeira y las Islas Canarias
	2 horas antes de la llegada al primer puerto del territorio aduanero de la UE.

	Vuelos de corto recorrido (menos de 4 horas de duración)
	Antes del despegue.

	Vuelos de largo recorrido (4 horas o más de duración)
	4 horas antes de la llegada al primer aeropuerto del territorio aduanero de la UE.

	Ferrocarril y vías de navegación interior
	2 horas antes de la llegada a la primera aduana del territorio aduanero de la UE.

	Transporte por carretera
	Al menos 1 hora antes de la llegada a la primera aduana del territorio aduanero de la UE.

	Transporte combinado
	El plazo aplicable se determina en función del modo de transporte utilizado para entrar al territorio aduanero de la UE.


Fuente: 
Secretaría de la OMC, sobre la base del documento de trabajo TAXUD/2010/0051 de la Comisión Europea, Customs Code Committee:  Guidelines on entry and summary declarations in the context of Regulation No. 648/2005, de 29 de octubre de 2010.
10. Los Estados miembros de la UE pueden otorgar la condición de operador económico autorizado a las personas interesadas que realizan actividades abarcadas por la legislación aduanera.  La legislación aduanera de la UE establece los criterios que los Estados miembros deben considerar al evaluar las solicitudes de la condición de operador económico autorizado.
  La participación en los programas de operadores económicos autorizados es voluntaria.  Los beneficios del programa dependen del tipo de certificado otorgado al operador económico, y pueden comprender una reducción de los controles aduaneros, un trato prioritario en el control aduanero, y menos requisitos de datos al presentar la ENS.  La Comisión Europea ha publicado orientaciones a fin de garantizar "una comprensión común y una aplicación uniforme de la nueva legislación de aduanas que incorpora el concepto de operador económico autorizado, y de asegurar la transparencia y la igualdad de trato en favor de esa categoría de operadores".
  Además, la UE estableció un servicio de asistencia y una red especializada de puntos de contacto entre la Comisión y las autoridades aduaneras nacionales para asegurar la aplicación uniforme del programa de operadores económicos autorizados.

11. La participación en los programas de operadores económicos autorizados de la UE no está abierta a las personas establecidas fuera de la UE, a menos que el operador económico esté establecido en un país que haya concertado un acuerdo de reconocimiento mutuo con la UE.  Existe un acuerdo de este tipo con el Japón.  Las líneas aéreas y las empresas de transporte no establecidas en la UE que tengan una oficina regional en la UE y que se beneficien de ciertas medidas de simplificación de los procedimientos aduaneros en el marco del Reglamento de aplicación del Código aduanero también pueden solicitar la condición de operador autorizado.
  Las solicitudes deben presentarse al Estado miembro "que tenga un conocimiento más exacto de las actividades aduaneras del solicitante".
  La condición de operador económico autorizado otorgada por un Estado miembro debe ser reconocida por las autoridades aduaneras de todos los demás Estados miembros.

12. De conformidad con la legislación aduanera de la UE, las administraciones aduaneras nacionales deben formular resoluciones escritas anticipadas en materia de clasificación arancelaria y origen.
  Las resoluciones anticipadas formuladas por las autoridades aduaneras de un Estado miembro tienen carácter vinculante para las autoridades aduaneras nacionales de todos los demás Estados miembros.
  El Reglamento de aplicación del Código aduanero establece un procedimiento para resolver los casos de información vinculante divergente emitida por dos o más Estados miembros.
  La Comisión Europea mantiene en línea una base de datos pública de las resoluciones escritas anticipadas relativas a la clasificación arancelaria.

13. La Guía de la auditoría aduanera de 2007, acordada entre la Comisión y los Estados miembros, establece un marco voluntario para las auditorías posteriores al despacho realizadas por las autoridades nacionales de los Estados miembros.
ii) Valoración en aduana

14. La legislación sobre valoración en aduana no ha cambiado desde el último examen de la UE en 2009.  La ley principal es el Código aduanero de la UE (artículos 28-36), y su Reglamento de aplicación (artículos 141-181 bis, y Anexos 23-29).  La UE notificó su legislación en materia de valoración en aduana y respondió a la lista de cuestiones relativas a la valoración en aduana, que presentó al GATT antes del establecimiento de la OMC.

15. El valor de transacción es la base principal para determinar el valor en aduana en la UE.  Éste comprende los fletes internacionales, seguros y otras cargas c.i.f.
  Alrededor del 95 por ciento de todas las declaraciones de importación son aceptadas de conformidad con el método de valoración en aduana.  La revisión administrativa y judicial de las decisiones relativas a la valoración en aduana está sujeta a recurso en cada Estado miembro (véase la sección i) supra).

16. La Sección del Valor en Aduana del Comité del Código Aduanero ha publicado un compendio de comentarios y conclusiones sobre temas específicos relacionados con la valoración en aduana.
  El compendio, que contiene una revista general de las resoluciones del Tribunal de Justicia Europeo relativas a la valoración en aduana, es actualizado con regularidad y está a disposición del público.

iii) Normas de origen

17. La UE aplica normas de origen preferenciales y no preferenciales.  El fundamento jurídico de las normas de origen no preferenciales son los artículos 22-26 del Código aduanero, y los artículos 35-65 del Reglamento de aplicación.  Las normas de origen no preferenciales se aplican con diversos fines, en particular la aplicación de restricciones cuantitativas, los contingentes arancelarios NMF, las marcas de origen, las medidas comerciales especiales y la contratación pública.
18. La prueba utilizada para determinar el origen, a efectos no preferenciales, de las mercancías importadas producidas en más de un país es la "transformación sustancial".  Según esta prueba, una mercancía será originaria del país en el que se haya producido "la última transformación o elaboración sustancial, económicamente justificada, efectuada en una empresa equipada a este efecto, y que haya conducido a la fabricación de un producto nuevo o que represente un grado de fabricación importante".
  Para ciertas mercancías, en los Anexos 10 y 11 del Reglamento de aplicación figura una lista de operaciones de transformación o elaboración.  Asimismo, las "normas de la lista" publicadas por la Comisión Europea sirven de orientación a las autoridades aduaneras nacionales para evaluar la "transformación sustancial".
  Por lo general, estas normas se expresan en forma de cambio de partida o subpartida arancelaria en la nomenclatura del SA, un nivel mínimo específico de valor añadido, o una operación específica de fabricación o transformación.

19. En octubre de 2010, el Parlamento Europeo adoptó la propuesta de reglamento de la Comisión sobre el establecimiento de un sistema de marca de origen.
  El reglamento propuesto establecía marcas de origen obligatorias para ciertos productos industriales importados de países no comunitarios, excepto Islandia, Liechtenstein, Noruega, Suiza y Turquía.  La definición de país de origen del reglamento propuesto se basa en las normas de origen no preferenciales de la UE.  Los productos abarcados comprenden los textiles, el calzado, el cuero, los muebles, la cerámica y la joyería.  El proyecto de reglamento debe ser adoptado por el Consejo antes de su entrada en vigor.  Los productos agrícolas y los alimentos ya están sujetos a marcas de origen o etiquetado por razones de salud, seguridad o reglamentación de otro tipo.

20. Las normas de origen preferenciales se mantienen en el marco de acuerdos preferenciales.  Por lo general, para beneficiarse de un trato preferencial, las mercancías que contienen insumos de países que no son interlocutores o beneficiarios deben ser objeto de cierta elaboración o transformación en el país interlocutor o beneficiario, conforme a lo establecido en un anexo de cada acuerdo.

21. En enero de 2011 entró en vigor un reglamento que contiene normas de origen revisadas para el SGP.
  Según la Comisión, este reglamento suaviza y simplifica las normas y procedimientos aplicables a los países en desarrollo que deseen tener acceso a los acuerdos comerciales preferenciales de la UE, al tiempo que asegura la aplicación de los controles necesarios para prevenir el fraude.
  En un estudio realizado por la Comisión en 2007 se determinó que el aparente carácter complejo y restrictivo de las normas de origen existentes antes del establecimiento de las normas revisadas explicaba, en parte, la baja utilización de ciertas preferencias del SGP, especialmente por lo que respecta a los productos de interés para los países menos adelantados.

22. Las normas de origen revisadas del SGP se expresan en forma de cambios de partida o subpartida arancelaria del SA, prescripciones específicas en materia de transformación, o prescripciones en materia de valor añadido.  Entre los sectores que utilizan métodos que no se basan en valor añadido figuran los de los productos agrícolas elaborados y sin elaborar, el acero y los metales no ferrosos, el calzado, los textiles y el vestido, el cuero, y los tocados y las plumas.  El límite a la utilización de materiales no originarios (el nivel de "tolerancia general") se ha elevado del 10 al 15 por ciento.  Los productos abarcados por los capítulos 50-63 del SA siguen sujetos a las normas de tolerancia específica.

23. Las normas de origen basadas en el método del valor añadido permiten que hasta el 70 por ciento del contenido esté compuesto por materiales no originarios, en el caso de la mayor parte de los productos industriales y los productos agrícolas elaborados originarios de países menos adelantados, mientras que ese porcentaje es del 50 por ciento como máximo para los demás países beneficiarios del SGP.  Para la mayoría de las prendas de vestir originarias de países menos adelantados, la prescripción en materia de doble transformación ha sido reemplazada por una prescripción en materia de transformación única.

24. Las normas de origen revisadas mantienen la posibilidad de acumulación de origen entre los miembros de un grupo regional, con sujeción a ciertas condiciones.  La acumulación regional se aplica dentro de tres grupos regionales.
  Además, el reglamento revisado añade un cuarto grupo integrado por la Argentina, el Brasil, el Paraguay y el Uruguay, y permite la acumulación entre ciertos grupos, con determinadas condiciones.  Ciertos productos sensibles quedan excluidos de la acumulación regional.

25. Los países beneficiarios del SGP pueden acumular el origen de las mercancías comprendidas en los capítulos 25-97 procedentes de Noruega, Suiza, Liechtenstein y, desde la entrada en vigor de las normas de origen revisadas, Turquía.
  Asimismo, a petición de un país beneficiario del SGP, la Comisión podrá permitir una acumulación "ampliada" entre ese país beneficiario y un país que mantenga un acuerdo de libre comercio vigente con la UE, con sujeción a ciertas condiciones.  Los productos comprendidos en los capítulos 1-24 quedan excluidos de la acumulación ampliada.

26. En virtud de las normas revisadas, un nuevo sistema de autocertificación, el sistema de exportadores registrados (REX), reemplazará al sistema actual de certificación de origen por las autoridades públicas a partir de enero de 2017.  En el marco del REX, los países beneficiarios del SGP deben establecer un registro electrónico de exportadores registrados y transmitirlo a la Comisión Europea.  Se les puede conceder un período adicional de tres años para la aplicación del REX si no están en condiciones de aplicar el nuevo sistema para el 1o de enero de 2017.

27. En el contexto del examen anterior, la Unión Europea señaló que estudiaría la posibilidad de hacer extensivas las normas de origen revisadas del SGP a otros acuerdos, según el nivel de desarrollo de los países participantes y una vez que las normas hubieran sido adoptadas y probadas en el marco del SGP.

iv) Aranceles

a)
Arancel NMF
28. La UE otorga como mínimo un trato NMF a los países Miembros de la OMC y a los que no son Miembros.

29. De conformidad con el Tratado de Funcionamiento de la UE, los derechos del arancel aduanero común son fijados por el Parlamento Europeo y el Consejo, o por el Consejo, a propuesta de la Comisión.
  El instrumento jurídico básico sobre el arancel es el Reglamento No 2658/87.
  La nomenclatura arancelaria, denominada Nomenclatura Combinada, se basa en el Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías (SA).  El arancel de 2011 refleja la cuarta modificación del SA (SA 2007).  La nomenclatura y los tipos de los derechos figuran en el Anexo I del Reglamento No 2658/87.  Cada año se publica una versión actualizada del Anexo I mediante un reglamento de la Comisión en la Serie L del Diario Oficial.
  La Nomenclatura Combinada se establece a nivel de 8 dígitos.

30. La UE mantiene en línea una base de datos pública que incorpora los tipos arancelarios y otras medidas, en particular las restricciones cuantitativas y medidas especiales, aplicados a las importaciones (y exportaciones).  Según la Comisión, la base de datos, conocida como TARIC, "garantiza la aplicación uniforme [de estas medidas] por todos los Estados miembros y da a todos los operadores económicos una visión clara de todas las medidas que se deben adoptar al importar o exportar productos".
  Los códigos en el marco de TARIC se establecen a nivel de 10 dígitos.

31. El siguiente análisis se basa en el arancel de 2011.  Aparte de los derechos ad valorem, la UE aplica varios derechos no ad valorem, principalmente a los productos agrícolas.  Asimismo, la UE utiliza derechos estacionales y derechos reducidos cuando el precio declarado de un producto está por encima de cierto nivel (régimen de precios de entrada).
  Los precios de entrada se aplican a 28 líneas arancelarias a nivel de 8 dígitos, en particular a los tomates, pepinos, calabacines, cítricos, uvas, albaricoques y ciruelas.  La UE utiliza el "cuadro Meursing" para determinar los aranceles aduaneros de los productos agrícolas elaborados sobre la base de su composición.  Estos productos comprenden los artículos de confitería y los productos de pastelería y galletería.  Sus aranceles se definen en función del nivel de grasas y proteínas lácteas, azúcar y almidón que contienen.  El cuadro permite miles de posibles combinaciones de aranceles.

32. La Secretaría utilizó valores unitarios medios para estimar los equivalentes ad valorem (EAV) de los tipos arancelarios no ad valorem.  Los datos utilizados para calcular los valores unitarios de las importaciones proceden de Eurostat y corresponden a 2010.  En el análisis se excluyen 144 líneas para las que no podían estimarse los EAV.
  En el marco de este examen, la Comisión expresó reservas con respecto a la metodología utilizada por la Secretaría para estimar los EAV.

33. El arancel de 2011 comprende 9.294 líneas a nivel de 8 dígitos, unas 400 líneas menos que en 2008 (cuadro III.2).  Según la Comisión, la disminución del número de líneas arancelarias desde 2008 es el resultado de la modernización de la nomenclatura arancelaria de la UE.  El promedio aritmético de los tipos arancelarios NMF aplicados, incluidos los EAV de los tipos arancelarios no ad valorem, fue del 6,4 por ciento, porcentaje ligeramente inferior al de 2008.  Sobre la base de la definición correspondiente de la OMC, el promedio del tipo aplicado a los productos agrícolas se redujo del 17,9 por ciento registrado en 2008 al 15,2 por ciento.  Esto refleja los aumentos de los precios de los productos agrícolas y la reducción resultante de los EAV de los tipos arancelarios no ad valorem aplicables a dichos productos.  El promedio de los tipos aplicados a los productos no agrícolas se mantuvo en el 4,1 por ciento.  Alrededor de una cuarta parte de todas las líneas arancelarias están libres de derechos;  y aproximadamente el 9 por ciento de las líneas son derechos de "puro estorbo".

34. Cerca del 9 por ciento de todas las líneas arancelarias están sujetas a tipos NMF que exceden del 15 por ciento.  Conforme a la definición de la OMC, los productos lácteos están sujetos al tipo arancelario medio más alto, seguidos del tabaco, los animales vivos y sus productos, y los cereales (cuadro III.3).  Todos los tipos superiores al 100 por ciento son EAV relativos a los productos agrícolas;  éstos se aplican a las setas preparadas o en conserva (el 200,6 y el 153,7 por ciento), la leche y nata (crema) concentrada o edulcorada (164,8 por ciento), el suero (139 por ciento), el aceite de oliva (159,3 por ciento), ciertas carnes y despojos comestibles (157,8 y 122,9 por ciento), y la isoglucosa (120,6 por ciento).  Los tipos más altos sobre los productos no agrícolas se aplican a los vehículos automóviles (22 por ciento) y al pescado (22-26 por ciento).

Cuadro III.2

Estructura de los aranceles NMF

(%)

	
	2006
	2008
	2011

	Número total de líneas
	9.843
	9.699
	9.294

	Líneas arancelarias consolidadas (% del total de líneas arancelarias)
	100,0
	100,0
	100,0

	Líneas arancelarias libres de derechos (% del total de líneas arancelarias)
	26,0
	25,3
	25,0

	Tipo medio de las líneas arancelarias imponibles (%)
	
	
	8,5

	Aranceles no ad valorem (% del total de líneas arancelarias)a
	10,0
	10,1
	10,5

	Contingentes arancelarios (% del total de líneas arancelarias)
	3,4
	4,8
	4,9

	Aranceles no ad valorem sin EAV (% del total de líneas arancelarias)
	2,1
	2,7
	2,9

	"Crestas" arancelarias nacionales (% del total de líneas arancelarias)b
	5,6
	5,3
	5,7

	"Crestas" arancelarias internacionales (% del total de líneas arancelarias)c
	9,0
	8,4
	8,7

	Desviación típica global de los tipos aplicados
	14,0
	14,1
	10,3

	Tipos "de puro estorbo" aplicados (% del total de líneas arancelarias)d
	9,4
	9,6
	8,8


a
Excluido el petróleo.

b
Se entiende por "crestas arancelarias nacionales" los aranceles superiores al triple del promedio aritmético global de los tipos aplicados.

c
Se entiende por "crestas arancelarias internacionales" los aranceles superiores al 15 por ciento.

d
Los tipos "de puro estorbo" son los superiores a 0 pero inferiores o iguales al 2 por ciento.

Fuente: 
Cálculos de la Secretaría de la OMC, sobre la base del arancel aduanero común, DO L 284, de 29 de octubre de 2010, y la base integrada de datos de la OMC.

35. Alrededor del 11 por ciento de las líneas arancelarias son líneas no ad valorem.  En promedio, éstas dan lugar a una protección más alta que los tipos ad valorem.  El promedio de los EAV de los tipos arancelarios no ad valorem es del 24,7 por ciento, en comparación con el 4,6 por ciento en el caso de los derechos ad valorem.  Aparte de los productos agrícolas, los tipos arancelarios no ad valorem se aplican a 34 líneas arancelarias, incluidos, principalmente, el vidrio y los relojes, los mecanismos de relojería, y las cajas de relojes.

Cuadro III.3

Análisis recapitulativo del arancel NMF, 2011

	
	
	Tipos aplicados en 2011

	Análisis
	No de líneasa
	Promedio arancelario simple (%)
	Intervalo (%)
	Desviación típica (%)
	CV

	Total
	9.294
	6,4
	0-200,6
	10,3
	1,6

	SA 01-24
	2.251
	15,0
	0-200,6
	17,6
	1,2

	SA 25-97
	7.043
	3,7
	0-85,7
	3,8
	1,0

	Según la definición de la OMCb
	
	
	
	
	

	Productos agrícolas
	1.998
	15,2
	0-200,6
	18,9
	1,2

	Animales vivos y productos del reino animal
	323
	22,2
	0-157,8
	23,4
	1,1

	Productos lácteos
	151
	32,6
	1-164,8
	27,7
	0,9

	Café y té, cacao, azúcar, etc.
	293
	15,6
	0-120,6
	15,7
	1,0

	Flores cortadas y plantas
	54
	4,6
	0-19,2
	4,4
	1,0

	Frutas y hortalizas
	428
	15,0
	0-200,6
	15,1
	1,0

	Cereales
	55
	21,6
	0-70,8
	17,1
	0,8

	Semillas oleaginosas, grasas, aceites y sus productos
	164
	7,3
	0-159,3
	17,0
	2,3

	Bebidas, incluidas las espirituosas
	279
	13,8
	0-117,7
	17,2
	1,3

	Tabaco
	20
	25,8
	6,2-74,9
	23,0
	0,9

	Otros productos agrícolas
	231
	5,9
	0-93
	12,1
	2,0

	Productos no agrícolas (sin incluir el petróleo)
	7.255
	4,1
	0-26
	4,1
	1,0

	Pescado y productos pesqueros
	375
	11,1
	0-26
	6,2
	0,6

	Productos minerales, piedras preciosas y metales preciosos
	477
	2,5
	0-12
	3,0
	1,2

	Metales
	1.002
	1,7
	0-10
	2,2
	1,3

	Productos químicos e instrumentos y aparatos de fotografía
	1.247
	4,4
	0-17,3
	2,6
	0,6

	Cuero, caucho, calzado y artículos de viaje
	275
	4,9
	0-17
	4,6
	0,9

	Madera, pasta de madera, papel y muebles
	446
	1,2
	0-10
	2,3
	1,9

	Textiles y vestido
	1.207
	8,0
	0-12
	3,1
	0,4

	Equipo de transporte
	257
	5,0
	0-22
	5,0
	1,0

	Maquinaria no eléctrica
	885
	1,7
	0-9,7
	1,4
	0,8

	Maquinaria eléctrica
	451
	2,8
	0-14
	3,2
	1,1

	Productos no agrícolas n.e.p.
	633
	2,5
	0-13,9
	1,9
	0,8

	Por sectores de la CIIUc
	
	
	
	
	

	Agricultura, caza, silvicultura y pesca
	555
	8,7
	0-93
	12,4
	1,4

	Explotación de minas
	117
	0,2
	0-8
	1,2
	4,7

	Industrias manufactureras
	8.621
	6,3
	0-200,6
	10,2
	1,6

	Por etapa de elaboración
	
	
	
	
	

	Materias primas
	1.142
	6,8
	0-93
	10,2
	1,5

	Productos semielaborados
	2.764
	4,8
	0-124,4
	6,8
	1,4

	Productos acabados
	5.388
	7,1
	0-200,6
	11,6
	1,6


a
Se indica el número total de líneas.  Los tipos arancelarios se basan en un número de líneas menor, ya que se excluyen las líneas sin EAV.

b
No se tienen en cuenta 41 líneas arancelarias relativas a productos del petróleo.

c
Clasificación Industrial Internacional Uniforme (Rev. 2).  Se excluyen la electricidad, el gas y el agua (1 línea arancelaria).

Nota:
CV = coeficiente de variación.

Fuente:
Cálculos de la Secretaría de la OMC, sobre la base del arancel aduanero común, DO L 284, de 29 de octubre de 2010, y la base integrada de datos de la OMC.
36. El arancel muestra progresividad entre los productos semielaborados y los productos acabados, y una progresividad inversa entre las materias primas y los productos semielaborados (cuadro III.3).  Los contingentes arancelarios abarcan alrededor del 5 por ciento de las líneas arancelarias (capítulo IV 1)).

b)
Consolidaciones en la OMC
37. La UE consolidó todas las líneas arancelarias.  Por lo general, los aranceles aplicados están en sus niveles consolidados.  El promedio de los tipos arancelarios consolidados es del 6,4 por ciento.

38. La Lista de concesiones certificada en la OMC que refleja la ampliación de la UE de 12 a 15 Estados miembros entró en vigor en febrero de 2010.
  Los compromisos en materia de acceso a los mercados agrícolas, ayuda interna y subvenciones a la exportación contraídos por la UE para reflejar la ampliación de 15 a 27 Estados miembros aún no han sido objeto de acuerdo formal en la OMC ni han sido incorporados en la Lista de la UE (véase el capítulo II 3)).

39. La UE está amparada por la exención colectiva otorgada por el Consejo General por la que se suspendía la aplicación de las disciplinas del GATT en materia de consolidación para que los Miembros de la OMC pudieran aplicar los cambios del SA de 2007 en espera de la incorporación de esos cambios en sus Listas de concesiones.
  La exención expira en diciembre de 2011.
c)
Suspensiones arancelarias
40. El Consejo puede aprobar suspensiones y contingentes arancelarios "autónomos" a propuesta de la Comisión.  Se trata de medidas temporales definidas como "una excepción a la práctica normal [que] permite la renuncia total … o parcial … de los derechos aduaneros normales aplicables a las mercancías importadas".
  Según la Comisión, estas medidas permiten a las empresas obtener suministros a un coste inferior, mejorando así su capacidad competitiva y estimulando la actividad económica en la UE.  Además de las materias primas y los productos semiacabados no disponibles en la UE, las suspensiones arancelarias pueden abarcar los productos acabados y el equipo de fabricación, con sujeción a ciertas condiciones.  Una vez aprobada una suspensión arancelaria autónoma para un producto particular, cualquier persona podrá importar ese producto al tipo arancelario autónomo.

41. Los Estados miembros transmiten las solicitudes de suspensiones arancelarias autónomas a la Comisión, que las examina con la ayuda del Grupo de asuntos arancelarios económicos, que representa a las ramas de producción de cada Estado miembro.  En 2011, el 1,3 por ciento de las líneas arancelarias están sujetas a suspensiones arancelarias autónomas, en comparación con el 1,4 por ciento en 2008.  Según la Comisión, por regla general, las suspensiones arancelarias autónomas se inician por un período de cinco años y, si se utilizan lo suficiente, son prorrogadas de forma automática.  La Comisión señala que es posible suprimir estas medidas de forma anticipada si las circunstancias económicas cambian;  las medidas son examinadas con regularidad, y las partes interesadas pueden solicitar su eliminación.  Entre los productos abarcados figuran productos químicos básicos, componentes para la industria microelectrónica, y componentes para la maquinaria pesada e industrial.

d)
Aranceles preferenciales
42. La UE otorga preferencias arancelarias de forma unilateral o en el marco de acuerdos bilaterales o regionales de libre comercio (véase el capítulo II 4)).  Sobre la base de los datos facilitados por la Comisión, la Secretaría estimó el promedio de los tipos arancelarios aplicados a los interlocutores preferenciales de la UE en 2011 (cuadro AIII.1).

v) Otras cargas

43. Por lo general, los productos y servicios nacionales e importados están sujetos al IVA en todos los Estados miembros, de conformidad con la denominada Directiva del IVA.
  El IVA se impone sobre el valor en aduana más los derechos, otras cargas, y gastos accesorios de las importaciones, y sobre el precio de venta de los productos nacionales.  Por lo general, el IVA sobre las importaciones debe pagarse en el momento del despacho en aduana.  Las mercancías reciben el mismo trato que las importaciones a los efectos del IVA si llegan de fuera de la UE (en el sentido de la Directiva del IVA) o a través de otro país de la UE sin que hayan sido despachadas a libre práctica.  Las mercancías importadas estarán en libre práctica una vez que se hayan pagado los derechos aplicables y se hayan cumplido las formalidades aduaneras.

44. Los tipos del IVA difieren entre los Estados miembros.  El tipo normal aplicado por los Estados miembros debe ser al menos del 15 por ciento;  éstos pueden aplicar hasta dos tipos reducidos del 5 por ciento, como mínimo, sobre 21 categorías de entregas de bienes y prestaciones de servicios que figuran en el Anexo III de la Directiva del IVA, en particular los alimentos, el agua, los medicamentos, determinado equipo médico, los libros, los periódicos, las revistas, ciertos insumos agrícolas, el transporte de pasajeros, la renovación y reparación de viviendas particulares, los servicios sociales que no cumplan las condiciones para la exención, y la percepción de derechos de entrada en las manifestaciones deportivas.  Hay múltiples excepciones a la estructura básica de los tipos, lo cual da lugar a la aplicación de diferentes combinaciones de tipos en los Estados miembros.
  Los tipos normales del IVA abarcan alrededor de las dos terceras partes del consumo total;  el resto está sujeto a otros tipos.

45. Los Estados miembros pueden apartarse de las normas relativas al IVA en determinadas circunstancias y con la autorización previa del Consejo.
  La Comisión publica una lista de las excepciones vigentes en los Estados miembros.
  Además, conforme a la Directiva del IVA, los Estados miembros pueden mantener las medidas de exención "notificadas", siempre que cumplan ciertos criterios, que estuvieran en vigor el 1o de enero de 1977 y que se hayan notificado a la Comisión antes del 1o de enero de 1978.

46. Las bebidas alcohólicas, los productos de tabaco elaborados y los productos energéticos nacionales e importados, en particular la gasolina, el gas natural y la electricidad están sujetos a impuestos especiales de consumo en todos los Estados miembros de la UE.  Los tipos de los impuestos especiales de consumo aplicados a estos productos varían de un Estado miembro a otro, pero deben ser, al menos, iguales a los tipos mínimos establecidos en la legislación de la UE, en la que también se definen las categorías de los productos sujetos a impuestos especiales de consumo y la base sobre la que deben calcularse.
  En virtud de una Directiva del Consejo adoptada en febrero de 2010 los tipos mínimos de los impuestos especiales de consumo sobre los cigarrillos y la picadura fina se incrementan gradualmente.
  Los Estados miembros de la UE aún no han acordado aumentar los tipos mínimos aplicados a las bebidas alcohólicas, con objeto de reflejar la inflación, conforme a lo propuesto por la Comisión en 2006.
  Los cuadros de los impuestos especiales de consumo publicados por la Comisión contienen los tipos del impuesto especial de consumo aplicados por los Estados miembros a las bebidas alcohólicas, el tabaco y la energía.

47. De conformidad con la Directiva 92/83/CEE del Consejo, los Estados miembros pueden aplicar tipos reducidos del impuesto especial sobre el consumo a la cerveza y el alcohol etílico producidos por pequeñas fábricas de cerveza y destilerías nacionales, conforme a lo establecido en la Directiva.  Los tipos reducidos pueden ser inferiores a los tipos mínimos establecidos en la legislación de la UE, pero no inferiores a la mitad del tipo normal del impuesto especial de consumo sobre estos productos.  En virtud de la Directiva, los Estados miembros deben aplicar el tipo reducido a la cerveza y el alcohol etílico admisibles de otros Estados miembros de la UE.
  Según la Comisión, si bien en la Directiva no se indica si deberían otorgarse tipos reducidos similares para la cerveza y el alcohol etílico procedentes de fuera de la UE, en la práctica se aplican reducciones fiscales similares de conformidad con los compromisos asumidos en el marco del GATT, por lo general, previa obtención de un certificado de admisibilidad de la autoridad competente del país en el que esté establecida la fábrica de cerveza o la destilería.  Los Estados miembros que mantienen tipos reducidos del impuesto especial de consumo para las pequeñas fábricas de cerveza o destilerías nacionales son Alemania, Austria, Bélgica, Bulgaria, Dinamarca, Eslovaquia, Estonia, Finlandia, Francia, Grecia, Irlanda, Letonia, Luxemburgo, los Países Bajos, Portugal, el Reino Unido, la República Checa y Rumania. 
48. Aparte del IVA y los impuestos especiales de consumo aplicables al alcohol, el tabaco y la energía, los Estados miembros gravan con impuestos otros productos y servicios.  La Comisión Europea mantiene una base de datos pública con los principales impuestos de los Estados miembros en términos de ingresos, así como una lista de impuestos menores.

vi) Medidas comerciales especiales

49. Según la Comisión Europea, la defensa de la producción de la UE frente a las distorsiones del comercio internacional debería considerarse como un componente necesario de una estrategia de comercio abierta y leal.

50. En enero de 2008, la Comisión Europea concluyó que se necesita más tiempo de reflexión para encontrar las respuestas adecuadas a las preguntas planteadas en el intenso, y en cierto modo controvertido, debate sobre el proceso de examen del instrumento de defensa comercial.
  Según la Comisión, esta decisión fue adoptada debido a la falta de consenso entre los Estados miembros y el Parlamento Europeo;  la Comisión sigue considerando que el examen periódico de sus medidas comerciales especiales ayudará a asegurar su eficacia.  En este sentido, el Comisario de Comercio de la UE señaló que, una vez que la crisis aminore, tiene previsto volver a examinar la cuestión de si los instrumentos de defensa comercial pueden perfeccionarse, teniendo en cuenta también cualquier cambio que pueda ser necesario como resultado de la Ronda de Doha.
  En el período objeto de examen, la Comisión y los Estados miembros acordaron la forma de mejorar la transparencia de las investigaciones.  En consecuencia, en 2010 la Comisión renovó el sitio Web dedicado a los instrumentos de defensa comercial y mejoró la divulgación de información en el marco de las investigaciones, entre otras iniciativas.

51. Algunos aspectos de las medidas comerciales especiales de la UE fueron objeto de tres diferencias en la OMC durante el período de examen.  China presentó dos reclamaciones y la India, una (cuadro AII.1).

52. Según la Comisión Europea, el 0,6 por ciento de las importaciones totales de la UE estuvieron sujetas a medidas comerciales especiales en 2009, el mismo nivel que el año anterior.

a)
Derechos antidumping y compensatorios
53. La principal legislación de la UE figura en el Reglamento No 1225/2009 sobre antidumping y el Reglamento No 597/2009 sobre medidas compensatorias.
  La UE no impone medidas antidumping ni compensatorias a las importaciones de Islandia, Liechtenstein y Noruega, excepto las de pescado y otros productos que quedan fuera del ámbito del Espacio Económico Europeo.

54. La Comisión Europea se encarga de llevar a cabo investigaciones en materia de medidas antidumping y compensatorias.  La adopción de estas medidas está sujeta a las nuevas normas de comitología que entraron en vigor en marzo de 2011.  Estas nuevas normas establecen las condiciones para el control por los Estados miembros del ejercicio de las competencias de ejecución de la Comisión conforme al artículo 291 del Tratado de Funcionamiento de la UE (véase el capítulo II 1)).  Según la Comisión, estas normas ayudarán "a evitar la politización del proceso, dificultará el trabajo de los grupos de presión de cualquiera de las partes o de terceros países y garantizará una mayor solidez de la política de defensa comercial".
  Antes de la entrada en vigor del Tratado de Lisboa, la adopción de las medidas antidumping y compensatorias estaba sujeta a "procedimientos especiales en los que el Consejo tenía con frecuencia la última palabra".
  En marzo de 2011, la Comisión formuló una propuesta legislativa para la adaptación de varios reglamentos comerciales, en particular sobre derechos antidumping y compensatorios, a las nuevas normas de comitología.  La propuesta de la Comisión debe ser adoptada por el Parlamento y el Consejo, de conformidad con el procedimiento legislativo ordinario.

55. Las investigaciones antidumping iniciadas registraron una ligera disminución desde el anterior examen de la UE (cuadro III.4), y el número de nuevas medidas provisionales aumentó, mientras que el de medidas definitivas se redujo.

56. A finales de 2010, la UE tenía en vigor 125 medidas antidumping, algo menos que dos años antes (cuadro III.5).  Éstas afectaban a las importaciones de 27 países o territorios.  China era objeto del 44 por ciento del total de las medidas antidumping, frente al 38 por ciento en 2008, mientras que la India, Rusia y Tailandia representaban alrededor del 6 por ciento cada uno.  Hay compromisos en vigor con respecto a nueve productos de nueve países.  Según la Comisión, la duración media de las medidas antidumping en la UE es de 6 a 7 años;  aproximadamente, el 12 por ciento de las medidas antidumping se mantienen en vigor durante más de 10 años.

Cuadro III.4

Investigaciones antidumping y medidas impuestas, 2006-2010a
	
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010

	Investigaciones iniciadas
	35
	9
	18
	15
	15

	Medidas provisionales
	13
	12
	5
	9
	9

	Medidas definitivas
	13
	12
	16
	9
	6

	Medidas que han expiradob
	9
	16
	2
	3
	14

	Medidas confirmadas tras el examen por extinción
	11
	12
	8
	5
	10

	Medidas suprimidas tras el examen por extinción
	8
	3
	5
	0
	1


a
Al 31 de diciembre de 2010.

b
Medidas que expiraron automáticamente tras 5 años de aplicación.

Fuente:
Secretaría de la OMC, sobre la base de las estadísticas en materia de medidas antidumping, medidas antisubvenciones y medidas de salvaguardia de la Comisión Europea (varios años).  Consultado en:  http://ec.europa.eu/trade/tackling-unfair-trade/trade-defence], e información facilitada por la Comisión.

57. Alrededor de una tercera parte de los productos sujetos a medidas antidumping en la UE son productos químicos;  el 23 por ciento son metales comunes, en particular, hierro y acero;  el 7 por ciento son productos minerales;  y el 6 por ciento son textiles, vestido y calzado.
  Algunos de los derechos antidumping definitivos más altos resultantes de investigaciones iniciales o de exámenes entre junio de 2008 y junio de 2010 afectan a determinados tubos soldados, de hierro o de acero sin alear (90,6 por ciento) y determinados cítricos preparados o conservados (hasta el 100,1 por ciento) procedentes de China, y sujeciones de acero inoxidable procedentes de Viet Nam (hasta el 707 por ciento).

58. La UE sólo puede imponer medidas antidumping si la Comisión determina que la medida no es contraria al interés general de la economía de la UE.  Desde el anterior examen de la UE, no se ha puesto fin a ningún procedimiento antidumping por haberse constatado que la medida en cuestión fuera contraria al "interés comunitario".

Cuadro III.5

Medidas antidumping por países, 2006-2010

	
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010

	Interlocutor comercial/región
	
	
	
	
	

	Arabia Saudita
	1
	1
	1
	1
	0

	Argelia
	1
	1
	1
	1
	1

	Armenia
	0
	0
	0
	1
	1

	Australia
	1
	1
	1
	0
	0

	Belarús
	5
	3
	3
	3
	3

	Brasil
	1
	1
	1
	2
	2

	Bulgaria
	1
	0
	0
	0
	0

	China
	40
	44
	48
	54
	54

	Corea
	5
	5
	5
	5
	5

	Croacia
	2
	2
	1
	1
	1

	Egipto
	0
	0
	1
	1
	1

	Estados Unidos
	3
	4
	4
	5
	3

	Filipinas
	2
	2
	1
	1
	1

	India
	8
	7
	8
	8
	7

	Indonesia
	6
	5
	5
	5
	4

	Islas Feroe
	1
	1
	1
	0
	0

	Israel
	1
	1
	1
	1
	1

	Japón
	1
	0
	0
	0
	0

	Kazajstán
	0
	1
	2
	2
	2

	Lao, República Democrática Popular
	1
	1
	1
	1
	1

	Libia
	1
	1
	0
	0
	0

	Macao, China
	0
	0
	1
	1
	1

	Macedonia
	0
	0
	1
	1
	1

	Malasia
	5
	4
	4
	4
	3

	Marruecos
	1
	1
	1
	1
	1

	Moldova
	1
	1
	1
	1
	1

	Noruega
	2
	2
	0
	0
	0

	Pakistán
	2
	2
	1
	0
	0

	Rumania
	2
	0
	0
	0
	0

	Rusia
	10
	8
	8
	8
	8

	Sri Lanka
	1
	1
	1
	1
	1

	Sudáfrica
	1
	1
	2
	2
	2

	Tailandia
	8
	7
	7
	8
	7

	Taipei Chino
	6
	6
	6
	6
	5

	Turquía
	2
	1
	0
	0
	0

	Ucrania
	6
	7
	6
	6
	6

	Viet Nam
	6
	5
	4
	4
	2

	Número total de medidas
	134
	127
	128
	135
	125


Fuente:
Secretaría de la OMC, sobre la base de las estadísticas en materia de medidas antidumping, medidas antisubvenciones y medidas de salvaguardia de la Comisión Europea (varios años).  Consultado en:  http://ec.europa.eu/trade/tackling-unfair-trade/trade-defence, e información facilitada por la Comisión.

59. El número de investigaciones iniciadas en materia de medidas compensatorias aumentó entre 2008 y 2009, y disminuyó en 2010 (cuadro III.6).  En 2010, la UE impuso cuatro medidas provisionales y tres medidas definitivas, frente a una medida provisional y una definitiva en 2009.

Cuadro III.6

Investigaciones en materia de derechos compensatorios y medidas impuestas, 2006-2010

	
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010

	Investigaciones iniciadas
	1
	0
	2
	6
	3

	Medidas provisionales
	0
	0
	0
	1
	4

	Medidas definitivas
	0
	0
	0
	1
	3

	Medidas que han expiradob
	0
	2
	0
	1
	0

	Medidas confirmadas tras el examen por extinción
	1
	1
	1
	0
	1

	Medidas suprimidas tras el examen por extinción
	0
	0
	0
	0
	0


a
Al 31 de diciembre de 2010.

b
Medidas que expiraron automáticamente tras 5 años de aplicación.

Fuente:
Secretaría de la OMC, sobre la base de las estadísticas en materia de medidas antidumping, medidas antisubvenciones y medidas de salvaguardia de la Comisión Europea (varios años).  Consultado en:  http://ec.europa.eu/trade/tackling-unfair-trade/trade-defence, e información facilitada por la Comisión.

60. A finales de diciembre de 2010, había 11 medidas compensatorias en vigor, 3 más que a mediados de 2008.  Cinco de esas medidas se aplican a importaciones de la India, y el resto al Brasil, los Emiratos Árabes Unidos, los Estados Unidos, el Irán, Israel y el Pakistán.  Las mercancías afectadas son las siguientes:  tereftalato de polietileno y película de tereftalato de polietileno, antibióticos, sistemas de electrodos de grafito, ácido sulfanílico y biodiésel.  Hay compromisos en vigor con respecto al tereftalato de polietileno y el ácido sulfanílico de la India.

61. Los derechos compensatorios definitivos más altos resultantes de investigaciones iniciales o de exámenes entre junio de 2008 y junio de 2010 afectaron a los antibióticos de la India (hasta el 32 por ciento) y el tereftalato de polietileno de la India (hasta el 19,1 por ciento).
  Cinco de los productos sujetos a medidas compensatorias a finales de 2010 también estuvieron sujetos a medidas antidumping.

b)
Salvaguardias
62. El Reglamento No 260/2009 contiene el régimen general de la UE en materia de salvaguardias.
  Se aplica a las importaciones de fuera de la UE, excepto a las procedentes de Armenia, Azerbaiyán, Belarús, Kazajstán, la República Popular Democrática de Corea, Rusia, Tayikistán, Turkmenistán, Uzbekistán y Viet Nam.  Las salvaguardias aplicadas a las importaciones procedentes de estos países están sujetas al Reglamento No 625/2009.
  Las importaciones de productos textiles de ciertos países que no son miembros de la OMC también quedan excluidas del alcance del régimen general de salvaguardias.  La imposición de salvaguardias de transición a las importaciones de determinados productos procedentes de China se rige por el Reglamento No 427/2003.

63. La Comisión se encarga de llevar a cabo investigaciones en materia de salvaguardias en cooperación con los Estados miembros.  La adopción de medidas de salvaguardia definitivas no está sujeta al régimen normal previsto en las nuevas normas de comitología (véase el capítulo II 1)).  A diferencia de las medidas antidumping y compensatorias, la adopción de salvaguardias definitivas requiere el dictamen favorable de una mayoría cualificada de un comité integrado por representantes de los Estados miembros.

64. La UE no ha aplicado ninguna medida de salvaguardia desde 2005.  En el período objeto de examen se inició una investigación en materia de salvaguardias y no se impusieron medidas de salvaguardia definitivas.  La investigación, iniciada en junio de 2010, afecta a los módems para redes inalámbricas de área extensa.
  En enero de 2011 se puso fin al procedimiento, ya que se retiró la solicitud de iniciación de la investigación.  Desde el año 2002 se aplica una medida de vigilancia a los productos de acero de cualquier origen.
  Conforme a la legislación comunitaria en materia de salvaguardias, la Comisión puede decidir imponer una medida de vigilancia cuando "la evolución de las importaciones de un producto originario de un país tercero … amenace con provocar un perjuicio a los productores comunitarios".
  La vigilancia consiste en establecer un sistema de licencias automáticas de importación durante un período limitado de tiempo.

65. En virtud del Acuerdo de Libre Comercio entre la UE y Corea, las partes pueden adoptar una "salvaguardia bilateral" mediante el restablecimiento temporal de derechos NMF con respecto al comercio bilateral cuando, como resultado de la liberalización del comercio, un aumento de las importaciones cause o amenace causar un daño grave.
  El Parlamento Europeo votó a favor del Reglamento de aplicación de esta disposición en febrero de 2011.  Existe un reglamento similar en el marco de los acuerdos de asociación económica de la UE (véase el capítulo II 4)).

vii) Restricciones y controles

66. La UE no mantiene restricciones cuantitativas sobre las importaciones procedentes de los Miembros de la OMC con objeto de proteger a los productores nacionales.  Determinados productos de acero procedentes de Rusia y Kazajstán, y algunos productos textiles procedentes de Belarús y de la República Popular Democrática de Corea están sujetos a contingentes de importación.

67. La UE mantiene sistemas de vigilancia de las importaciones de determinados productos de acero, independientemente de su origen.  Según la respuesta más reciente de la UE al cuestionario sobre los procedimientos para el trámite de licencias de importación, los sistemas de vigilancia de las importaciones tienen por objeto aumentar "la transparencia de las tendencias de las importaciones", sin intención alguna de limitar el acceso a los mercados.
  El sistema de vigilancia de las importaciones de determinados productos de acero se aplica mediante licencias automáticas;  fue establecido en 2002 y se ha prorrogado hasta finales de 2012.
  La UE dejó de aplicar las medidas de vigilancia a ocho categorías de productos textiles procedentes de China el 31 de diciembre de 2008, y a las importaciones de ciertos productos textiles y vestido procedentes de Uzbekistán en mayo de 2010.  Según la Comisión, sus acuerdos bilaterales sobre textiles con Rusia y Serbia no prevén restricciones cuantitativas a la importación o exportación.

68. De conformidad con el párrafo 1) del artículo 130 del Reglamento No 1234/2007, la Comisión puede imponer prescripciones en materia de licencias a las importaciones de ciertos productos agrícolas.
  Entre los productos para los que se exige una licencia de importación, que figuran en el Anexo II, Parte I, del Reglamento No 376/2008, figuran los siguientes:  cereales, arroz, azúcar, aceite de oliva y aceitunas de mesa, lino y cáñamo, leche y productos lácteos, carne de vacuno, frutas y hortalizas, y productos transformados a base de frutas y hortalizas.  Las licencias de importación son expedidas por las autoridades competentes de los Estados miembros a petición de los operadores.  Además, las importaciones de productos agrícolas sujetos a contingentes arancelarios administrados mediante métodos distintos del orden de recepción de las solicitudes, están sujetas a licencias.  Las prescripciones en materia de licencias se estipulan en el Reglamento No 1301/2006 y en los distintos reglamentos que establecen las modalidades de los contingentes.  La Comisión señala que las licencias para las importaciones sujetas a contingentes arancelarios se otorgan de forma no discriminatoria sobre la base del método denominado de "examen simultáneo".  Por lo general, los importadores deben depositar una garantía para solicitar una licencia de importación.  La cuantía de la garantía depende del producto, y ésta se pierde si el producto de que se trate no es importado durante el período de validez de la licencia.

69. Las restricciones cuantitativas y los controles a la importación se utilizan para aplicar las sanciones impuestas mediante resoluciones de las Naciones Unidas, y las disposiciones de tratados o convenios internacionales.  Además, la UE mantiene controles unilaterales de importación con el fin de alcanzar objetivos no económicos.

70. Por ejemplo, las importaciones de madera y productos de la madera procedentes de países que hayan concertado con la UE un "acuerdo de asociación voluntario" en el marco de la Aplicación de las leyes, gobernanza y comercio forestales (FLEGT) están sujetas a licencias.
  En virtud de estos acuerdos, los países productores de madera acuerdan, de forma voluntaria, establecer un sistema nacional de verificación de la legalidad de sus envíos de madera y productos de la madera a la UE.  Se han ratificado acuerdos de asociación voluntarios FLEGT con Ghana (septiembre de 2009), y la República del Congo y el Camerún (febrero de 2011);  asimismo, un acuerdo de asociación voluntario con la República Centroafricana está en proceso de firma y ratificación (marzo de 2011).  Se están celebrando negociaciones con el Gabón, Indonesia, Liberia, Malasia, la República Democrática del Congo y Viet Nam.  Ningún régimen de licencias FLEGT estará operativo hasta que se desarrollen y se sometan a prueba los sistemas de verificación apropiados.

71. En octubre de 2010, la UE adoptó una ley por la que se prohíbe la comercialización en la UE de madera aprovechada ilegalmente y productos que contengan esa madera.
  De conformidad con el Reglamento No 995/2010, los "agentes" que comercializan por primera vez madera y productos de la madera de producción nacional o importados en el mercado de la UE deben ejercer la "diligencia debida" a fin de minimizar el riesgo de que esos productos contengan madera aprovechada en incumplimiento de la legislación aplicable del país de aprovechamiento.
  El sistema de diligencia debida comprende una gestión de riesgos sobre la base de la información y los criterios establecidos en el Reglamento.  Además, las personas que comercian con madera y productos de la madera dentro de la UE, distintas de quienes comercializan por primera vez esos productos en el mercado de la UE, deben mantener registros de sus proveedores y sus clientes.  El Reglamento se aplicará a partir del 3 de marzo de 2013, y dos medidas de aplicación, que serán desarrolladas por la Comisión, deberán adoptarse para el 3 de marzo y el 3 de junio de 2012.  Se considera que la madera y los productos de la madera abarcados por licencias válidas conforme a la FLEGT o la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres cumplen las prescripciones del nuevo Reglamento.
viii) Reglamentos técnicos y normas

72. Durante el último Examen de la UE, algunos Miembros afirmaron que las prácticas de reglamentación de la Unión Europea y sus reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad se han convertido en factores determinantes cada vez más importantes del acceso al mercado de la UE, creando algunas veces obstáculos innecesarios al comercio.
  En su respuesta, la UE indicó que sus reglamentos tenían objetivos legítimos, estaban sujetos a una exhaustiva evaluación del impacto, se elaboraban con arreglo a un proceso transparente que daba amplias oportunidades a las partes interesadas de los demás Miembros de la OMC para participar y exponer sus opiniones, y se basaban en gran medida en las normas internacionales pertinentes.  La UE reconoció que el número de prescripciones reglamentarias había aumentado en algunos ámbitos, pero señaló que ello se debía a los progresos científicos y la identificación de nuevos riesgos.  Además, la UE indicó que prestaba asistencia técnica a los países en desarrollo para ayudarles a cumplir las prescripciones reglamentarias.

73. Los reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad se adoptan a nivel nacional y a nivel de la UE.  Sólo las mercancías que no están abarcadas por la legislación de "armonización plena" de la UE pueden estar sujetas a reglamentos técnicos o procedimientos de evaluación de la conformidad nacionales.  La legislación de armonización es adoptada conjuntamente por el Parlamento Europeo y el Consejo, o por la Comisión cuando el Parlamento Europeo y el Consejo atribuyen las competencias de ejecución correspondientes a la Comisión.  El fundamento jurídico general para la adopción de legislación de armonización relacionada con el establecimiento y funcionamiento del mercado interno de la UE es el artículo 114 del TFUE.  Otras disposiciones del TFUE pueden también constituir un fundamento jurídico aplicable, dependiendo del tema.  Por ejemplo, hay un cuerpo sustancial de legislación sobre productos agrícolas basado en el artículo 38 del TFUE.
74. En virtud del Reglamento Nº 764/2008, la Comisión deberá publicar "una lista no exhaustiva de los productos que no estén sujetos a la legislación comunitaria de armonización".
  Según la Comisión, aproximadamente el 25 por ciento del mercado de mercancías de la UE no está cubierto por las normas de armonización.

75. En noviembre de 2006, la UE actualizó por última vez su notificación sobre la aplicación y administración del Acuerdo OTC.
  La UE dio cumplimiento a las obligaciones que le corresponden en virtud de ese Acuerdo mediante la Decisión 94/800/EC.
  La Comisión tiene la responsabilidad general de aplicar y administrar el Acuerdo OTC.
  El servicio de información sobre OTC en relación con la legislación de la UE es la Dirección General de Empresa e Industria de la Comisión.
  Los Estados miembros han designado servicios de información sobre OTC en relación con la legislación nacional.
76. Entre octubre de 2008 y mediados de enero de 2011, la UE notificó a la OMC 146 reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad (28 en 2008, 63 en 2009, 50 en 2010 y 5 en 2011).  Las notificaciones abarcan productos tales como aparatos electrodomésticos, equipo eléctrico y electrónico, maquinaria, vehículos automóviles y sus piezas, combustibles, materiales de construcción, aparatos de medición, textiles y prendas de vestir, productos químicos, abonos, productos alimenticios, agua, vino, vitaminas y minerales, cosméticos, productos derivados de las focas y plantas modificadas genéticamente.  Normalmente, en las notificaciones se establece un plazo de 60 días, como mínimo, para formular observaciones, y se propone una fecha de adopción tras el vencimiento de ese plazo.  Durante el período objeto de examen, la UE presentó un gran número de adiciones en las que se facilitó nueva información sobre la adopción, entrada en vigor y contenido del texto final de medidas OTC notificadas con anterioridad.
77. Durante el período objeto de examen, los distintos Estados miembros notificaron unos 140 reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad.  La mayor parte de esas notificaciones correspondieron a Francia (21 por ciento), seguida por la República Checa y Eslovenia (14 por ciento cada una de ellas), Finlandia (10 por ciento), y Dinamarca, Italia y Suecia (aproximadamente, el 8 por ciento cada una).  También presentaron notificaciones Alemania, Eslovaquia, España, Estonia, Hungría, Lituania, los Países Bajos, Polonia, Portugal y el Reino Unido.  Las notificaciones se referían, entre otros productos, a materiales de construcción, material contra incendios, dispositivos de medición, máquinas herramientas, productos lácteos y otros productos agropecuarios, aditivos y complementos alimentarios, alcohol y bebidas alcohólicas, medicamentos para uso veterinario, abonos, vehículos automóviles, armas y municiones, y tabaco y productos de tabaco.  En el 17 por ciento, aproximadamente, de las notificaciones de los distintos Estados miembros, el plazo para la formulación de observaciones, o el plazo entre las respectivas fechas de publicación y adopción de la notificación, fue inferior a 60 días.
78. Entre octubre de 2008 y enero de 2011, los Miembros de la OMC expusieron en el Comité OTC sus preocupaciones respecto de varias medidas propuestas o adoptadas por la UE o sus Estados miembros (cuadro III.7).  De las 17 cuestiones objeto de preocupación, una dio lugar a un procedimiento formal de solución de diferencias.
79. Desde el último Examen de la UE, Francia ha notificado un acuerdo de reconocimiento con arreglo al párrafo 7 del artículo 10 del Acuerdo OTC.
  Ni la UE ni los demás Estados miembros han presentado notificaciones con arreglo a este párrafo.
Cuadro III.7

Preocupaciones comerciales relacionadas con OTC de la UE, octubre de 2008 a enero de 2011

	Asunto
	Selección de referencias de la OMC
	Miembro(s) interesados
	Planteado por primera vez

	Propuesta de reglamentación sobre los productos cosméticos
	G/TBT/M/46;  G/TBT/N/EEC/186 y Corr.1
	China
	5.11.2008

	No inclusión de la napropamida en el Anexo I de la Directiva 91/414/CEE del Consejo
	G/TBT/M/46;  G/TBT/N/EEC/203
	India
	5.11.2008

	Medida sobre nuevos alimentos
	G/TBT/M/46, 47;  G/TBT/N/EEC/188
	Colombia, Costa Rica, Ecuador, México, Perú
	5.11.2008

	Proyecto de Directiva de la Comisión por la que se modifica la Directiva 67/548/CEE del Consejo (sustancias químicas peligrosas)
	G/TBT/M/46, 47, 48;  G/TBT/N/EEC/212
	Australia, Botswana, Brasil, Canadá, Chile, China, Colombia, Corea, Cuba, Ecuador, Estados Unidos, Filipinas, India, Indonesia, Japón, Mauricio, República Dominicana, Sudáfrica, Turquía, Venezuela, Zimbabwe
	5.11.2008

	Prescripción sobre el etiquetado relativo a la capacidad de baterías y acumuladores
	G/TBT/M/46
	Japón
	5.11.2008

	Reglamento relativo al comercio de productos derivados de las focasa
	G/TBT/M/47, 48, 49, 51;  G/TBT/N/EEC/249 y 
Add.1-2;  G/TBT/N/EEC/325
	Brasil, Canadá, Noruega
	18.3.2009

	Normas de comercialización para el aceite de oliva
	G/TBT/M/47;  G/TBT/N/EEC/226
	Nueva Zelandia, Estados Unidos
	18.3.2009

	Prescripciones relativas a los tractores cortacésped (Francia)
	G/TBT/M/47, 48, 49, 51
	Estados Unidos
	18.3.2009

	Medidas de aplicación de la directiva sobre el diseño ecológico de los aparatos que utilizan energía
	G/TBT/M/47, 49;  G/TBT/N/EEC/208 y Add.1;  228 y Add.1;  229 Add. 1 y 2;  234 y Add.1;  237 y Add.1;  y 273 y Add.1
	China
	18.3.2009

	Programas de certificación, sistemas de etiquetado, indicaciones geográficas y medidas en materia de calidad de la certificación regional para los productos agrícolas (Libro verde sobre la calidad de los productos agrícolas)
	G/TBT/M/47, 48
	Estados Unidos, México
	18.3.2009

	Contingente arancelario para la carne y los productos cárnicos
	G/TBT/M/48
	Argentina, Australia, Paraguay, Uruguay
	25.6.2009

	Restricciones de comercialización y empleo de los compuestos organoestánnicos
	G/TBT/M/48, 49;  G/TBT/N/EEC/244 y Add.1
	Japón
	25.6.2009

	Prohibición de los productos que contienen el biocida dimetilfumarato (DMF)
	G/TBT/M/48;  G/TBT/N/EEC/258 y Add.1
	Japón
	25.6.2009

	Requisitos de acreditación y vigilancia del mercado relativos a la comercialización de los productos
	G/TBT/M/48, 49, 51;  G/TBT/N/EEC/152
	Australia, Corea, Tailandia, Estados Unidos
	25.6.2009

	Reglamento sobre normas de comercialización de carne de aves de corral
	G/TBT/M/48, 49, 51;  G/TBT/N/EEC/267
	Australia, Brasil
	25.6.2009

	Proyecto de reglamento sobre los productos lácteos (Italia)
	G/TBT/M/50, 51;  G/TBT/N/ITA/13
	Australia, Nueva Zelandia
	24.3.2010

	Registro de productos medicinales herbarios tradicionales
	G/TBT/M/51
	China, Ecuador, India
	23.6.2010

	Restricciones de la UE a la utilización de determinadas sustancias peligrosas en aparatos eléctricos y electrónicos
	G/TBT/M/46, 47, 48, 49, 51;  G/TBT/N/EEC/247 y G/TBT/Notif.00/310, Corr.1
	Australia, Canadá, China, Egipto, Estados Unidos, Israel, Japón, Jordania, Malasia, México, República de Corea, Tailandia, Venezuela
	31.3.1999

	Prohibición relativa al uso de níquel-cadmio en las baterías
	G/TBT/M/48;  G/TBT/N/EEC/98
	Australia, Canadá, China, Egipto, Estados Unidos, Japón, Tailandia, Venezuela
	11.6.1999

	Reglamento relativo a ciertos productos del sector vinícola
	G/TBT/M/46, 47, 48, 49, 51;  G/TBT/N/EEC/15, Corr.1-2;  G/TBT/N/EEC/57;  G/TBT/N/EEC/252 y Add.1;  y G/TBT/N/EEC/264 y Add.1
	Argentina, Australia, Bolivia, Brasil, Canadá, Estados Unidos, México, Nueva Zelandia, Paraguay, Perú, Sudáfrica, Uruguay
	1.10.1999

	Reglamento relativo al registro, la evaluación y la autorización de productos químicos (REACH)
	G/TBT/M/46, 47, 48, 49, 51;  G/TBT/N/EEC/52 y Add.1-5;  Add.3/Rev.1;  G/TBT/N/EEC/295 y 297;  G/TBT/N/EEC/333-6
	Arabia Saudita, Argentina, Australia, Botswana, Brasil, Canadá, Chile, China, Colombia, Corea, Costa Rica, Cuba, Ecuador, Egipto, Estados Unidos, El Salvador, Filipinas, Indonesia, Israel, Japón, Kuwait, Malasia, México, Pakistán, Qatar, República Dominicana, Singapur, Sudáfrica, Suiza, Tailandia, Taipei Chino, Uruguay
	20.3.2003

	Restricciones impuestas por Suecia a la utilización de decabromodifeniléter (deca BDE)
	G/TBT/M/46, 47;  G/TBT/N/SWE/59
	Estados Unidos, Israel, Japón, Jordania, Taipei Chino
	15.3.2006

	Propiedades de reacción al fuego de los productos de construcción
	G/TBT/M/48;  G/TBT/N/EEC/92 y Add.1
	Brasil, Colombia, Estados Unidos, Filipinas, Japón, México, República de Corea, Tailandia
	15.3.2006

	Reglamento sobre clasificación, etiquetado y envasado de sustancias y mezclas
	G/TBT/M/49, 51;  G/TBT/N/EEC/151 y 
Add.1-2;  G/TBT/N/EEC/212 y Add.1-3;  y G/TBT/N/EEC/163 y Add.1-2, Add.1/Corr.1
	Argentina, Australia, Botswana, Brasil, Canadá, Chile, China, Colombia, Cuba, Ecuador, Estados Unidos, Federación de Rusia, Filipinas, India, Indonesia, Japón, Malasia, Mauricio, República de Corea, República Dominicana, Sudáfrica, Zimbabwe, Tailandia, Turquía, Venezuela
	5.7.2007

	Prohibición de los productos obtenidos de focas (Alemania)
	G/TBT/M/46;  G/TBT/N/DEU/5 y Add.1
	Canadá, Noruega
	20.3.2008

	Producción y etiquetado de los productos ecológicos
	G/TBT/M/47, 49;  G/TBT/N/EEC/101 y Add.1
	Argentina, Cuba, Ecuador
	20.3.2008

	Prescripciones sobre las propiedades químicas de los juguetes
	G/TBT/M/50;  G/TBT/N/EEC/184 y Add.1
	China, Corea
	20.3.2008


a
Continuación a través de un procedimiento formal de solución de diferencias.

Fuente:
Secretaría de la OMC.
80. La elaboración y adopción de reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad a nivel de la UE y a nivel nacional se basan en los procedimientos por los que se rigen la elaboración y adopción de reglamentos en general.  Esos procedimientos varían significativamente de un Estado miembro a otro (cuadro III.8).
81. Al nivel de la UE, los reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad se establecen mediante instrumentos legislativos de la UE adoptados por el Parlamento Europeo y el Consejo, o por la Comisión sobre la base de las competencias ejecutivas conferidas mediante un acto legislativo de la UE.  Tras la entrada en vigor del Tratado de Lisboa en diciembre de 2009, la adopción de reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad por la Comisión mediante competencias de ejecución está sujeta a un nuevo marco jurídico (véase el capítulo II 1)).
82. La Comisión mantiene un sitio Web para la consulta pública de las iniciativas de política y legislativas.
  Los avisos relativos a la preparación de legislación se publican en la "serie C" del Diario Oficial de la UE;  una vez adoptada, la legislación se publica en la "serie L" del Diario Oficial, con arreglo a lo establecido por el Tratado de Funcionamiento de la UE.  Aunque no hay obligación legal de publicar los avisos de preparación de legislación, la Comisión ha indicado que esos avisos se publican.  Según la Comisión, el plazo entre la publicación de una medida y su aplicación a los agentes económicos varía en función de la naturaleza de la medida y de que sea necesario o no incorporarla a la legislación nacional.  La Comisión ha señalado que, en general, el plazo de aplicación mínimo para la legislación de armonización es de 18 a 24 meses, y puede ser más largo para la legislación innovadora o que introduce modificaciones sustanciales en las prescripciones vigentes.
Cuadro III.8

Determinados aspectos de la reglamentación en cuatro Estados miembros, comienzos de 2010

	Marco legislativo general

	Alemania
	En general, las leyes federales se desarrollan mediante la legislación derivada promulgada por los Länder.  Éstos promulgan sus propias leyes y reglamentos sobre materias de su exclusiva competencia, y pueden delegar las responsabilidades de aplicación en los condados y las municipalidades.  La situación jerárquica de los instrumentos jurídicos depende del órgano que los promulgue.  Los municipios carecen de competencias legislativas por sí mismos, pero pueden promulgar decretos de aplicación sobre permisos y licencias.

	Bélgica
	El Gobierno federal, los tres gobiernos regionales y los tres gobiernos comunitarios legislan en sus ámbitos de competencia;  las leyes promulgadas por el Gobierno federal y los decretos promulgados por las regiones y las comunidades (denominados "órdenes" en el caso de la región de la capital Bruselas) tienen el mismo rango;  además, cada gobierno mantiene una subestructura de reglamentos secundarios, también en pie de igualdad entre ellos.

	Reino Unido
	La legislación primaria, contenida en leyes del Parlamento, suele conferir facultades al poder ejecutivo para elaborar leyes que se notifican al Parlamento o son aprobadas por él;  las asambleas de Escocia, Gales e Irlanda del Norte pueden preparar leyes sobre las materias de su competencia.

	Suecia
	En general, la legislación primaria (propuesta por el Gobierno y adoptada por el Parlamento) se desarrolla mediante normas secundarias (órdenes y reglamentos) de los organismos gubernamentales.  Sólo el Parlamento y el Gobierno tienen derecho, en virtud del Instrumento de Gobierno, a promulgar normas legales;  sin embargo, tanto el Parlamento como el Gobierno pueden delegar las competencias normativas en los organismos gubernamentales y los gobiernos locales.

	Planificación

	Alemania
	En el acuerdo de coalición adoptado por las partes en la coalición al comienzo de cada legislatura se establece el marco de política general;  la cancillería resume los proyectos ministeriales en curso y futuros en un documento que se actualiza periódicamente.

	Bélgica
	Cada gobierno publica una declaración de política acordada por las partes en la coalición al comienzo de la legislatura.

	Reino Unido
	El discurso anual de la Reina en la sesión inaugural del Parlamento establece las líneas principales del programa legislativo para el siguiente año.  Los ministerios gubernamentales presentan las principales propuestas de política en libros blancos.  El procedimiento de tramitación de proyectos futuros de reglamentación secundaria está mucho menos desarrollado y no hay coordinación sistemática.

	Suecia
	Sobre la base del acuerdo de coalición, la Oficina del Primer Ministro presenta al Parlamento, al comienzo de cada período de sesiones, la lista semestral de futuros proyectos de ley.

	Procedimientos de elaboración de normas

	Alemania
	La Constitución y la Ley de Procedimiento Administrativo establecen un marco de prescripciones generales sobre procedimientos administrativos;  en el Reglamento Conjunto de Procedimiento de los ministerios federales, de carácter vinculante, se establecen procedimientos uniformes más detallados para la adopción de nueva legislación a nivel federal.

	Bélgica
	Los procedimientos generales para la elaboración de nuevos reglamentos federales se establecen en varias circulares relacionadas con el funcionamiento del Consejo de Ministros.

	Reino Unido
	No hay una ley general de procedimiento administrativo;  en cambio, el Reino Unido se basa en diversos códigos e instrucciones que abarcan diferentes ámbitos de política y son promulgados por distintas entidades gubernamentales.

	Suecia
	En los Instrumentos de Gobierno se establecen los procedimientos de consulta para la elaboración de normas.

	Consulta pública


	Alemania
	Las consultas públicas realizadas por el Gobierno federal se rigen formalmente por el Reglamento Conjunto de Procedimiento, en el que se dispone que los ministerios deben celebrar consultas tempranas y amplias con diversos colectivos interesados.  En la práctica, los distintos ministerios tienen un notable margen de acción respecto de cuestiones tales como el intercambio de información, el calendario, la publicación de observaciones y la selección de los interlocutores de las consultas.  Lo normal es celebrar rondas informales previas a las consultas (con los Länder, los municipios y las asociaciones) en una fase temprana del proceso previo a la redacción de un proyecto de ley.  Aunque la consulta por medios electrónicos es importante y su utilización es cada vez más frecuente, el Gobierno federal no ha establecido aún un único portal Web para todas las consultas actuales y pasadas sobre iniciativas federales.

	Bélgica
	En general, se consulta a los colectivos interesados a través de una densa, muy estructurada y amplia red de órganos consultivos integrados por representantes de determinados grupos relacionados con las diversas cuestiones de política y reglamentación.  Junto con el método tradicional, empiezan a utilizarse otras formas de consulta, con inclusión de procedimientos más abiertos de "avisos y observaciones" basados en Internet para llegar directamente a los ciudadanos.

	Suecia
	La consulta pública del Gobierno con las partes afectadas por el proyecto de legislación es, en principio, obligatoria.  Un elemento esencial del proceso de consulta es el Comité de Investigación:  antes de que el Gobierno presente las propuestas legislativas, el Comité de Investigación redacta un informe que se remite a los organismos interesados para su consideración;  los informes se hacen públicos.  Aparte del sistema del Comité de Investigación, que se aplica a la legislación más importante, existe un requisito general de consulta.  No hay directrices expresas o comunes sobre la forma de llevar a cabo esa consulta.  Los ministerios y los organismos pueden establecer su propio método, incluida la consulta directa del público.

	Consulta pública

	Reino Unido
	El Código de Prácticas de Consulta, revisado en 2008, promueve un enfoque de consultas abiertas, pero el examen reciente de ese Código ha puesto de manifiesto que preocupa la forma en que las consultas se llevan a cabo en la práctica.  El Código se aplica a todos los departamentos y organismos del Gobierno central que mantienen una relación estrecha con un departamento principal.  Todos los departamentos publican sus ejercicios de consulta en una página Web departamental;  se está desarrollando un instrumento global en línea que permite el acceso a todas las consultas del Gobierno central.

	Acceso a los reglamentos

	Alemania
	Una vez adoptadas, las leyes y las órdenes se promulgan en el diario oficial federal.  Desde 2006 se encuentra a disposición del público una base de datos sobre reglamentos administrativos federales.

	Bélgica
	Los reglamentos pueden consultarse a través de diferentes publicaciones y sitios Web oficiales, y tanto a nivel federal como regional y comunitario se publican en el diario oficial, disponible en línea;  además, se recopilan en un sitio Web en el que se ofrecen versiones consolidadas y sistemas de búsqueda.

	Reino Unido
	Existen varias bases de datos sobre reglamentos, pero ninguna de ellas es exhaustiva;  el Ministerio de Justicia está ampliando la base de datos sobre legislación, que comprenderá los reglamentos primarios y secundarios en su forma actual, es decir, con inclusión de las modificaciones ulteriores.

	Suecia
	El Gobierno está obligado a publicar las leyes y órdenes, con inclusión de sus modificaciones, en la Gaceta Oficial de Suecia;  también hay una base de datos en línea que contiene un repertorio de todas las leyes, las órdenes y los reglamentos de organismos gubernamentales.  Además, el Gobierno publica información general semestral sobre las nuevas leyes importantes que entrarán en vigor en los seis meses siguientes.

	Evaluación del impacto ex-ante

	Alemania
	La evaluación del impacto se basa en un manual general publicado por el Ministerio del Interior en 2006, que abarca los principales impactos, incluidos el ambiental, el económico y el social.  El proceso se aplica a la legislación primaria y, en parte, a la reglamentación secundaria.  El enfoque es global en teoría, aunque, en la práctica, la evaluación del impacto parece tener efectos limitados en el proceso de toma de decisiones.

	Bélgica
	La evaluación del impacto ex ante es una política relativamente nueva en Bélgica, y todavía un "trabajo en curso".  A excepción del proceso emprendido en Flandes, la evaluación del impacto sigue centrándose principalmente en las cargas administrativas, aunque recientemente se han desplegado esfuerzos por ampliar su alcance.

	Reino Unido
	Recientemente, el Gobierno ha actualizado su política de evaluación del impacto ex ante;  el objetivo del nuevo proceso es fomentar una mayor transparencia y adoptar un enfoque más preciso basado en una mejor cuantificación y un procedimiento para promover la consideración de los costos y beneficios en una fase temprana, antes de que una política se halle en una fase demasiado avanzada, con el objetivo global de que las ventajas de los nuevos reglamentos justifiquen las cargas.  Se presta apoyo institucional y metodológico de gran alcance.

	Suecia
	La nueva política tiene por finalidad promover un enfoque más sistemático y coherente que vaya más allá de las repercusiones para las pequeñas empresas, y un marco institucional reforzado.  Se presta especial atención a los aspectos económicos y comerciales.  El elemento central del enfoque revisado es una nueva Orden de Evaluación del Impacto para los organismos gubernamentales, que entró en vigor en enero de 2008.  En la orden se establecen prescripciones específicas para la evaluación del impacto.

	Aplicación


	Alemania
	La mayor parte de la legislación adoptada a nivel federal es aplicada y ejecutada por los Länder, que se basan generalmente en los distritos, los condados y los municipios para ejecutar la legislación estatal e incluso federal.  No se aplican de modo explícito métodos de aplicación basados en el riesgo.

	Bélgica
	El control y la aplicación de las obligaciones se ajustan a la división de competencias entre los gobiernos de Bélgica.  En los ámbitos de competencia federal, el control es responsabilidad de los departamentos de los ministerios pertinentes, o de los organismos administrativos;  la misma estructura se aplica a las regiones y comunidades en lo que respecta a sus competencias.  El gobierno local ejerce una función significativa en la aplicación.  El análisis de riesgos es práctica habitual en los métodos de control.


	Reino Unido
	Las responsabilidades relacionadas con las medidas de aplicación se dividen entre los organismos de reglamentación nacionales y las autoridades locales.  Ha habido un reajuste del enfoque de esas medidas, que ha dado por resultado la adopción de nuevas normas (la Ley de Ejecución Reglamentaria y Sanciones, promulgada en julio de 2008, y en el Código de Cumplimiento de los Órganos de Reglamentación, que entró en vigor en abril de 2008).  Ha habido progresos constantes hacia la adopción de principios comunes de aplicación reglamentarios basados en la evaluación del riesgo.

	Suecia
	El actual enfoque de las medidas de aplicación es complejo y, en general, se reconoce que debe reformarse.  La responsabilidad de esas medidas corresponde a diversos órganos, y se rige de formas distintas por más de 230 leyes.  El Gobierno ha empezado a tomar medidas para racionalizar y aclarar las responsabilidades de aplicación de las obligaciones.  Todavía no se aplica de modo general el enfoque basado en el riesgo.

	Racionalización de las reglamentaciones

	Bélgica
	Están aún en fase de preparación los procedimientos para el examen ex post de las reglamentaciones.  Sólo en raras ocasiones la legislación prevé el examen ex post.  Las cláusulas de extinción no se aplican con frecuencia.  A nivel federal, una de las "doce actividades estratégicas" expuestas en la nota de política del Gobierno federal prevé la introducción de la evaluación ex post de las leyes vigentes.  Con ese fin se estableció en 2007 el Comité Parlamentario de Vigilancia Legislativa.  Los gobiernos regionales tratan también de elaborar mecanismos de examen ex post.

	Racionalización de las reglamentaciones

	Alemania
	El Gobierno federal ha aprobado varias leyes para derogar reglamentos redundantes, y una Ley de Simplificación para depurar el conjunto de reglamentos sobre medio ambiente.  Sin embargo, el sistema alemán no fomenta las cláusulas de extinción u otros mecanismos que pondrían en marcha el examen de las distintas reglamentaciones.

	Reino Unido
	Aunque hay varias iniciativas útiles, no se han desplegado esfuerzos sistemáticos para consolidar o simplificar el acervo de reglamentaciones.  Una nueva forma de evaluación del impacto exige a los funcionarios que fijen una fecha en la que examinarán los costos y beneficios reales de cualquier nueva propuesta y determinarán si la política ha permitido alcanzar los efectos previstos.  Ese examen posterior a la aplicación debe tener lugar, en general, en el plazo de los tres años siguientes a dicha aplicación, dependiendo de la naturaleza de la política.

	Suecia
	Suecia utiliza activamente diferentes procedimientos cuyo fin específico es la simplificación reglamentaria.  El Plan de Acción para una Mejor Reglamentación, establecido en 2006, se actualiza anualmente y abarca una gran diversidad de medidas de simplificación reglamentaria.


Fuente:
Secretaría de la OMC, sobre la base de OCDE (2010), Better Regulation in Europe (varios números), París.

83. Según la Comisión, la UE notifica sus proyectos de medidas a la OMC cuando el texto completo de la medida está listo, pero en una fase en la que pueden tenerse en cuenta las observaciones.  Algunos Miembros de la OMC consideran que el proceso de consulta pública sobre propuestas de reglamentación de la UE podría mejorarse.
  Por ejemplo, un Miembro ha observado que, en la fecha en que la UE publica los anuncios de los proyectos de reglamentación, las deliberaciones entre los Estados miembros de la UE están generalmente demasiado avanzadas como para que sea posible tener debidamente en cuenta las opiniones de los interlocutores comerciales.
84. Los proyectos de reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad pueden estar sujetos a evaluación del impacto por la Comisión.  De acuerdo con la política "Legislar mejor" de la UE, todas las iniciativas de política y propuestas legislativas "importantes" que puedan tener repercusiones significativas a nivel económico, social y ambiental deben ser objeto de evaluación del impacto.  Con arreglo a las directrices de la Comisión sobre la evaluación del impacto, realizadas en 2009, esa evaluación debe comprender análisis de los efectos de las políticas comerciales y de inversión en las empresas y los consumidores exteriores e internos, y de determinadas políticas en las obligaciones asumidas por la UE en el marco de la OMC.

85. Las prescripciones relativas a los reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad se enumeran por sectores en el sitio Web Export Helpdesk de la Comisión.
  Además, en el sitio Web de la Dirección General de Empresa e Industria puede consultarse la legislación relativa a diversas categorías de productos.

86. Con arreglo al "nuevo enfoque" de la armonización técnica puesto en marcha a mediados de 1980, los reglamentos técnicos adoptados al nivel de la UE establecen los "requisitos esenciales", expresados como indicadores u objetivos basados en el rendimiento, y dejan a los fabricantes libertad para determinar las características técnicas que permitirán cumplir esos requisitos.  Los requisitos esenciales determinan los resultados que deben alcanzarse o los riesgos a los que se debe hacer frente, sin especificar soluciones técnicas concretas.  Las soluciones técnicas para cumplir los requisitos esenciales se establecen en las normas armonizadas elaboradas por las organizaciones europeas de normalización sobre la base de un mandato de la Comisión.  El cumplimiento de esas normas confiere una presunción de conformidad con los requisitos esenciales abarcados por ellas.  Los reglamentos técnicos adoptados antes de la introducción del nuevo enfoque suelen establecer requisitos técnicos detallados y específicos.  Los vehículos automóviles están totalmente sujetos al antiguo enfoque.  Los reglamentos basados en el nuevo enfoque abarcan una gran diversidad de productos, incluidos los aparatos eléctricos y electrónicos, los equipos a presión y aparatos de gas, los juguetes, la maquinaria, los aparatos médicos, el equipo de radio y telecomunicaciones, los ascensores, el equipo de protección personal, el equipo para utilización en atmósferas explosivas, y las embarcaciones de recreo.  La Comisión carece de datos sobre las cuotas de mercado de los productos en función de que la legislación que les sea aplicable se base en el antiguo o en el nuevo enfoque.  Según la Comisión, algunos sectores, por ejemplo el de los productos químicos, están sujetos a ambos enfoques.
87. En el contexto de su Examen anterior, la UE afirmó que su legislación se basa en la declaración de conformidad del proveedor respecto de una "parte importante" de los productos comercializados en la UE.
  Algunos de los productos para los que se exige la declaración de conformidad del proveedor son artículos eléctricos y electrónicos, productos relacionados con la energía sujetos a requisitos de diseño ecológico, equipo de radio y telecomunicaciones, la mayor parte de la maquinaria, juguetes, aparatos de refrigeración, y algunas categorías de equipo de presión, equipo de protección personal, embarcaciones de recreo y aparatos médicos.  Además, la declaración de conformidad del proveedor se utiliza en el caso de productos que, al no haber una legislación sobre seguridad más específica a nivel de la UE, están sujetos a la Directiva relativa a la seguridad general de los productos.
  Entre esos productos figuran los artículos para guarderías infantiles, los textiles y otros productos de consumo.  En el caso de productos considerados de alto riesgo se utiliza la evaluación de la conformidad de terceros, llevada a cabo por "organismos notificados", es decir, organismos de certificación, inspección y prueba designados por los Estados miembros para llevar a cabo determinadas actividades de evaluación de la conformidad previstas en la legislación sobre productos de la UE.  La designación de organismos notificados por los Estados miembros requiere una evaluación técnica, generalmente basada en la acreditación, y una decisión política en virtud de la cual los Estados miembros asumen la responsabilidad del funcionamiento y la supervisión del organismo notificado.
  Los órganos de evaluación de la conformidad no establecidos en la UE no pueden habilitarse como organismos notificados.
88. En julio de 2008, el Parlamento Europeo y el Consejo adoptaron el Nuevo Marco Legislativo, conjunto de medidas cuyo objetivo es suprimir "los obstáculos a la libre circulación de productos" que subsisten en la UE.  El Nuevo Marco Legislativo consta de la Decisión Nº 768/2008 y el Reglamento Nº 765/2008.
  La Decisión Nº 768/2008 contiene los principios comunes y las disposiciones de referencia para la elaboración de la futura legislación de armonización (o la modificación de la existente).  En la Decisión se establece un conjunto de procedimientos de evaluación de la conformidad, así como los criterios para elegir entre esos procedimientos, por ejemplo la naturaleza del riesgo que entraña el producto, la necesidad de evitar la imposición de requisitos de evaluación de la conformidad demasiado onerosos en relación con los riesgos, y la adecuación del procedimiento de evaluación de la conformidad al tipo de producto y al tipo y grado de riesgo.  Según la Comisión, la Decisión incorpora a la legislación de la UE el conjunto de procedimientos de evaluación de la conformidad elaborados por el Comité de Evaluación de la Conformidad de la ISO.  Al elaborar nueva legislación o modificar la existente, los legisladores de la UE deben justificar cualquier desviación de los principios comunes y las disposiciones de referencia contenidos en la Decisión 768/2008.  A lo largo de 2010, la Comisión celebró consultas públicas sobre su propuesta de armonizar 10 directivas vigentes basadas en el nuevo enfoque con las nuevas disposiciones de la Decisión Nº 768/2008.

89. Con arreglo al Nuevo Marco Legislativo, la acreditación debe ser el método preferido para determinar la competencia técnica de determinado órgano de certificación, inspección o prueba con arreglo a la legislación sobre productos de la UE que exige la evaluación de la conformidad por terceros.  Desde enero de 2010, la UE aplica un nuevo marco común de acreditación, establecido en el Reglamento 765/2008.  Con anterioridad, la acreditación se regía por la legislación nacional.  Según la Comisión, a falta de una base jurídica común, los Estados miembros han utilizado diferentes enfoques de la acreditación, aplicando diferentes sistemas con desigual rigor.
  Los objetivos del nuevo marco de acreditación son los siguientes:  suscitar confianza en los órganos de evaluación de la conformidad y sus certificados;  asegurar la existencia de normas comunes y transparentes para evaluar la competencia y supervisar la actuación de los órganos de evaluación de la conformidad;  y estabilizar el sistema de acreditación en la UE.
90. Con arreglo al nuevo marco, los Estados miembros deben designar un único órgano nacional de acreditación, cuya función acreditadora se regirá por los principios establecidos en el Reglamento Nº 765/2008.  Por ejemplo, los órganos nacionales de acreditación no pueden intervenir en procedimientos de evaluación de la conformidad, ejercer actividades lucrativas o competir con otros órganos de acreditación en el Estado miembro en el que se hayan establecido, o en otra parte de la UE.  El nuevo marco reconoce la Cooperación Europea para la Acreditación (EA) como "infraestructura" oficial de acreditación, encargada de administrar las evaluaciones por homólogos de la conformidad de los órganos nacionales de acreditación con las prescripciones legales pertinentes.  Todos los órganos nacionales de acreditación deben ser miembros de la EA y someterse periódicamente a la evaluación por homólogos.
91. Los organismos nacionales de acreditación deben reconocer la equivalencia de los servicios de otros organismos nacionales de acreditación que hayan superado satisfactoriamente el examen por homólogos.  Los Estados miembros no pueden rechazar certificados o informes de pruebas expedidos por un organismo de evaluación de la conformidad acreditado por el organismo de acreditación nacional de otro Estado miembro.
  El Reglamento Nº 765/2008 no contiene disposiciones sobre el reconocimiento de organismos de acreditación que no estén establecidos en la UE, o la aceptación de certificados e informes de pruebas expedidos por tales organismos.
92. Con arreglo a la política de la EA, las relaciones con los organismos de acreditación de países no pertenecientes a la AELC o la "vecindad europea" deben gestionarse a través del Acuerdo Multilateral de Reconocimiento del Foro Internacional de Acreditación y el Acuerdo de Reconocimiento Mutuo de la Cooperación Internacional sobre Acreditación de Laboratorios de Ensayo.
  Según la política adoptada, en determinados casos excepcionales, la EA podría ofrecer a los organismos de acreditación de algunos de esos países la posibilidad de firmar un acuerdo de cooperación, con sujeción a determinadas condiciones, entre ellas el cumplimiento por el organismo de acreditación extranjero de todos los requisitos específicos establecidos por la EA para sus miembros, de conformidad con el Reglamento (CE) 765/2008.  En cuanto a los países de la vecindad europea, la UE ha concertado un acuerdo sobre evaluación de la conformidad y aceptación de los productos industriales con Israel en el sector de los productos farmacéuticos.  Ese acuerdo no ha entrado aún en vigor (marzo de 2011).  Además, se están celebrando negociaciones para la suscripción de acuerdos sobre evaluación de la conformidad y aceptación de los productos industriales con Croacia y la ex República Yugoslava de Macedonia.  Asimismo, se hallan en fase de preparación las negociaciones para la concertación de acuerdos de ese tipo en otros sectores con Israel, y con Argelia, la Autoridad Palestina, Egipto, Jordania, el Líbano, Marruecos, Túnez y Ucrania.  Los acuerdos sobre evaluación de la conformidad y aceptación de los productos industriales constituyen un tipo específico de acuerdos de reconocimiento mutuo basado en la armonización con la UE de la legislación sobre productos y las infraestructuras pertinentes.
93. Algunos Miembros de la OMC han expresado su preocupación por los posibles efectos del nuevo marco de acreditación de la UE en el reconocimiento por los Estados miembros de organismos de acreditación de países no pertenecientes a la UE en el marco del Acuerdo Multilateral de Reconocimiento del Foro Internacional de Acreditación y el Acuerdo de Reconocimiento Mutuo de la Cooperación Internacional sobre Acreditación de Laboratorios de Ensayo (véase el cuadro III.7 supra).  En su respuesta, la UE ha indicado que el marco común de acreditación es un instrumento de apoyo de la política normativa interna de la UE basado en el actual marco internacional de acreditación.  Además, la UE ha señalado que el marco común no tiene la finalidad de "cambiar ni menoscabar" los acuerdos de cooperación internacional entre los organismos de acreditación;  y que "no tiene efectos ni impone cambios en las prácticas de acreditación de terceros países".
94. Además de un marco común de acreditación, el Reglamento Nº 765/2008 establece los principios comunes de vigilancia de los mercados.  Según la Comisión, la mayoría de los Estados miembros han introducido cambios legales y administrativos para cumplir estos requisitos.
  En virtud del Reglamento, las autoridades aduaneras deben llevar a cabo "controles apropiados de las características de los productos a una escala adecuada" para que esos productos puedan comercializarse en la UE.

95. En principio, los productos de la UE e importados que no están abarcados por la legislación de armonización de la UE y se han introducido legalmente en el mercado de un Estado miembro pueden comercializarse en otro Estado miembro, aunque no cumplan los reglamentos técnicos del Estado miembro de destino.  Las únicas excepciones a ese principio son las restricciones introducidas por las razones especificadas en el artículo 36 del TFUE o por otras razones primordiales de interés público que guarden proporción con el objetivo fijado.  Según la Comisión, la justificación más común para las restricciones a la libre circulación de mercancías se refiere a la protección de la salud y la vida de las personas y los animales y la preservación de los vegetales.  El Parlamento Europeo y el Consejo han reconocido que "[s]iguen existiendo muchos problemas en relación con la correcta aplicación del principio de reconocimiento mutuo".

96. En julio de 2008, el Parlamento Europeo y el Consejo adoptaron el Reglamento Nº 764/2008 "para minimizar la posibilidad de que las normas técnicas creen obstáculos ilegales para la libre circulación de mercancías entre Estados miembros".
  En virtud de los procedimientos establecidos, vigentes a partir de mayo de 2009, los Estados miembros que apliquen reglamentos técnicos para restringir el acceso a los mercados de productos comercializados legalmente en otro Estado miembro deben justificar su posición con documentación técnica o científica y brindar a los agentes económicos afectados por la restricción la oportunidad de formular observaciones.  Los nuevos procedimientos se aplican junto con el procedimiento de notificación previsto en la Directiva 98/34/EC, a través del cual la Comisión y los Estados miembros supervisan, desde comienzos del decenio de 1980, las propuestas de introducción de reglamentos técnicos o procedimientos de evaluación de la conformidad presentadas por los Estados miembros.
  Entre la fecha de entrada en vigor del Reglamento Nº 764/2008 y diciembre de 2010, la Comisión recibió 1.114 notificaciones de siete Estados miembros en las que denegaban la comercialización en su territorio de productos no armonizados que se comercializaban legalmente en otros Estados miembros.  Las notificaciones abarcan artículos tales como metales preciosos, aditivos alimentarios, productos alimenticios, abonos y productos medicinales.
97. Aunque el cumplimiento de las "normas europeas armonizadas" es voluntario, en la práctica hay un fuerte incentivo para que los fabricantes de la UE y extranjeros cumplan las normas a las que se hace referencia en los reglamentos técnicos basados en el nuevo enfoque.  Ese incentivo consiste en que, en virtud del nuevo enfoque de la reglamentación de los productos, sólo los productos que estén en conformidad con las "normas europeas armonizadas" se benefician de la presunción de conformidad con las prescripciones legislativas pertinentes.  Las normas europeas armonizadas son elaboradas por las organizaciones europeas de normalización, es decir, el Comité Europeo de Normalización, el Comité Europeo de Normalización Electrotécnica y el Instituto Europeo de Normas de Telecomunicaciones, a petición de la Comisión Europea.  Las organizaciones europeas de normalización han aceptado el Código de Buena Conducta de la OMC.  Además, todos los Estados miembros han notificado la aceptación del Código por una o varias organizaciones nacionales de normalización.
ix) Normas sanitarias y fitosanitarias

98. La Unión Europea y cada uno de sus Estados miembros han notificado servicios de información en el marco del Acuerdo MSF.
  La Dirección General de Salud y Consumidores de la Comisión Europea es el organismo de notificación de la UE.
  Los Estados miembros son miembros de la Comisión del Codex Alimentarius, de la Organización Mundial de Sanidad Animal (OIE) y de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria (CIPF).  La UE es miembro del Codex y de la CIPF.
99. Entre octubre de 2008 y mediados de enero de 2011, la UE notificó a la OMC 56 MSF ordinarias y 3 de emergencia.  La UE considera que, de las 35 medidas notificadas a las que era aplicable una norma internacional, 27 estaban en conformidad con esa norma internacional.  Aparte de las notificaciones de emergencia, casi el 60 por ciento de las notificaciones especificaban el plazo de 60 días recomendado a nivel multilateral para la formulación de observaciones públicas;  en el resto de los casos, la UE consideró que no procedía establecer un plazo para la formulación de observaciones, o que el plazo entre la publicación de la notificación y la adopción de la medida debía ser inferior a 60 días.  La UE consideró que 15 medidas notificadas eran "facilitadoras del comercio".  Además, durante el período objeto de examen, la UE presentó un gran número de adiciones, en las que se facilitaba más información sobre MSF notificadas con anterioridad.
100. Durante el período objeto de examen, los Países Bajos presentaron la única notificación de un Estado miembro.
  La notificación se refiere a una medida de emergencia que afecta a las importaciones de plantas ornamentales procedentes de China.
101. Desde el último Examen de la UE, los Miembros de la OMC han examinado en el Comité MSF las preocupaciones suscitadas por varias medidas de la UE (cuadro III.9).  De las 10 preocupaciones comerciales expuestas, dos se han resuelto total o parcialmente, y una ha dado lugar a un procedimiento formal de solución de diferencias, en cuyo marco se estableció un grupo especial en noviembre de 2009.
  En octubre de 2010, la UE presentó al Comité MSF un documento en el que se enunciaban 14 preocupaciones comerciales específicas que la UE había planteado y que consideraba resueltas.

Cuadro III.9

Preocupaciones comerciales específicas relativas a MSF de la UE, octubre de 2008 a enero de 2011a
	
	Documento 
de baseb
	Planteada por
	Fecha en la que se planteó por primera vez
	Solución

	Niveles máximos de residuos de plaguicidas
	G/SPS/R/61
	India
	Octubre de 2010
	Sin notificar

	Reglamento Nº 1099/2009 sobre el trato humanitario de los animales
	G/SPS/R/59
	India
	Junio de 2010
	Sin notificar

	Etiquetas de advertencia de colorantes artificiales
	G/SPS/R/59
	Estados Unidos
	Marzo de 2010
	Sin notificar

	Riesgos resultantes de la mosca de la carambola en la Guyana Francesa
	G/SPS/R/58
	Brasil
	Marzo de 2010
	Sin notificar

	Medidas relativas a los materiales de embalaje de madera
	G/SPS/R/58
	Canadá
	Noviembre de 2000
	Resuelta

	Reglamento sobre nuevos alimentos
	G/SPS/R/56
	Colombia, Ecuador, Perú
	Marzo de 2006
	Sin notificar

	Régimen de inspección y pruebas aplicado por Grecia a los cereales importados
	G/SPS/R/55
	Canadá
	Marzo de 2005
	Sin notificar

	Restricciones a las importaciones de productos avícolas cocinados
	G/SPS/R/53
	China
	Octubre de 2007
	Parcialmente resuelta

	Límites máximos para los residuos de plaguicidas en el cacao
	G/SPS/R/53
	Ecuador
	Octubre de 2008
	Sin notificar

	Restricciones a las exportaciones de aves de corral de los Estados Unidos
	G/SPS/R/51
	Estados Unidos
	Octubre de 2006
	Procedimiento de solución de diferencias en curso


a
Comprende las preocupaciones planteadas, examinadas o resueltas entre mediados de 2008 y octubre de 2010.

b
Sólo se cita el documento de base más reciente.

Fuente:
Secretaría de la OMC.

102. Según la Comisión, las MSF se adoptan principalmente a nivel de la UE, aunque también pueden ser adoptadas por los Estados miembros.  La principal legislación de la UE sobre MSF es el Reglamento Nº 178/2002, conocido como Legislación Alimentaria General;  los Reglamentos Nº 852/2004, 853/2004 y 854/2004, sobre higiene de los alimentos;  el Reglamento Nº 882/2004 sobre controles oficiales;  y la Directiva 2000/29/EC del Consejo, sobre sanidad vegetal.

103. La Estrategia de Salud Animal de la Comisión para el período 2007-2013 está destinada a sustituir "a las actuales actuaciones sectoriales e interrelacionadas por un ... marco regulador único y claro que, en la medida de lo posible, esté en consonancia con las recomendaciones, normas y directrices de la OIE/Codex."
 El plazo para la preparación de una propuesta legislativa sobre sanidad animal finaliza en marzo de 2012.  Además, la Comisión tiene previsto adoptar, conjuntamente con el proyecto de legislación sobre sanidad animal, propuestas legislativas sobre:  un examen de la reglamentación relativa a los controles oficiales de piensos y alimentos;  legislación fitosanitaria;  y legislación sobre semillas y material de reproducción.
104. La adopción de actos básicos de la UE sobre MSF requiere la aprobación tanto del Parlamento Europeo como del Consejo con arreglo al procedimiento legislativo ordinario (véase el capítulo II 1)).  En general, las MSF a nivel de la UE se establecen sobre la base de las competencias de ejecución otorgadas a la Comisión mediante un acto de base de la UE.  Por consiguiente, la formulación y adopción de esas medidas ha estado sujeta al procedimiento de "comitología".  Los principales comités de reglamentación que intervienen en la elaboración de MSF son el Comité Permanente de la Cadena Alimentaria y de Sanidad Animal y el Comité fitosanitario permanente.  Tras la entrada en vigor del Tratado de Lisboa en diciembre de 2009, el ejercicio de las competencias de ejecución de la Comisión se rige por nuevas normas (véase el capítulo II 1)).  Además, en el marco de ese Tratado, es posible también establecer MSF sobre la base de las competencias otorgadas a la Comisión para adoptar "actos delegados".
105. En la Legislación Alimentaria General se establecen los principios generales aplicables a los alimentos y piensos a nivel de la UE y nacional.  Las medidas que se adopten en el marco de esa Legislación deben basarse en el análisis de riesgos, "salvo que esto no convenga a las circunstancias o la naturaleza de la medida legislativa".
  Según lo indicado por la Comisión, desde el último Examen de la UE no se han adoptado medidas al amparo de esa excepción.  La gestión de riesgos debe tener en cuenta los dictámenes de la Autoridad Europea de Seguridad Alimentaria, institución independiente que presta asesoramiento científico sobre cuestiones relacionadas con la inocuidad de los alimentos.
106. La Legislación Alimentaria General permite el establecimiento de medidas "provisionales" cuando "se observe la posibilidad de que haya efectos nocivos para la salud, pero siga existiendo incertidumbre científica".
  Las medidas "serán proporcionadas y no restringirán el comercio más de lo requerido para alcanzar el nivel elevado de protección de la salud" en la UE y se revisarán "en un plazo de tiempo razonable".
107. Las medidas que se adopten en el marco de la Legislación Alimentaria General deberán tener en cuenta las normas internacionales, "salvo que esas normas, o partes importantes de las mismas, constituyan un medio ineficaz o inadecuado de cumplir los objetivos legítimos de la legislación alimentaria, o que exista una justificación científica, o que el nivel de protección que ofrezcan sea diferente al determinado como apropiado en la Comunidad".  En lo que respecta a la sanidad animal y los alimentos de origen animal, la Comisión ha indicado que la legislación de la UE se basa en gran medida en las recomendaciones, normas y directrices de la OIE y del Codex.
  De acuerdo con la Comisión, la UE podría aumentar su convergencia con esas normas en determinados ámbitos, por ejemplo en lo que respecta a la situación de las enfermedades, las importaciones, la calidad y la evaluación de los servicios veterinarios, los ensayos de laboratorio, la alimentación animal o la vacunación.  En cuanto a las medidas fitosanitarias y relativas a productos de origen no animal, la Comisión ha indicado que la UE siempre se basa en las normas internacionales pertinentes.
108. Los productos alimenticios importados deben cumplir las prescripciones pertinentes de la legislación sobre alimentos y sanidad animal de la UE;  reunir las condiciones que la UE haya considerado equivalentes, como mínimo, a esas prescripciones;  o cumplir las prescripciones contenidas en determinados acuerdos.  La UE mantiene acuerdos sobre MSF con la AELC, Andorra, el Canadá, Chile, los Estados Unidos, las Islas Feroe, Liechtenstein, México, Nueva Zelandia, San Marino y Suiza.  Esos acuerdos pueden consultarse en línea.

109. Las importaciones de animales vivos y productos de origen animal están prohibidas a menos que procedan de un país o una región que haya recibido autorización previa y, por lo tanto, figuren en la correspondiente "lista de terceros países" gestionada por la Comisión.  La expresión "productos de origen animal" se refiere a los productos alimenticios derivados o procedentes de animales, tanto elaborados (por ejemplo, jamón, pescado en conserva, huevo en polvo y gelatina) como sin elaborar (por ejemplo, carne fresca, productos de pescado, leche cruda, huevos y miel).
  La definición abarca también productos no destinados al consumo humano, tanto elaborados (por ejemplo, pienso para animales de compañía) como sin elaborar (por ejemplo, materias primas para uso farmacéutico, lana, cueros y pieles).
110. La autoridad nacional competente del país exportador debe presentar a la Comisión la correspondiente solicitud para importar por primera vez animales vivos y productos de origen animal.  En general, el proceso de aprobación requiere una inspección, incluida la visita sobre el terreno de la Oficina Alimentaria y Veterinaria, que es el servicio de inspección de la Comisión.  El objetivo de la inspección es evaluar si la situación, los servicios oficiales, las disposiciones legales, los sistemas de control y las normas de producción en materia de sanidad animal y salud pública cumplen las prescripciones de la UE.  La Comisión ha señalado que no percibe derecho alguno por sus inspecciones y que paga los gastos del equipo de inspección.
111. Si el resultado de la inspección es satisfactorio, la Comisión prepara un proyecto de legislación para incluir al país en cuestión en las listas relativas a la sanidad animal y la salud pública.  La Comisión adopta el proyecto de legislación, siempre que el Comité Permanente de la Cadena Alimentaria y de Sanidad Animal esté de acuerdo.  Las aprobaciones pueden abarcar la totalidad o parte de un país, dependiendo de su situación de sanidad animal y salud pública y del tipo de animal o producto de origen animal para el que se solicite la aprobación.  Los países solicitantes deben ser miembros de la OIE, disponer de sistemas de detección rápida, notificación y confirmación de las enfermedades incluidas en las listas de la OIE y cumplir otros requisitos legislativos.  La Comisión ha publicado orientaciones sobre esos requisitos.

112. Además de ser incluidos en la lista pertinente, los países que deseen exportar animales y productos de origen animal a la UE deben obtener la aprobación de su programa de control de residuos.  Los distintos mataderos, plantas de elaboración, buques de pesca y otros establecimientos deben figurar también en la correspondiente lista para realizar exportaciones a la UE sobre la base de una propuesta del país exportador.  En general, sólo los productos de origen animal procedentes de establecimientos que figuren en la lista pertinente pueden exportarse a la UE.  En el caso de los productos alimenticios, esas aprobaciones requieren también la adopción de legislación por la Comisión, que ha publicado orientaciones sobre los criterios aplicables a esas aprobaciones.
  Las importaciones de carne están también sujetas a certificación de la protección de los animales en el momento del sacrificio o la matanza.
  No hay limitaciones legales respecto a la duración del proceso de aprobación de las importaciones de animales vivos y productos de origen animal que se realicen por primera vez.
113. A diferencia de los animales y los productos de origen animal, las importaciones de plantas y sus productos que se realicen por primera vez requieren aprobación previa.  El mismo principio se aplica a los productos alimenticios de origen no animal, con inclusión de frutas, legumbres y hortalizas, cereales, bebidas, especias, condimentos y productos alimenticios de origen mineral.  Todos los productos alimenticios deben cumplir las prescripciones generales sobre higiene de los alimentos establecidas en el Reglamento Nº 852/2004 y, dependiendo del producto, sobre contaminantes, niveles de residuos de plaguicidas, aditivos alimentarios, irradiación de alimentos, nuevos alimentos y radiactividad.  También hay prescripciones específicas por productos aplicables a los alimentos de congelación rápida, los alimentos para fines nutricionales específicos y los organismos modificados genéticamente.  Ciertas plantas y productos vegetales deben cumplir también las prescripciones fitosanitarias.
114. Los procedimientos de control aplicables a las importaciones de animales y productos de origen animal están, en gran medida, armonizados en toda la UE.
  Las importaciones de esos productos deben acompañarse de certificados sanitarios en los que se haga constar que cumplen las condiciones de importación de la UE.
  Además, esas importaciones están sujetas a controles oficiales en un puesto de inspección fronterizo autorizado, y pueden ser objeto de otros controles en el país de destino.  La lista de "puestos de inspección fronterizos" autorizados se revisa tres o cuatro veces al año;  en la UE hay unos 300 puestos de ese tipo.  Los controles oficiales en los puestos de inspección fronterizos conllevan inspecciones documentales, de identidad y materiales.  La frecuencia de las inspecciones materiales puede reducirse en el caso de los productos de origen animal sujetos a prescripciones armonizadas de la UE, tomándose en consideración el perfil de riesgo del producto en cuestión.
  Las importaciones de animales vivos deben notificarse al puesto de inspección fronterizo, como mínimo, 24 horas antes de la llegada, y las importaciones de productos de origen animal deben notificarse antes de la llegada.  Para efectuar esa notificación se utiliza la primera parte del documento veterinario común de entrada;  la notificación puede llevarse a cabo electrónicamente a través del sistema experto y de control del comercio, conocido como TRACES (Trade Control and Expert System).  Los envíos de animales vivos y productos de origen animal deben acompañarse también del modelo de certificado sanitario previsto en la legislación de la UE para la especie o el producto pertinentes.  A falta de un modelo de certificado sanitario de la UE para determinada especie o producto, los Estados miembros pueden establecer sus propias prescripciones de importación.
115. Ciertos productos de origen animal están sujetos a "condiciones especiales de importación", que consisten principalmente en la realización de pruebas a la totalidad de los envíos de importación o pruebas previas a la exportación y certificación.  Esas medidas afectan a nueve Miembros de la OMC y se refieren a productos de la pesca, carne de caballo y de conejo, aves de corral, huevos y sus productos, miel y leche en polvo (julio de 2010).

116. Las autoridades nacionales deben organizar controles oficiales periódicos de las importaciones de piensos y productos alimenticios de origen no animal.  Las actividades de control a nivel nacional deben llevarse a cabo en un lugar adecuado, que puede ser la frontera, el punto de despacho para la libre circulación, o los establecimientos de venta al por menor.
  En general, los piensos y los productos alimenticios de origen no animal pueden entrar en la UE sin necesidad de certificado del país exportador o notificación previa a la llegada.  Los envíos de determinadas importaciones de piensos y productos alimenticios de origen animal especificados en el anexo I al Reglamento Nº 669/2009 deben notificarse antes de la llegada y entrar en la UE a través de puntos de entrada designados, en los que se aplican medidas de control reforzadas.
  Entre esas medidas figuran la comprobación de la documentación para todos los envíos, la verificación de la identidad y las inspecciones materiales, incluidos los análisis de laboratorio, con la frecuencia establecida en el Anexo.  El Anexo I está sujeto a revisión trimestral.
117. Las plantas y los productos vegetales enumerados en la Directiva 2000/29/EC del Consejo (Anexo V, Parte B) deberán acompañarse de un certificado fitosanitario expedido por la autoridad competente del país exportador, y están sujetos a medidas de control en la frontera, incluida la inspección física.
  La frecuencia de los controles puede reducirse en el caso de productos procedentes de determinados países, en función de su perfil de riesgo.
  Hay 51 productos procedentes de determinados países que están sujetos a inspecciones reducidas.
  A menos que los Estados miembros lo decidan con carácter excepcional para determinados productos, las importaciones de plantas y productos vegetales no se circunscriben a puestos fronterizos concretos.
118. El Sistema de Alerta Rápida para Alimentos y Piensos (RASFF) es una red gestionada por la Comisión que permite a las autoridades de control de los alimentos y los piensos de los Estados miembros intercambiar información sobre las medidas adoptadas en respuesta a riesgos graves detectados en relación con los alimentos y los piensos.  El fundamento jurídico del RASFF es la Legislación Alimentaria General, en la que se establecen los criterios de notificación al RASFF.
  Por ejemplo, los miembros del RASFF están obligados a notificar los casos de rechazo de alimentos y piensos en la frontera cuando el envío se rechace porque hay riesgo para la salud humana o animal.  Los rechazos en la frontera representan algo menos de la mitad de las notificaciones originales al RASFF.
  En 2009, las notificaciones de rechazo en la frontera relacionadas con alimentos de origen no animal fueron casi el doble de las relacionadas con alimentos de origen animal.  La principal categoría de alimentos de origen animal indicada en las notificaciones de rechazo en la frontera es la de "frutos secos y sus productos, y semillas", al tiempo que el pescado es la principal categoría de alimentos de origen animal.
119. En virtud del Reglamento Nº 882/2004, la Comisión puede reconocer determinadas inspecciones previas a la exportación que un Estado no perteneciente a la UE lleve a cabo en relación con los piensos y alimentos.
  La Comisión reconoce los controles previos a la exportación de cacahuetes y sus productos llevados a cabo por los Estados Unidos con respecto a las aflatoxinas.
  La UE examina con el Canadá la posibilidad de reconocer las inspecciones previas a la exportación aplicadas por el Canadá al trigo y determinados productos derivados con respecto a la ocratoxina A.
120. La utilización de organismos modificados genéticamente (OMG) se rige en la UE por el Reglamento Nº 1829/2003 sobre alimentos y piensos modificados genéticamente, la Directiva 2001/18/EC sobre la liberación intencional en el medio ambiente de organismos modificados genéticamente, y el Reglamento Nº 1830/2003 relativo a la trazabilidad y al etiquetado de organismos modificados genéticamente y a la trazabilidad de los alimentos y piensos producidos a partir de éstos.
  Los Estados miembros no pueden legislar sobre el cultivo de OMG, sólo sobre su utilización.  En julio de 2010, la Comisión Europea adoptó un proyecto de reglamento para modificar la Directiva 2001/18/EC con objeto de permitir a los Estados miembros la restricción o la prohibición del cultivo en la totalidad o en parte de sus territorios de OMG autorizados a nivel de la UE.  Con arreglo al proyecto de reglamento, los Estados miembros pueden adoptar medidas con respecto al cultivo de OMG en sus territorios, pero no con respecto a la importación en la UE de semillas y material vegetal de reproducción modificados genéticamente que hayan sido autorizados, ni con respecto a los productos de su cultivo.  Las prohibiciones o restricciones se basan en motivos distintos de los abarcados por la evaluación del riesgo ambiental y sanitario en el marco del sistema de autorizaciones de la UE vigente para los OMG.  De acuerdo con ese sistema, el nivel de protección de la salud humana y animal y del medio ambiente adoptado en la UE no puede ser revisado por un Estado miembro.
121. En virtud del proyecto de reglamento, los Estados miembros deberán notificar a la Comisión y a los demás Estados miembros las medidas que se proponen adoptar y las razones para su adopción un mes antes de esa adopción.  El proyecto de legislación no modifica el procedimiento de autorización de los OMG.  La propuesta legislativa de la Comisión está sujeta al procedimiento de decisión conjunta con el Parlamento Europeo y el Consejo.
122. La Comisión considera que el nuevo planteamiento es necesario "para lograr un equilibrio adecuado entre, por un lado, el mantenimiento del sistema de autorización de la UE basado en la evaluación científica de los riesgos sanitarios y medioambientales y, por otro, la libertad que debe concederse a los Estados miembros para que aborden los problemas nacionales, regionales o locales específicos que plantee el cultivo de OMG".
  Varios Estados miembros han prohibido o restringido el cultivo de OMG autorizados a nivel de la UE.  Por ejemplo, Alemania, Austria, Francia, Hungría y Lituania han prohibido el maíz MON 810;  Austria ha prohibido el maíz T 25;  y Austria, Hungría y Luxemburgo han prohibido la patata Amflora.  De acuerdo con el dictamen científico de la Autoridad Europea de Seguridad Alimentaria, "esas medidas no estaban basadas en datos científicos nuevos o adicionales, puesto que se habían concedido las autorizaciones, y, por tanto, no estaban justificadas desde un punto de vista jurídico."
 Según una sentencia del Tribunal de Justicia de la UE dictada en julio de 2009, la legislación adoptada por Polonia para prohibir la comercialización de semillas modificadas genéticamente era contraria al derecho de la UE.

2) Medidas que afectan directamente a las exportaciones

i) Registro y documentación

123. Las personas establecidas en la UE que realizan actividades abarcadas por la legislación aduanera deben poseer un número nacional válido como número de registro e identificación de los operadores económicos (EORI) (véase la sección 1) i)).

124. Desde julio de 2009 las declaraciones de exportación deben presentarse por medios electrónicos a la aduana de exportación, es decir, a la oficina de aduanas designada por la autoridad aduanera para el cumplimiento de las formalidades (en el caso de las mercancías que se enviarán fuera del territorio aduanero de la Comunidad).
  En principio, las declaraciones de exportación de cargamento marítimo en contenedores deberán presentarse por lo menos 24 horas antes del embarque de las mercancías en el buque;  las declaraciones de exportación de otros tipos de cargamento se presentarán antes de que las mercancías salgan de la UE.
  El Reglamento de aplicación del código aduanero comunitario señala algunas excepciones.

125. Las declaraciones de exportación deben contener los datos sobre seguridad prescritos en el apartado a) del anexo 30 del Reglamento de aplicación del código aduanero comunitario.  No se exigen esos datos para las exportaciones con destino a Liechtenstein, Noruega y Suiza.  Las prescripciones en materia de datos de seguridad que se aplican a las exportaciones de los operadores económicos autorizados son menos estrictas (véase la sección 1) i)).

ii) Impuestos y gravámenes aplicados a las exportaciones

126. La UE no aplica impuestos a las exportaciones.

iii) Restricciones y controles

127. Durante el período objeto de examen no se han introducido cambios importantes en el marco jurídico de la UE que rige las restricciones y controles en el sector de la exportación.  Los Estados miembros de la UE mantienen restricciones cuantitativas y medidas de control de las exportaciones por razones de política exterior y seguridad.
  Las exportaciones de armas están controladas al nivel de los Estados miembros.  Éstos han acordado que para evaluar las solicitudes de exportación de las armas enumeradas en la Lista Común Militar de la UE se regirán por el Código de Conducta de la UE en materia de exportación de armas.
  La Lista Común Militar se actualizó en marzo de 2008.

128. Las exportaciones de productos "de doble uso" están controladas al nivel de la UE.  De conformidad con el régimen de la UE de control de las exportaciones de productos de doble uso, establecido en el Reglamento N° 428/2009, por productos de doble uso se entienden "los productos, incluido el soporte lógico (software) y la tecnología que puedan destinarse a usos tanto civiles como militares y que incluyen todos los productos que puedan ser utilizados tanto para usos no explosivos como para ayudar a la fabricación de armas nucleares u otros dispositivos nucleares explosivos".
  La lista de productos de doble uso controlados figura en el anexo I del Reglamento.  Los Estados miembros pueden imponer controles a la exportación de artículos no incluidos en esa lista bajo ciertas condiciones estipuladas en el Reglamento.

129. Las exportaciones con destino a Australia, el Canadá, los Estados Unidos, el Japón, Nueva Zelandia, Noruega y Suiza de la mayoría de los productos controlados están autorizadas en virtud de las autorizaciones generales de exportación comunitaria complementarias.  Las condiciones específicas para la exportación al amparo de esas autorizaciones figuran en el anexo II del Reglamento N° 428/2009;  los Estados miembros pueden imponer ciertas prescripciones administrativas adicionales.

130. Para la exportación de todos los demás productos controlados, enumerados en el Reglamento N° 428/2009, es necesario obtener la autorización del Estado miembro en el que esté establecido el exportador.  Hay autorizaciones nacionales generales, globales e individuales y todas ellas son válidas en el conjunto de la UE.  Alemania, Francia, Grecia, Italia, los Países Bajos, el Reino Unido y Suecia disponen de autorizaciones nacionales generales, que se conceden de conformidad con las condiciones establecidas en el párrafo 4) del artículo 9 del Reglamento.  Las autorizaciones individuales y globales se conceden a un solo exportador, y se refieren a un solo usuario final (autorización individual) o a varios países y usuarios finales (autorización global).  Al evaluar las solicitudes de autorizaciones individuales o globales, los Estados miembros deben tener en cuenta los criterios especificados en el Reglamento.

131. La Comisión Europea indica que "entre los distintos Estados miembros hay falta de transparencia, tanto en relación con el ámbito y las condiciones de uso de las autorizaciones generales de exportación como con la lista de exportadores a los que se ha denegado el uso de esas autorizaciones".
  De conformidad con la Comisión, "esto conduce a que el trato reglamentario dado a determinadas exportaciones beneficie a empresas establecidas en un determinado Estado miembro, a expensas, por lo menos en parte, de las empresas establecidas en otros Estados miembros y en detrimento de sus intereses de seguridad nacional, lo cual no redunda en beneficio de los intereses del conjunto de la Comunidad".

132. La Comisión Europea propone que se establezcan nuevas autorizaciones generales de exportación comunitaria complementarias con el propósito de "simplificar el actual sistema jurídico, mejorar la competitividad de la industria y establecer unas condiciones de competencia equitativa para todos los exportadores comunitarios cuando exportan determinados productos a determinados destinos".
  La propuesta está siendo objeto de examen en el Consejo y en el Parlamento Europeo.  Además, como parte de su plan relativo a la política comercial de la UE, en noviembre de 2010 la Comisión anunció que adoptaría un Libro Verde "destinado a mejorar el sistema de control de las exportaciones [de la UE]".

iv) Ayudas estatales y medidas fiscales conexas

133. Los exportadores de productos agrícolas de la UE que reúnen las condiciones establecidas se benefician de subvenciones a la exportación (capítulo IV 1)).

134. En junio de 2010, un Grupo Especial de la OMC publicó su informe sobre una reclamación presentada por los Estados Unidos contra las medidas de la UE que afectan al comercio de grandes aeronaves civiles.
  Una de las conclusiones del Grupo Especial fue que determinados casos de financiación por parte de Alemania, España y el Reino Unido para el diseño y el desarrollo del avión Airbus A380 constituían subvenciones a la exportación prohibidas.  El informe del Grupo Especial ha sido objeto de apelación por parte de la UE.

135. En el marco del sistema de reintegro de derechos que establece el código aduanero comunitario, los importadores pueden solicitar el reintegro de los derechos de importación pagados con respecto a las mercancías destinadas a ser reexportadas en forma de "productos compensatorios", es decir, productos resultantes de operaciones de perfeccionamiento.
  Además, el código aduanero establece un sistema de suspensión de derechos en virtud del cual los productos importados destinados a reexportación en forma de productos compensatorios no están sujetos a derechos de importación.
  Una vez en vigor, el código aduanero modernizado eliminará el sistema de reintegro de derechos.  La Comisión indica que no existen datos sobre el valor de los reintegros en el marco de este sistema.  Por otro lado, la Comisión señala que dicho sistema no ha desempeñado una función importante en la UE.

v) Financiación, seguros, garantías y promoción

136. Para los créditos oficiales a la exportación rigen los reglamentos de la UE.  La Directiva sobre el seguro de crédito a la exportación para operaciones con cobertura a medio y largo plazo establece los principios relativos al seguro de crédito, los sistemas de garantía, las primas y las políticas de cobertura.
  Los créditos a la exportación se otorgan al nivel de Estado miembro por conducto de los organismos oficiales de crédito a la exportación.

137. A raíz del inicio de la crisis financiera de 2008, la Comisión Europea simplificó la "cláusula de salvaguardia" del seguro de exportación a corto plazo.
  En virtud de esta cláusula, y previa autorización de la Comisión, los Estados miembros pueden ofrecer seguros de crédito a la exportación contra "riesgos negociables", siempre que no se disponga temporalmente de cobertura en el mercado privado.
  Por riesgos negociables se entienden los riesgos comerciales y políticos de deudores públicos y no públicos establecidos en los países de la UE y otros ocho países de la OCDE, con un período de riesgo máximo inferior a dos años.  Los Estados miembros deben notificar a la Comisión su intención de utilizar la cláusula de salvaguardia.

138. En virtud de los nuevos procedimientos simplificados, los Estados miembros que invocan la cláusula de salvaguardia deben presentar pruebas suficientes de la no disponibilidad de cobertura de crédito a la exportación a corto plazo, procedentes de una gran aseguradora privada internacional de renombre y de una aseguradora nacional de crédito, o pruebas de la negativa de los aseguradores a cubrir determinadas operaciones de por lo menos cuatro exportadores bien establecidos en su territorio.  Entre mediados de diciembre de 2008 y octubre de 2010, la Comisión Europea autorizó 13 sistemas simplificados de crédito a la exportación (Alemania, Austria, Bélgica, Dinamarca, Eslovenia, Finlandia, Francia, Hungría, Letonia, Lituania, Luxemburgo, Países Bajos y Suecia).

139. En enero de 2011 la Comisión publicó una comunicación por la que se prorrogaba la simplificación de los procedimientos relativos al seguro de créditos a la exportación a corto plazo hasta finales de 2011.
  La Comisión observa que a las empresas les sigue resultando difícil obtener cobertura de los aseguradores privados en muchos sectores y en muchos Estados miembros.  Además, en diciembre de 2010 la Comisión decidió prorrogar la aplicación del marco jurídico básico del seguro de créditos a la exportación a corto plazo hasta finales de 2012 (comunicación de 1997).

140. La UE presta asistencia para promover sus productos agrícolas y alimenticios en terceros países (capítulo IV 1)).  Además, existen planes de fomento de las exportaciones a nivel nacional y subnacional.

3) Medidas que afectan a la producción y el comercio

i) Marco de la actividad empresarial y régimen de inversiones extranjeras

141. El promedio de obstáculos jurídicos y administrativos a la iniciativa empresarial en la UE es inferior al de la OCDE.  Entre los Estados miembros de la UE los obstáculos a la iniciativa empresarial son mayores en Grecia y Polonia y menores en los Países Bajos, el Reino Unido y Suecia.

142. Todos los Estados miembros aplican el impuesto sobre la renta de las sociedades, pero los tipos y las normas para determinar la base imponible difieren considerablemente.  A diferencia de lo que ocurre con los impuestos indirectos, el Derecho comunitario no requiere específicamente la armonización de los impuestos directos.  Los tipos del impuesto sobre la renta de las sociedades en la UE se sitúan en una media del 23,2 por ciento.
  El tipo impositivo legal más alto sobre la renta de las sociedades oscila entre el 10 por ciento en Bulgaria y Chipre y el 35 por ciento en Malta.

143. El Tratado de funcionamiento de la UE prohíbe las restricciones a los movimientos de capitales entre Estados miembros de la UE, y entre Estados miembros y terceros países.
  No se aplica esa prohibición a las restricciones a la inversión directa procedente de países no miembros de la UE que ya estaban en vigor en diciembre de 1993 (para Bulgaria, Estonia y Hungría la fecha aplicable es diciembre de 1999).
  Están exentas también las restricciones "justificadas por razones de política o seguridad públicas", y las que se aplican para "impedir la infracción de leyes y reglamentos nacionales, en especial en la esfera tributaria y en la supervisión cautelar de las instituciones financieras, o para establecer procedimientos de declaración de movimientos de capitales con fines de información administrativa o estadística".

144. Tras la entrada en vigor del Tratado de Lisboa en diciembre de 2009, la adopción de medidas relativas a la inversión directa entre Estados miembros de la UE y terceros países requiere la aprobación del Consejo y del Parlamento Europeo, de conformidad con el procedimiento legislativo ordinario (capítulo II 1)).  Sin embargo, las normas de la UE sobre movimientos de capitales estipulan que las medidas que "supongan un retroceso en el Derecho de la Unión respecto de la liberalización de los movimientos de capitales con destino a terceros países o procedentes de ellos", deberán ser aprobadas por unanimidad por el Consejo, en consulta con el Parlamento Europeo.
  La Comisión señala que no se ha aplicado ese tipo de medidas desde el último examen de la UE.  En circunstancias excepcionales, el Consejo puede adoptar medidas de salvaguardia temporales que limiten los movimientos de capitales con terceros países, conforme a las condiciones establecidas en el artículo 66 del Tratado de funcionamiento de la UE.

145. El Tratado de funcionamiento de la UE prohíbe la aplicación de medidas que limiten la "libertad de establecimiento" de nacionales de la UE en el territorio de otro Estado miembro.  Eso significa que las sociedades constituidas de conformidad con la legislación de un Estado miembro y cuya sede social, administración central o centro de actividad principal se encuentre dentro de la Comunidad podrán establecer agencias, sucursales o filiales en el territorio de otro Estado miembro.
  La libertad de establecimiento es extensiva a las filiales en la UE de empresas no pertenecientes a la UE, pero no a sus sucursales o agencias.

146. Los Estados miembros de la UE mantienen desde hace tiempo una política de trato nacional de la inversión extranjera directa (IED) con determinadas restricciones relativas a sectores específicos.  El análisis empírico indica que los Estados miembros no reaccionaron a la reciente crisis financiera y económica introduciendo nuevas restricciones a la IED.

147. El nivel general de restricciones a la IED en la mayoría de los Estados miembros de la UE es inferior al promedio de los países de la OCDE.
  Entre los Estados miembros, Eslovenia, Luxemburgo, los Países Bajos, Portugal y Rumania aplican el nivel más bajo de restricciones a la IED, y Polonia el más alto.  Como término medio, las restricciones a la IED son mayores en los sectores de los bienes inmuebles, la pesca, el transporte, la agricultura y los medios de comunicación.  En general adoptan la forma de limitaciones a la participación en el capital.  Otros obstáculos a la IED son las prescripciones relativas al personal esencial y a la reciprocidad con respecto a las inversiones provenientes de terceros países (recuadro III.1).  También se ha observado que los derechos especiales de los Estados miembros en ciertas empresas estatales restringen las inversiones (véase la sección ii) infra.

148. Varios Estados miembros, entre ellos Alemania, Francia y el Reino Unido, aplican procedimientos de examen de la IED por razones de seguridad nacional.  Durante el período objeto de examen, Alemania enmendó su Ley de comercio y pagos exteriores para ampliar el ámbito de los exámenes de la inversión.  De conformidad con la Ley enmendada, el Ministerio Federal de Economía y Tecnología puede examinar las transacciones de inversión extranjera para determinar si representan un peligro para el interés o la seguridad públicos.  Los exámenes se realizan solo en el caso de las transacciones que suponen la adquisición del 25 por ciento o más de una empresa residente por parte de inversores extracomunitarios o de la AELC;  las transacciones de empresas establecidas en la UE pueden ser objeto de examen si un accionista extracomunitario posee el 25 por ciento o más de las acciones con derecho a voto de una empresa y hay indicios de abuso o elusión.

149. Los procedimientos de examen de las inversiones en Alemania no contienen prescripciones en materia de notificación.  El Ministerio Federal de Economía y Tecnología determina si las transacciones de inversión extranjera se rigen por la Ley.  Para ello se vale de información del Organismo Federal de Supervisión Bancaria y de las listas semanales de transacciones que publica la Oficina Federal de la Competencia.  En principio, el Ministerio debe decidir si llevará a cabo un examen dentro del plazo de tres meses contados a partir de la fecha de la adquisición.  En caso afirmativo debe publicar un acto administrativo por el que se informe a las empresas interesadas del inicio del examen.  Los inversores objeto de examen deben presentar los documentos que se enumeran en el Diario Oficial Federal de 24 de abril de 2009.

150. El Ministerio de Economía y Tecnología de Alemania puede prohibir una transacción de inversión extranjera o someterla a determinadas condiciones dentro de un plazo de dos meses contados a partir de la fecha de recepción de la información necesaria.  La decisión del Ministerio está sujeta a revisión judicial.  El Ministerio no ha ordenado prohibiciones ni impuesto condiciones con respecto a ninguna transacción en virtud de la Ley modificada.  La Secretaría no ha recibido datos oficiales sobre el número de casos examinados.

	Recuadro III.1:  Requisitos de reciprocidad de algunos Estados miembros de la UE, diciembre de 2010

Alemania:  establecimiento de compañías aéreas con sede en el extranjero

Austria:  extracción, preparación y depósito de minerales masivos;  empresas de refinería de petróleo, centrales de gas, gasolineras y calefacción urbana;  comercio de combustibles;  inversión en servicios de transporte, con inclusión de transporte de carga por carretera, taxis y autobuses;  establecimiento de operadores turísticos y agencias de viaje por entidades no residentes

Bélgica:  establecimiento de agencias de viaje de empresas originarias de países no pertenecientes a la UE

Francia:  establecimiento en el sector de los servicios bancarios y financieros de inversores no residentes originarios de terceros países;  establecimiento de compañías de seguros originarias de países no pertenecientes a la UE;  inversiones de residentes extracomunitarios en:  publicaciones que aparecen por lo menos una vez al mes sobre temas de carácter político y general (aparte de las destinadas a las comunidades de extranjeros en Francia) y servicios de comunicación audiovisual;  corredurías de seguros;  exploración, extracción y explotación de hidrocarburos, y cataratas;  y adquisición de terrenos agrícolas adyacentes a la frontera con Suiza

Grecia:  establecimiento de agencias de viajes por empresas originarias de países no pertenecientes a la UE

Irlanda:  adquisición extranjera de buques matriculados en Irlanda

Italia:  inversión extranjera en la exploración y explotación de hidrocarburos líquidos y gaseosos;  concesión de licencias para el funcionamiento de operadores de turismo y agencias de viajes a nacionales de países no pertenecientes a la UE, o a empresas de esos países

Reino Unido:  autorización de fusiones y adquisiciones en las que intervienen inversores de países no pertenecientes a la UE

Fuente:
Secretaría de la OMC, información basada en el Código de Liberalización de los Movimientos de Capital, de la OCDE, 2010.  Consultada en:  http://www.oecd.org/daf/investment/codes.


151. En Alemania, antes de efectuar la adquisición de una empresa residente, los inversores extranjeros pueden solicitar un certificado que confirme que su adquisición no pone en peligro la política o la seguridad públicas.  Las solicitudes deben estar acompañadas de una descripción general de la adquisición prevista e información sobre los inversores y sus actividades.  Si el Ministerio de Economía y Tecnología no inicia un examen en el plazo de un mes contado a partir de la fecha de la recepción de la solicitud, se considerará que el certificado ha sido expedido.  Los certificados son jurídicamente vinculantes.

152. En virtud del Decreto 2005-1739 de Francia, determinadas inversiones en sectores "sensibles" que realizan empresas con sedes corporativas fuera de la UE o del Espacio Económico Europeo (EEE) están sujetas a notificación y examen.
  Esas inversiones son objeto de examen cuando dan lugar:  al control de una empresa con sede corporativa en Francia;  a la adquisición de la sucursal de una empresa con sede corporativa en Francia;  o a la adquisición de más de un tercio del capital o de los derechos de voto de una empresa con sede corporativa en Francia.

153. Las inversiones en sectores sensibles que realizan empresas con sede corporativa en la UE o en el EEE también están sujetas a examen en función del Decreto de Francia, pero en condiciones menos estrictas.
  En el caso de algunos sectores sensibles, las inversiones de esas empresas se examinan solamente si dan lugar al control de una empresa con sede corporativa en Francia, o a la adquisición de la sucursal de una empresa con sede corporativa en Francia.  En otros sectores sensibles, únicamente se examinan las inversiones que dan lugar a la adquisición de la sucursal de una empresa con sede corporativa en Francia.  Además, algunos sectores sensibles se definen con mucha mayor precisión cuando se trata de inversiones de empresas con sede en la UE o en el EEE, que cuando se trata de otro tipo de inversiones.

154. La entidad encargada de los exámenes de las inversiones en Francia es el Ministerio de Economía, Finanzas e Industria.  Los exámenes deben finalizar en el plazo de dos meses contados a partir de la fecha en que el inversor presenta la información.  El Ministerio puede prohibir una determinada transacción, o estipular condiciones para mitigar las inquietudes en materia de seguridad a que pudiera haber dado lugar.  Cualquier decisión del Ministerio de prohibir una transacción puede ser objeto de apelación por vía administrativa o judicial.  La Secretaría no dispone de información sobre el número de casos examinados ni sobre los resultados.

155. En diciembre de 2010 se estaban tomando medidas para tener en cuenta la petición oficial hecha por la Comisión Europea a Francia de que modificara el Decreto 2005-1739 de 30 de diciembre de 2005.
  La Comisión tiene que algunos aspectos de ese decreto estén en contradicción con el Derecho comunitario y puedan desalentar la inversión de otros Estados miembros.

ii) Empresas comerciales del Estado y empresas estatales

156. Durante el período objeto de examen, la UE notificó que "no mantiene ninguna empresa comercial del Estado con arreglo a la definición de trabajo que figura en el párrafo 1" del Entendimiento relativo a la interpretación del artículo XVII.
  Los Estados miembros no presentaron notificaciones de conformidad con el artículo XVII del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994.

157. Las empresas estatales tienen derechos exclusivos con respecto a las importaciones de bebidas alcohólicas (Finlandia y Suecia), gas (Grecia y Luxemburgo) y electricidad (Luxemburgo).  En 2007 el Tribunal de Justicia de la UE dictaminó que la prohibición de Suecia a la importación de bebidas alcohólicas era una restricción cuantitativa prohibida por el Derecho comunitario, que no podía justificarse como medio de protección de la vida y la salud de las personas (recuadro III.2).

	Recuadro III.2:  Monopolio sueco de importación de bebidas alcohólicas
En virtud de una ley sueca examinada por el Tribunal de Justicia de la UE en 2007, la importación y venta al por menor de bebidas alcohólicas en Suecia solo puede hacerse a través de la empresa estatal Systembolaget.

El Tribunal de Justicia dictaminó que la prohibición de importación de bebidas alcohólicas por particulares era una restricción cuantitativa a las importaciones, prohibida en virtud del Derecho comunitario.  Aunque de conformidad con las leyes suecas la Systembolaget está obligada, cuando se le solicite, a adquirir bebidas alcohólicas que no figuren en sus existencias, el Tribunal indicó que las personas que importaban bebidas alcohólicas a través de la Systembolaget "se enfrentaban a varios inconvenientes ante los que no se encontrarían si procedieran ellos mismos a esta importación".

El Tribunal rechazó las justificaciones de la prohibición de importación presentadas por Suecia, a saber, la limitación del consumo de alcohol en general, y la protección de los jóvenes contra los efectos nocivos del alcohol.  Consideró que la prohibición "era inadecuada" para lograr el objetivo de limitar de manera general el consumo de alcohol debido al "carácter más bien marginal de sus efectos a este respecto".  De conformidad con la ley, el consumidor siempre puede acudir a la Systembolaget para adquirir bebidas alcohólicas.  Además, dado que la ley prohíbe la importación por particulares, independientemente de la edad, el Tribunal concluyó que iba "manifiestamente más allá de lo necesario habida cuenta del objetivo perseguido que consiste en proteger a los más jóvenes frente a los perjuicios del consumo de alcohol".

La Comisión señala que, tras la decisión del Tribunal, el Gobierno sueco conserva plenos poderes con respecto a la venta al por menor de bebidas alcohólicas por conducto de su monopolio de venta de alcohol al por menor -Systembolaget- exceptuadas las compras de alcohol para consumo privado que se hagan desde otros Estados miembros.  De conformidad con la Comisión, "así lo exige el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en su interpretación de las normas del Tratado relativas a la libre circulación de mercancías (artículos 34 a 36 del TFEU)".

Fuente:
Información de la Secretaría de la OMC basada en el asunto C-170/04 Klas Rosengren y otros c.  Riksaklagaren, visto por el Tribunal de Justicia de la UE, 5 de junio de 2007;  e información proporcionada por la Comisión.


158. Como se indica en el informe de la Secretaría sobre el anterior examen de la UE, la propiedad estatal varía considerablemente entre los Estados miembros.  El grado de propiedad estatal en los sectores empresariales, medido como porcentaje de los sectores en los que el Estado controla por lo menos una empresa, está por debajo del promedio de la OCDE en Bélgica, Estonia, Irlanda, los Países Bajos y el Reino Unido, y por encima del promedio en Eslovenia, Francia, Grecia, Italia, Polonia, la República Checa y Suecia.

159. Existen monopolios de jure de larga data en varios Estados miembros, por ejemplo en el transporte por ferrocarril, la energía, los servicios públicos y los juegos de azar.  De conformidad con la tercera Directiva Postal, a más tardar el 31 de diciembre de 2010 los Estados miembros deberán abolir los monopolios del servicio postal que aún subsistan.
  Chipre, Grecia, Hungría, Letonia, Lituania, Luxemburgo, Malta, Polonia, la República Checa y Rumania, que en conjunto representan el 5 por ciento del mercado de servicios de distribución de correspondencia de la UE, podrían aplazar dos años la aplicación de la tercera Directiva sobre los servicios postales.  De conformidad con un estudio preparado por la Comisión, aunque los mercados postales de Estonia y Finlandia están plenamente liberalizados, las prescripciones en materia de licencias impiden el acceso al segmento de distribución de correspondencia del mercado de Estonia, y al mercado postal de Finlandia (capítulo IV2) iv)).

160. Además, los gobiernos de los Estados miembros de la UE suelen disfrutar de derechos especiales en ciertas empresas estatales.  Algunas de esas medidas se han impugnado, alegándose que violan las normas de la UE sobre la libre circulación de capitales (recuadro III.3 y sección i) supra).

	Recuadro III.3:  Derechos especiales de algunos Estados miembros en las empresas estatales

Alemania:  En octubre de 2007 el Tribunal de Justicia de la UE dictaminó en el asunto C-112/05 que Alemania había incumplido las obligaciones que le incumbían en virtud de las normas de la UE sobre la libre circulación de los capitales al mantener en vigor tres disposiciones de la ley del decenio de 1960 por la que se privatizó la fábrica de automóviles Volkswagen.  Esas disposiciones otorgan a las autoridades públicas (al Land de Baja Sajonia y posiblemente al Estado Federal) representación automática en el Consejo de Vigilancia de la empresa, limitan los derechos de voto de todos los accionistas al 20 por ciento del capital social y fijan en el 20 por ciento la minoría de bloqueo con respecto a las decisiones de mayor importancia de la junta general de accionistas.  En su dictamen, el Tribunal señaló que la restricción de los derechos de voto al 20 por ciento, junto con una minoría de bloqueo del 20 por ciento, eran derogaciones de la Ley de sociedades anónimas de Alemania.  De conformidad con el Tribunal, el Land de Baja Sajonia, cuya participación representaba aproximadamente el 20 por ciento, podía oponerse a decisiones importantes con una inversión más reducida que la que exige el Derecho común de sociedades.  El Tribunal concluyó que esa situación podía disuadir a inversores de otros Estados miembros, por lo que constituía una restricción a la libre circulación de capitales.  Con respecto al derecho del Estado Federal y del Land de Baja Sajonia a designar dos representantes cada uno para el Consejo de Vigilancia de la Volkswagen, siempre que fueran accionistas pero con independencia del número de acciones que poseyeran, el Tribunal afirmó que de ese modo se daba la posibilidad a dos actores públicos de ejercer una influencia mayor que la que corresponde a sus inversiones, constituyendo, por lo tanto, una restricción a la circulación de capitales.

A fines de 2008, Alemania abolió las disposiciones sobre la representación automática de las autoridades públicas en el Consejo y la limitación al 20 por ciento de los derechos de voto.  Sigue vigente la disposición que fija en el 20 por ciento la minoría de bloqueo.  El Ministerio de Justicia de Alemania considera que con las recientes enmiendas de la Ley Volkswagen, Alemania ha aplicado con prontitud y de manera exhaustiva el dictamen del Tribunal de Justicia.

	Grecia:  De conformidad con la Ley 3631/2008, la adquisición por parte de accionistas distintos del Estado de derechos de voto en "empresas estratégicas" está limitada al 20 por ciento, a menos que se obtenga previamente la aprobación de un comité de privatización interministerial.  Además, la Ley exige la validación ex-post por parte del Ministro de Economía y Hacienda de importantes decisiones corporativas y algunas decisiones administrativas concretas relativas a esas empresas.  De conformidad con la Comisión, que inició un procedimiento para oponerse a ciertos aspectos de la Ley 3631/2008 en mayo de 2008, los criterios para otorgar la aprobación previa necesaria a la adquisición de derechos de voto por encima del 20 por ciento carecen de precisión, y no existen criterios relativos a la validación ex-post de ciertas decisiones corporativas por parte del Ministro de Economía y Hacienda.  La Comisión considera que esta situación confiere a las autoridades administrativas un amplio margen de discreción, que limita los derechos de los posibles inversores dimanantes de las normas de la UE sobre la libre circulación de capitales.  Además, la Comisión considera que el ámbito de la ley griega no está definido con claridad, lo que crea incertidumbre y concluye que los regímenes de aprobación previa y validación ex-post van más allá de lo necesario para asegurar el cumplimiento de los objetivos del Gobierno.  El asunto se remitió al Tribunal de Justicia de la UE en febrero de 2011.


	Los derechos especiales también permiten al Ministro imponer un veto a determinadas e importantes decisiones administrativas, y nombrar un director sin derecho de voto.  Se introdujeron cláusulas sobre derechos especiales en los estatutos de diversas empresas, con inclusión de la ENI (petroquímica y energía), Telecom Italia (telecomunicaciones), Enel (electricidad) y Finmeccanica (defensa).  El Decreto del Presidente del Consejo de Ministros de 10 de junio de 2004 definió los criterios relativos al ejercicio de los derechos especiales, que estipulan que esos derechos especiales "se ejercerán exclusivamente cuando concurran motivos cruciales e imperativos de interés general relativos, en particular, al orden público, la seguridad pública, la sanidad pública y la defensa, de manera idónea y proporcionada a la protección de tales intereses".

En su sentencia de marzo de 2009 relativa al asunto C-327/2009, el Tribunal de Justicia de la UE encontró que los criterios relativos al ejercicio de los derechos especiales estaban formulados "de manera general e imprecisa".  Además, el Tribunal concluyó que la ausencia de un vínculo entre esos criterios y la facultad de oponerse a la adquisición de participaciones y la concertación de pactos entre los accionistas "aumenta la incertidumbre que rodea a las circunstancias en las que pueden ejercerse esos derechos especiales y les confiere un carácter discrecional".  En noviembre de 2009 la Comisión pidió a Italia que cumpliera esa sentencia.

Portugal:  La privatización de la empresa Energias de Portugal (EDP) se llevó a cabo en seis fases sucesivas entre 1997 y 2006.  Actualmente el Estado portugués posee el 25,73 por ciento del capital social.  El marco jurídico que rige la privatización de la EDP y los estatutos de esa sociedad confieren derechos especiales al Estado en la empresa.  Esos derechos especiales incluyen el derecho de veto respecto de decisiones de enmienda de los estatutos de la empresa y el derecho a nombrar a un director de la empresa.  Los estatutos imponen una limitación de los derechos de voto en la junta general a todos los accionistas que posean más del 5 por ciento del capital de la empresa, con excepción de las entidades del Estado.  La Comisión considera que esos derechos especiales son restricciones injustificadas a la libre circulación de capitales y al derecho de establecimiento en virtud del Tratado de funcionamiento de la UE, en la medida en que perjudican tanto a la inversión directa como a la inversión de cartera.  En 2008, la Comisión trasladó el asunto al Tribunal de Justicia de la Unión Europea.  En su sentencia de noviembre de 2010, el Tribunal constató que el Portugal había incumplido las obligaciones que le incumben con respecto a la libre circulación de capitales y rechazó los argumentos de defensa presentados por el Portugal de que el mantenimiento de derechos especiales del Estado en la empresa era una cuestión de seguridad pública y garantía del abastecimiento energético.  En marzo de 2011 la Comisión pidió formalmente al Portugal que presentara información sobre las medidas adoptadas para cumplir la sentencia del Tribunal.

Fuente:
Secretaría de la OMC, información basada en el dictamen del Tribunal de Justicia de la UE, asunto C‑112/05, Comisión de las Comunidades Europeas contra Alemania, de 23 de octubre de 2007;  comunicado de prensa del Ministerio Federal de Justicia, "Bundesregierung:  Urteil des EuGH zum VW-Gesetz eins zu eins umgesetzt", de 30 de enero de 2009.  Consultado en:  http://www.bmj.bund.de;  Tribunal de Justicia de la UE, asunto C-326/07, Comisión de las Comunidades Europeas contra Italia, de 26 de marzo de 2009;  Tribunal de Justicia de la UE, Asunto C-543/08, Comisión de las Comunidades Europeas contra Portugal, de 11 de noviembre de 2010;  e información en línea de la Comisión Europea, "Surveillance and analysis of capital movements:  infringement procedures".  Consultada en:  http://ec.europa.eu/internal_market/capital/analysis/ index_en. htm#infringments.


iii) Subvenciones y otras ayudas gubernamentales

a)
Marco general jurídico e institucional
161. Las subvenciones y otras ayudas gubernamentales se conceden tanto al nivel de la UE como del Estado miembro.  La notificación más reciente de la UE a la OMC, presentada en diciembre de 2009, se refiere a ambos tipos de subvenciones, y contiene información estadística que abarca por lo menos hasta finales de 2008.
  En su notificación la UE contestó a las preguntas formuladas por Australia, el Canadá, el Japón y los Estados Unidos.
  Las preguntas se referían a la ayuda a los productos agrícolas, la pesca, la construcción naval, la minería, la investigación en el sector de la aeronáutica civil, los productos farmacéuticos y la ayuda prestada en el contexto de regímenes regionales.

162. El Tratado de funcionamiento de la UE prohíbe "las ayudas otorgadas por los Estados miembros o mediante fondos estatales, bajo cualquier forma, que falseen o amenacen falsear la competencia, favoreciendo a determinadas empresas o producciones ... en la medida en que afecten a los intercambios comerciales entre Estados miembros".
  La ayuda estatal que contribuye a alcanzar "objetivos bien definidos de interés común europeo", con inclusión del crecimiento, el empleo, la cohesión o la protección ambiental, puede considerarse compatible con el mercado común de la Unión Europea y es, en consecuencia, admisible.

163. La facultad de determinar si la ayuda estatal es admisible corresponde a la Comisión Europea.  Básicamente, la Comisión evalúa la ayuda en términos de un "sopesamiento de los efectos positivos de la ayuda (su contribución al logro de un objetivo bien definido de interés común) y de sus efectos negativos (concretamente el falseamiento de la competencia y el comercio, a que da lugar)".
  Los principios de la prueba de sopesamiento se han incorporado en "directrices horizontales" para categorías específicas de ayuda estatal, con inclusión de la investigación, la innovación, la protección del medio ambiente, el desarrollo regional, las pequeñas y medianas empresas, la formación, el empleo y el capital de riesgo.  Las directrices horizontales, que abarcan todos los sectores, definen las condiciones que deben cumplir los Estados miembros para conceder determinados tipos de ayudas.

164. En general, los Estados miembros de la UE deben presentar una notificación a la Comisión y obtener su autorización antes de conceder ayuda estatal.  La ayuda estatal admisible en virtud del Reglamento general de exención por categorías, que entró en vigor en agosto de 2008, está exenta del requisito de notificación y examen previos.
  Lo mismo se aplica a la ayuda de minimis (200.000 euros o menos por empresa durante un período de tres ejercicios fiscales).
  En 2009 se otorgaron ayudas por un valor cercano a los 11.000 millones de euros sobre la base de las exenciones por categorías.
  En general, la ayuda individual que se otorga en el marco de un régimen de ayudas no está sujeta al requisito de notificación, siempre y cuando la Comisión haya aprobado los criterios y condiciones del régimen de que se trate.  Si la ayuda a un solo destinatario en virtud de un régimen existente supera el umbral establecido, deberá ser notificada y autorizada.  Toda ayuda estatal que se conceda sin la autorización de la Comisión se clasifica automáticamente como "ayuda ilegal".  La Comisión debe ordenar a los Estados miembros que recuperen la ayuda ilegal que se considere incompatible con el mercado común de la UE.

b)
Ayuda global
165. La ayuda que se otorga al nivel de la UE está destinada principalmente a la agricultura y a la aplicación de "medidas estructurales" (capítulo IV 1)).  Las medidas estructurales de la UE, que comprenden los fondos estructurales y el Fondo de Cohesión, intentan "reforzar la cohesión económica y social [de la UE], en particular mediante la reducción de las disparidades existentes entre los niveles de desarrollo de las diversas regiones y el atraso de las regiones menos favorecidas".
  De conformidad con la Comisión, las normas sobre ayuda estatal solo se aplican a una fracción del financiamiento de la política de cohesión, ya que la mayor parte de los gastos se relaciona con infraestructura de carácter general o actividades no económicas.  Por otro lado, la Comisión indica que el respeto de las normas sobre ayuda estatal es un requisito explícito para poder beneficiarse de los fondos estructurales.

166. De conformidad con la notificación más reciente sobre subvenciones de la UE, los desembolsos en el marco del Fondo Europeo de Desarrollo Regional, el Fondo de Cohesión y el Instrumento de ayuda de preadhesión totalizaron cerca de 37.000 millones de euros en 2008, año al que corresponden los datos más recientes, en comparación con alrededor de 29.000 millones de euros en 2006.  La notificación de la UE no especifica la asignación de esos fondos por Estado miembro o sector.  El Fondo Europeo de Desarrollo Regional aporta alrededor del 80 por ciento de esa ayuda:  al ser uno de los fondos estructurales, se utiliza principalmente para cofinanciar inversiones que lleven a la creación o el mantenimiento de empleo, infraestructura y el desarrollo de iniciativas empresariales locales y actividades de empresas pequeñas y medianas.

167. En lo que queda de la presente sección se ofrece un panorama general de la ayuda otorgada por los Estados miembros durante el período objeto de examen, medida en función de los datos sobre ayuda estatal publicados por la Comisión Europea.  Dado que la ayuda en ocasiones adopta la forma de medidas reglamentarias o generales que no entrañan ayuda estatal, esos datos no incluyen toda la ayuda que otorgan los Estados miembros;  en particular, no ponen de manifiesto el volumen total de las medidas de estímulo fiscal adoptadas por algunos Estados miembros durante la crisis económica, por lo que se subestima la ayuda prestada por los Estados miembros durante el período objeto de examen.  Por ejemplo, ciertos tipos de ayuda al mercado laboral que se otorgan directamente a los trabajadores en el marco de algunos de esos regímenes de estímulo fiscal pueden no ser objeto del control de la ayuda estatal que ejerce la Comisión, por lo que no están incluidos en los datos que se presentan en esta sección del informe.  Asimismo, las medidas de apoyo a la demanda, como los programas de desguace de automóviles, en el grado en que no entrañen discriminación en relación con el origen del producto, no se consideran ayuda estatal.

168. La ayuda estatal prestada por los Estados miembros totalizó aproximadamente 427.000 millones de euros en 2009, o el 3,6 por ciento del PIB de la UE-27.
  En promedio, los Estados miembros otorgaron alrededor de 268.000 millones de euros por año entre 2007 y 2009, es decir, casi tres veces y media el promedio correspondiente a 2004-2006.  Todo ello pone de manifiesto el pronunciado aumento de la ayuda estatal prestada por los Estados miembros en respuesta a la crisis financiera y económica (gráfico III.1).

169. El Reino Unido otorgó la mayor cuantía de ayuda estatal en 2009 (124.000 millones de euros), seguido de Alemania (116.800 millones de euros), Francia (42.300 millones de euros), Bélgica (34.300 millones de euros), y Grecia (14.300 millones de euros).  En relación con el tamaño de la economía, la ayuda estatal fue mayor en Bélgica (10,2 por ciento del PIB nacional), seguida del Reino Unido (7,9 por ciento), Irlanda (7,7 por ciento), Grecia (6 por ciento) y Letonia (5,8 por ciento).  En el caso de siete Estados miembros, el porcentaje de ayuda estatal en relación con el PIB nacional fue inferior al 1 por ciento.
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Gráfico III.1

Nivel general de ayuda prestada por los Estados miembros, 1992-2009

% del PIB

Nota:



Fuente :

La ayuda total excluye el sector ferroviario.

Los datos para Austria, Finlandia y Suecia empiezan a partir de 1995, los datos para los Estados Miembros de la UE-10 a 

partir de 2000, y los correspondientes a Bulgaria y Rumania a partir de 2002.



Información en línea de la Comisión Europea, Marcador de ayudas estatales:  Datos sobre el gasto en ayudas estatales. 

Consultada en:  http://ec.europa.eu/competition/state_aid/studies_reports/expenditure.html.
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170. Con exclusión de la ayuda otorgada en respuesta a la crisis financiera y económica, la ayuda estatal media anual disminuyó de 76.100 millones de euros en 2004-2006 a 70.100 millones de euros en 2007-2009.  Doce Estados miembros redujeron sus niveles medios de ayuda estatal entre 2004‑2006 y 2007-2009.  En relación con el tamaño de la economía, Bulgaria registró el mayor nivel de ayuda no relacionada con la crisis en la UE (2,1 por ciento del PIB nacional) en 2009, seguida de Malta (2 por ciento), Hungría (1,5 por ciento), y Finlandia (1,2 por ciento).  La ayuda estatal no relacionada con la crisis se situó en el 0,4 por ciento del PIB nacional o menos en Estonia, Luxemburgo, Italia, los Países Bajos y el Reino Unido.

171. La mayor parte de la ayuda estatal no relacionada con la crisis prestada por los Estados miembros se orientó a la manufactura, seguida de la agricultura.  La participación de la manufactura en el total de la ayuda estatal registró un considerable aumento entre 2004-2006 y 2007-2009, mientras que la participación del transporte disminuyó.  Las participaciones de otros sectores permanecieron relativamente estables (gráfico III.2).

172. Con exclusión de las medidas relacionadas con la crisis, las donaciones y exenciones fiscales fueron los instrumentos más frecuentemente utilizados para prestar la ayuda estatal y representaron aproximadamente el 93 por ciento del total en 2009.
  Los préstamos en condiciones de favor, las garantías y la participación en el capital social representaron poco menos del 7 por ciento del total de la ayuda.  Austria, Bulgaria, Chipre, Dinamarca, Eslovenia y Luxemburgo utilizaron donaciones para la mayor parte de su ayuda estatal.  Alemania, Eslovaquia, Francia, Irlanda, Malta, Portugal, el Reino Unido y Suecia utilizaron exenciones fiscales para el 50 por ciento, como mínimo, de la ayuda estatal.  Si se incluye la ayuda relacionada con la crisis financiera y económica, aproximadamente la mitad del total de la ayuda estatal en 2009 se prestó a modo de participación en el capital social, de medidas de garantía (36 por ciento del total de la ayuda) y de donaciones (10 por ciento).
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Ayuda no relacionada con la crisis prestada por los Estados miembros, 2004-2009
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c)
Medidas de ayuda en respuesta a la crisis financiera y económica
173. Tras el inicio de la crisis financiera de 2008, la Comisión publicó varias comunicaciones con orientación sobre la formulación y aplicación de la ayuda estatal destinada a apoyar a los bancos.
  Las comunicaciones abarcan las garantías públicas, las medidas de recapitalización, la ayuda a los activos desvalorizados y la "ayuda a la reestructuración".  Se basan en el concepto de que la gravedad de la crisis justifica, por un tiempo limitado, la aplicación de medidas de ayuda estatal de conformidad con las disposiciones del artículo 107 3) b) del Tratado de funcionamiento de la UE, que señala que "la ayuda destinada a poner remedio a una grave perturbación en la economía de un Estado miembro" puede considerarse compatible con el mercado común de la UE.  Según la Comisión, el objetivo de la orientación es asegurar que las medidas de emergencia adoptadas para mantener la estabilidad financiera "garanticen condiciones de competencia equitativas entre los bancos establecidos en Estados miembros diferentes y entre los bancos que reciban o no ayudas públicas".

174. Entre octubre de 2008 y octubre de 2010, la Comisión autorizó medidas de ayuda estatal para el sector financiero en 22 Estados miembros, sobre la base de las disposiciones del artículo 107 3) b) del Tratado de funcionamiento de la UE.
  El "volumen máximo" de esa ayuda estatal ascendió a casi 4,590 billones de euros, o alrededor del 40 por ciento del PIB de la UE-27.
  Las tres cuartas partes, aproximadamente, adoptaron la forma de garantías, con inclusión de las garantías generales que cubren todas las deudas bancarias adoptadas por Dinamarca e Irlanda.  Según la Comisión, los Estados miembros confiaron principalmente en medidas de garantía porque éstas tenían un efecto estabilizador en el sector financiero sin lastrar las finanzas públicas, en contraposición con otros instrumentos más intervencionistas tales como las recapitalizaciones o el saneamiento de activos desvalorizados".
  Casi el 70 por ciento de la ayuda estatal aprobada para el sector financiero correspondió a Alemania, Dinamarca, Francia, Irlanda y el Reino Unido.

175. La "cantidad efectivamente utilizada" de ayuda estatal en 2009, que permite apreciar el volumen de ayuda aplicado por los Estados miembros, totalizó 1,107 billones de euros, o alrededor del 9 por ciento del PIB de la UE-27.  Las tres cuartas partes, aproximadamente, corresponden a garantías, en el contexto de regímenes generales e intervenciones ad hoc en apoyo de distintas instituciones financieras.

176. El Consejo de Asuntos Económicos y Financieros, integrado por los Ministros de Economía y Hacienda de los Estados miembros concluyó, en diciembre de 2009, que era necesario formular una estrategia transparente y coordinada para eliminar gradualmente las medidas de apoyo a los bancos y evitar efectos secundarios negativos.
  Con el propósito de incentivar a los bancos a "abandonar" las medidas de apoyo, la Comisión definió diversos requisitos para la renovación de las garantías bancarias más allá del 30 de junio de 2010, con inclusión del pago de derechos más elevados, basados en la solvencia de los bancos.  Además, la Comisión exige que, a partir de 2011, los Estados miembros presenten un plan de reestructuración por cada banco que reciba ayuda estatal a modo de medidas de recapitalización o ayuda a los activos desvalorizados.
  Anteriormente solo los bancos en dificultades, es decir, los bancos que recibían ayuda estatal superior al 2 por ciento de sus activos ponderados según el riesgo, debían cumplir ese requisito.

177. Aparte del apoyo al sector financiero, los Estados miembros prestaron ayuda a la economía real, principalmente en el contexto más amplio del Plan Europeo de Recuperación Económica, aprobado en diciembre de 2008 con el propósito de asegurar una respuesta a la crisis coordinada al nivel de la EU.
  De conformidad con el Plan, los Estados miembros deben asignar el 1,2 por ciento del PIB a la realización de actividades para contrarrestar los efectos de la crisis y adoptar medidas de corto plazo en apoyo del empleo, la infraestructura, la construcción y las empresas.  Como parte del Plan, a comienzos de 2009 la UE estableció un "marco temporal" que permite a los Estados miembros prestar ayuda estatal hasta finales de 2010 en respuesta a las dificultades excepcionales que experimentan las empresas para obtener financiación.
  Al igual que las comunicaciones sobre la ayuda a los bancos, el marco temporal se apoya en el concepto de que la gravedad de la crisis justifica, por un período limitado, la aplicación de medidas de ayuda estatal sobre la base de las disposiciones del artículo 107 3) b) del Tratado de funcionamiento de la UE.

178. El marco temporal abrió nuevas posibilidades para que los Estados miembros prestaran asistencia a las empresas a modo de donaciones por un máximo de 500.000 euros por empresa para inversiones o capital de explotación ("medida de los 500.000");  préstamos subvencionados y garantías subvencionadas;  y ayuda para la producción de productos ecológicos.  Además, el marco temporal estableció adaptaciones temporales de los instrumentos existentes de ayuda estatal para el capital de riesgo de pequeñas y medianas empresas, y el seguro de créditos a la exportación a corto plazo (sección 2 v)).  La medida de los 500.000 no se aplicaba a las empresas del sector de la pesca;  las donaciones no debían superar los 15.000 euros en el caso de los productores agrícolas primarios.
  Las medidas de ayuda estatal adoptadas en el contexto del marco temporal están sujetas a notificación ex ante y autorización de la Comisión.

179. Los Estados miembros podían adoptar medidas en el contexto del marco temporal hasta finales de 2010.  En diciembre de 2010 la Comisión acordó prorrogar determinadas medidas del marco temporal hasta finales de 2011.  De conformidad con la Comisión, "una prórroga limitada de determinadas medidas actualmente establecidas en el marco temporal, acompañada de la introducción de condiciones más estrictas para las medidas prorrogadas, constituye un elemento central para el retorno progresivo a las normas de ayuda estatal normales, al tiempo que limita el impacto en la competencia."

180. El marco temporal prolongado mantiene la posibilidad de ofrecer garantías subvencionadas y préstamos subvencionados, incluidos los destinados a la producción de productos inocuos para el medio ambiente (verdes), en condiciones más estrictas.  Reduce la subvención máxima a las garantías, y prohíbe los préstamos subvencionados para el financiamiento del capital de explotación de grandes empresas.  Las empresas en dificultades, según la definición de las normas de la UE sobre ayudas estatales, no reúnen las condiciones para recibir las medidas de ayuda estatal adoptadas en el contexto del marco temporal prolongado.  Además, la Comisión decidió dar carácter permanente al límite superior de la ayuda anual para capital de riesgo introducida con carácter temporal en el contexto del marco temporal original.

181. El marco temporal prolongado revoca la disposición que permite a los Estados miembros donar hasta 500.000 euros por empresa para inversiones o capital de explotación.  La Comisión considera que, si bien la disposición del marco temporal fue útil "como instrumento a corto plazo cuando la incertidumbre sobre las perspectivas económicas era máxima, también creó disparidades en el mercado interior".
  Según la Comisión, se desembolsó aproximadamente el 7 por ciento de los fondos asignados por los Estados miembros y aprobados por la Comisión en virtud de esa disposición, y alrededor del 80 por ciento de la ayuda desembolsada se concentró en un solo Estado miembro (Alemania).

182. Entre mediados de diciembre de 2008 y octubre de 2010 la Comisión aprobó 73 planes de ayuda en virtud del marco temporal y 4 medidas de ayuda ad hoc, por un total máximo de 82.500 millones de euros (0,7 por ciento del PIB de la UE-27).  Se aplicaron planes de ayuda por un valor máximo de 500.000 euros por empresa en 23 Estados miembros, de garantías subvencionadas en 18, de préstamos subvencionados en 8, de préstamos con tipo de interés reducido para la producción de productos verdes en 5, y programas de capital de riesgo en 6.  Además, Letonia, Rumania y Suecia recibieron aprobación para la aplicación de 5 medidas de ayuda ad hoc, principalmente para fabricantes de automóviles.  Doce Estados miembros iniciaron programas por los que se otorgaba un máximo de 15.000 euros a los productores agrícolas.

183. Francia y Alemania fueron los países con el mayor número de medidas en el contexto del marco temporal, con siete regímenes de ayuda cada uno, seguidos de Hungría, Italia, Letonia y el Reino Unido.  Chipre no adoptó medidas en el contexto del marco temporal.

184. La Comisión estima que las medidas aprobadas en el contexto del marco temporal totalizaron 81.300 millones de euros en 2009, o casi el 0,7 por ciento del PIB de la UE-27.  La cuantía de la ayuda otorgada por los Estados miembros se situó ligeramente por debajo del 3 por ciento del volumen máximo aprobado.

185. Esta ayuda no se prestaba por sectores específicos.  En consecuencia, no hay datos consolidados sobre el volumen de la ayuda desglosados por sector económico.  No obstante, ciertos segmentos de las medidas de estímulo fiscal de los Estados miembros se orientaban a determinados sectores económicos.  Según una estimación, un tercio de las medidas introducidas por los Estados miembros en el contexto del Plan Europeo de Recuperación Económica se destinaba a sectores específicos.  El mayor porcentaje de la ayuda sectorial se destinó al sector del automóvil, junto con el turismo y la construcción (recuadro III.4).

186. En su evaluación de las medidas de apoyo introducidas en virtud del Plan Europeo de Recuperación Económica, la Comisión concluyó que no distorsionaban indebidamente la competencia, y que contribuían al logro de unos objetivos de la UE establecidos desde hacía mucho tiempo, como la potenciación de la capacidad de investigación, desarrollo e innovación, la ampliación de la infraestructura de tecnología de la información y las comunicaciones, la mejora de las conexiones de transporte y el uso más eficiente de la energía.  No obstante, la Comisión ha indicado que esas medidas pueden obstaculizar el ajuste y la reestructuración tan necesarios en los sectores de que se trata.  De conformidad con la Comisión, es importante, en consecuencia, planificar una retirada aceptable de esas medidas una vez que el crecimiento esté firmemente arraigado, para evitar así distorsiones de mayor duración en el funcionamiento de los mercados".

	Recuadro III.4:  Apoyo a la industria del automóvil de la UE durante la crisis económica de 2008-2009

En el otoño de 2008, las condiciones de crédito más restrictivas unidas a la pérdida de confianza de las empresas y los consumidores a raíz de la crisis financiera ocasionaron el desmoronamiento de la demanda y un fuerte descenso de la producción y la utilización de la capacidad en toda la UE.  La consiguiente crisis económica afectó gravemente a la industria del automóvil.  Las ventas de automóviles de la UE disminuyeron entre el 25 y el 45% en nueve Estados miembros entre septiembre de 2008 y enero de 2009.  La producción disminuyó en los cinco principales países fabricantes de vehículos automóviles (Alemania, Francia, España, el Reino Unido e Italia), registrándose reducciones particularmente importantes en Italia (-23%) y Francia (-16%) entre 2007 y 2008.

	Varios Estados miembros de la UE respondieron a esas condiciones otorgando un considerable volumen de ayuda a la industria del automóvil.  Algunas medidas tenían por objeto facilitar el acceso de las empresas fabricantes de automóviles a la financiación y alentar a la industria a adaptarse a la legislación sobre medio ambiente.  Por ejemplo, el "Pacte Automobile" anunciado por Francia en febrero de 2009 incluye préstamos subvencionados a las compañías Renault y PSA Peugeot-Citroen para el financiamiento de la producción de vehículos limpios (6.500 millones de euros), préstamos a los bancos de esas empresas (2.000 millones de euros), y garantías y fondos para los proveedores.  En el Reino Unido, el Programa de ayuda a la industria del automóvil comprende 2.500 millones de euros en préstamos y garantías para dicho sector.  Alemania, Rumania y Suecia también introdujeron medidas relacionadas con la oferta.  La mayoría de estas medidas se aplicaron en el marco de planes no referidos a sectores específicos, aprobados por la Comisión sobre la base del marco temporal.

	Además, varios Estados miembros establecieron programas de apoyo a la demanda en sectores específicos.  Por lo menos 12 Estados miembros (Alemania, Austria, Dinamarca, Eslovaquia, Francia, Grecia, Italia, Luxemburgo, los Países Bajos, Portugal, el Reino Unido y Suecia) introdujeron "programas de desguace" temporales que conceden subvenciones a los consumidores para la sustitución de vehículos antiguos, con un consumo de combustible excesivo.  El costo total de esos programas en 2009-2010 fluctuó entre 10 millones de euros en Luxemburgo y 5.800 millones de euros en Alemania.

	Tras la introducción de los programas de desguace hubo un aumento de la matriculación de automóviles nuevos en la UE a comienzos de 2009, especialmente importante en Alemania, Austria, Eslovaquia, Italia, Portugal y el Reino Unido.  También se registraron aumentos de producción en los sectores relacionados con la industria del automóvil durante los primeros ocho meses de 2009, en particular en Alemania.  Hay algunas pruebas que indican que los programas de desguace tuvieron efectos transfronterizos indirectos.  Por ejemplo, las importaciones de automóviles, en especial las provenientes de Eslovaquia, Francia, Italia y Rumania, aumentaron considerablemente en Alemania durante el primer semestre de 2009.

	La Comisión Europea indica que el nivel de ayuda recibida por el sector del automóvil parece guardar relación con la importancia que se atribuye a ese sector en la economía en general.  El tamaño del sector en términos de valor añadido, aunque relativamente reducido para la UE en su conjunto (1,5% del PIB de la UE), es considerable en algunos Estados miembros, con inclusión de Alemania y la República Checa, donde representa casi el 4% del PIB nacional.  En muchos países fabricantes de automóviles, incluidos Eslovaquia, España y Hungría, un gran porcentaje de la producción se destina a la exportación.

	Las condiciones que podrían llevar aparejadas algunas medidas relacionadas con la oferta suscitaron preocupaciones.  Por ejemplo, durante la ceremonia de firma del "Pacte Automobile", el Presidente de Francia declaró que la Renault y la PSA habían asumido el compromiso sumamente importante de no cerrar ninguna de sus fábricas durante todo el período de duración de sus préstamos, y de hacer todo lo que estuviera a su alcance para evitar despidos de personal.  Tras unas conversaciones con la Comisión sobre esos préstamos, las autoridades francesas se comprometieron formalmente a velar por que los convenios de préstamo no incluyeran condiciones relativas a "la ubicación de las actividades [de los fabricantes de automóviles] ni al requisito de dar prioridad a los proveedores con sede en Francia".  Según la Comisión, se había planteado un problema semejante en el contexto de la ayuda estatal que Alemania había previsto otorgar a otro fabricante de automóviles, Adam Opel GmbH, conforme a un marco temporal aprobado en relación con la venta de las filiales europeas Opel y Vauxhall de la General Motors a un inversor.  La General Motors posteriormente se retractó de su decisión de vender la filial Opel.

Fuente:
Comisión Europea (2010), Product Market Review 2009:  Microeconomic consequences of the crisis and implications for recovery, European Economy 11/2009;  documento SEC(2010) 1462, de la Comisión Europea, Datos y cifras sobre las ayudas estatales en los Estados miembros, que complementan el informe de la Comisión (Marcador de ayudas estatales, actualización otoño 2010), de 1º de diciembre de 2010;  comunicado de prensa MEMO/09/90, de la Comisión Europea, "State aids:  the Commission obtains guarantees from the French government on the absence of protectionist medidas in the French plan for aid to the automotive sector", de 28 febrero de 2009;  información en línea del Elysée, "Pacte Automobile", consultada en:  http://www.elysee.fr/president/les-dossiers/economie/face-a-la-crise/relance/pacte-automobile-9-fevrier-2009/signature-des-accords-de-soutien-a-la-filiere.6213.html;  y OCDE (2009), Economic Outlook 86, 2009.


iv) Contratación pública

187. En la UE, al igual que en otros Miembros de la OMC, la contratación pública representa una proporción muy significativa de la actividad económica total y constituye una función esencial del Gobierno, con importantes consecuencias para la estructura y el crecimiento económicos.
  En 2007 la contratación pública de la UE alcanzó en total 2,088 billones de euros (16,8 por ciento de su PIB), de los cuales 367.200 millones de euros (3 por ciento del PIB y 18 por ciento de la contratación pública total) estaban por encima de los valores de umbral, es decir, que dicha contratación quedaba sujeta a la legislación de la UE y no a la legislación nacional de los Estados miembros de la UE.

188. La finalidad de la política de contratación pública de la UE es alcanzar la mayor eficiencia en la utilización de los recursos a través de procedimientos abiertos, transparentes y no discriminatorios, compatibles con los objetivos subyacentes del Mercado Interno.  Todos los contratos formalizados en la Unión Europea por encima de determinados umbrales deben cumplir las prescripciones de las Directivas comunitarias sobre contratación, que se reflejan en las leyes y los reglamentos pertinentes de los Estados miembros de la UE.  Concretamente, los contratos por encima de los umbrales establecidos deben ser anunciados a nivel comunitario y deben seguir procedimientos uniformes.
  Por otra parte, dado que la UE es parte en el Acuerdo sobre Contratación Pública (ACP) de la OMC, las propias Directivas, además de la legislación de los Estados miembros, deben ser conformes al ACP.

189. La UE es un importante participante en la renegociación en curso del Acuerdo sobre Contratación Pública en la OMC.  Además del ACP, la UE ha firmado varios acuerdos bilaterales sobre contratación pública.  En muchos casos, los textos de estos acuerdos se basan en el ACP.  Por consiguiente, las posiciones adoptadas por la UE en las negociaciones sobre el ACP y en las negociaciones bilaterales tendrán consecuencias significativas para el futuro del Acuerdo.

a)
Las Directivas sobre contratación y el ACP
190. La contratación pública por encima de los umbrales sigue estando regulada por la Directiva 2004/17/CE, que coordina los procedimientos de adjudicación de contratos en los sectores del agua, de la energía, de los transportes y de los servicios postales (Directiva sobre los servicios públicos);  y la Directiva 2004/18/CE sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos públicos de obras, de suministro y de servicios.  La Directiva 2009/81/CE sobre los contratos en los ámbitos de la defensa y la seguridad entró en vigor en agosto de 2009 y abrió la contratación en este sector exclusivamente a nivel comunitario a los proveedores europeos.
  Los Estados miembros deben cumplir las disposiciones de estas Directivas, que han de ser incorporadas a la legislación nacional.  Todos ellos han aplicado ya el conjunto de medidas legislativas sobre contratación de 2004, si bien Luxemburgo no incorporó estas Directivas hasta finales de 2009.
  Para los suministros, servicios y servicios de construcción (obras), los umbrales se especifican en el Reglamento (CE) Nº 1177/2009 de la Comisión, de 30 de noviembre de 2009, por el que se modifican las Directivas 2004/17/CE y 2004/18/CE (cuadro III.10).

191. Desde el anterior examen de la UE realizado en 2009, los procedimientos para la adjudicación de contratos, especificados en las Directivas comunitarias sobre contratación, no han cambiado.
  Además, según la Comisión, durante la crisis mundial en ningún nivel se impuso la obligación de adquirir productos locales a través de la contratación pública.  La Comisión señaló a las partes interesadas algunas disposiciones vigentes de las Directivas comunitarias sobre contratación.  Por ejemplo, la Directiva 2004/18/CE autoriza el recurso al procedimiento acelerado si se justifica por motivos de urgencia.  En diciembre de 2008 la Comisión reconoció que el carácter excepcional de la crisis mundial podía justificar el uso del procedimiento acelerado, que reducía el plazo general de contratación de 87 a 30 días.  Posteriormente, la Comisión estableció un mecanismo para vigilar la aplicación de esta opción por los Estados miembros.

192. La finalidad del régimen de contratación pública de la UE es asegurar que se puedan adquirir suministros y servicios de mejor calidad y mayor valor al mejor precio posible.  Para alcanzar este objetivo se deben seguir procedimientos abiertos y transparentes.  Las contrataciones por encima de los umbrales estipulados deben anunciarse en el Diario Oficial (serie S), que puede consultarse gratuitamente en el sitio Web del TED (Tenders Electronic Daily).
  En 2008 la contratación anunciada en el Diario Oficial representó entre el 1,2 por ciento y el 9,6 por ciento del PIB de los Estados miembros, a saber, entre el 7,1 por ciento y el 61,1 por ciento de la contratación total (cuadro III.11).  El porcentaje varía entre los Estados miembros de la UE;  por ejemplo, es comparativamente bajo en Alemania y mucho más alto en Letonia, Bulgaria y Estonia.  Las autoridades atribuyen estas variaciones a las diferentes estructuras del sector público (y su poder adquisitivo) que existen en cada Estado miembro.  En total, la contratación sujeta al requisito de publicación representó el 3,1 por ciento del PIB y el 18,2 por ciento de los gastos totales para los bienes y servicios, lo cual indica que el resto se rige por la legislación nacional.

Cuadro III.10

Umbrales mínimos de contratación pública, 2010-2011a
(Euros)

	
	Suministros
	Servicios
	Obras

	1. 
	2008-2009
	2010-2011
	2008-2009
	2010-2011
	2008-2009
	2010-2011

	Contratos públicos, excepto de servicios públicos
	
	
	
	
	
	

	Autoridades contratantes de la UE abarcadas por el ACP
	133.000
	125.000
	133.000
	125.000
	5.150.000
	4.845.000

	Otras autoridades contratantes del sector público
	206.000
	193.000
	206.000
	193.000
	5.150.000
	4.845.000

	Contratos subvencionados en más del 50% por la autoridad contratanteb
	n.a.
	n.a.
	206.000
	193.000
	5.150.000
	4.845.000

	Concursos de proyectos en el ámbito de los servicios
	
	
	
	
	
	

	  Autoridades del gobierno central
	n.a.
	n.a.
	133.000
	125.000
	n.a.
	n.a.

	  Otras autoridades
	n.a.
	n.a.
	206.000
	193.000
	n.a.
	n.a.

	  Sectores específicosc
	n.a.
	n.a.
	206.000
	193.000
	n.a.
	n.a.

	Servicios públicosd
	
	
	
	
	
	

	Todos los sectores, excepto los concursos de proyectos en el ámbito de los servicios
	412.000
	387.000
	412.000
	387.000
	5.150.000
	4.845.000

	Concursos de proyectos en el ámbito de los servicios
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	387.000
	n.a.
	n.a.


n.a.
No se aplica.

a
Los valores de umbral no incluyen el IVA.

b
Los contratos subvencionados en más del 50 por ciento por las autoridades contratantes se refieren a servicios de ingeniería civil para la construcción de hospitales, instalaciones destinadas a actividades deportivas y de esparcimiento, edificios para escuelas y universidades, y edificios destinados a fines administrativos, o servicios relacionados con los tipos de proyectos antes mencionados.

c
Los sectores específicos se refieren a actividades de investigación y desarrollo, telecomunicaciones (número de referencia CPC 752), servicios de hostelería y restaurante, de transporte por ferrocarril, y de transporte fluvial y marítimo, de suministro de personal, de formación de personal, de investigación y de seguridad, jurídicos, sociales y de salud, de esparcimiento, culturales y deportivos.

d
Los servicios públicos abarcan los sectores del agua, de la energía, de los transportes y de los servicios postales y de telecomunicaciones.

Fuente:
Reglamento (CE) Nº 1177/2009 de la Comisión, de 30 de noviembre de 2009, por el que se modifican las Directivas 2004/17/CE y 2004/18/CE.  Documentos GPA/W/299/Add.4 y GPA/W/309/Add.4 de la OMC, de 1º de enero de 2008 y 5 de febrero de 2010.
Cuadro III.11

Algunos indicadores sobre contratación, 2006-2008

	
	Valor de la contratación anunciada en el DO en porcentaje del PIB
	Valor de la contratación anunciada en el DO en porcentaje de la contratación pública total

	2. 
	  2006
	  2007
	  2008
	  2006
	  2007
	2008

	Alemania
	1,7
	1,1
	1,2
	10,2
	6,8
	7,1

	Austria
	1,7
	1,7
	2,4
	9,7
	9,2
	12,5

	Bélgica
	2,4
	3,2
	3,6
	16,3
	21,7
	23,8

	Bulgaria
	..
	8,5
	8,7
	..
	51,9
	52,2

	Chipre
	4,4
	5,1
	4,6
	37,1
	49,0
	44,5

	Dinamarca
	3,0
	3,2
	3,0
	20,2
	21,6
	19,5

	Eslovaquia
	3,1
	3,6
	3,7
	11,9
	14,1
	15,2

	Eslovenia
	5,0
	6,6
	5,1
	25,9
	43,4
	32,8

	España
	4,2
	4,1
	3,6
	28,9
	26,7
	23,9

	Estonia
	7,3
	7,2
	8,2
	42,8
	42,3
	45,3

	Finlandia
	3,1
	3,6
	3,9
	19,0
	22,1
	23,6

	Francia
	3,4
	3,4
	3,7
	19,7
	19,4
	21,1

	Grecia
	5,6
	3,5
	2,8
	59,9
	36,4
	30,0

	Hungría
	6,8
	4,5
	5,2
	31,7
	20,8
	26,0

	Irlanda
	3,3
	3,4
	2,5
	26,1
	24,3
	16,0

	Italia
	3,0
	2,3
	2,3
	21,1
	16,5
	16,4

	Letonia
	13,8
	12,3
	9,6
	82,9
	77,1
	61,1

	Lituania
	4,2
	4,2
	3,6
	25,3
	23,8
	20,8

	Luxemburgo
	1,4
	1,2
	1,3
	10,5
	9,0
	9,1

	Malta
	1,8
	2,0
	1,2
	12,0
	14,5
	8,0

	Países Bajos
	2,3
	1,8
	1,9
	9,1
	7,0
	7,1

	Polonia
	5,2
	5,8
	7,2
	28,3
	32,0
	38,3

	Portugal
	1,9
	1,7
	2,5
	12,4
	10,7
	14,9

	Reino Unido
	4,6
	3,9
	4,4
	25,4
	22,3
	23,5

	República Checa
	5,2
	4,1
	5,3
	19,4
	16,2
	21,0

	Rumania
	..
	7,3
	7,4
	..
	33,6
	36,9

	Suecia
	3,0
	3,0
	3,5
	16,9
	16,8
	18,8

	Total
	..
	3,0
	3,1
	..
	17,9
	18,2


.. 
No se aplica.

Fuente:
Eurostat (sin fecha), Public procurement advertised in the Official Journal.  Consultado en:  http://appsso.eurostat.ec.europa.eu/nui/setupModifyTableLayout.do.
193. Una vez adjudicado un contrato, las autoridades contratantes deben publicar un aviso de adjudicación en el sitio Web del TED.  Existe un sistema de envío automático de recordatorios a las autoridades contratantes de la UE para asegurar el pleno cumplimiento de las obligaciones pertinentes en materia de publicación.  Según las autoridades, en 2008 el 85 por ciento de los anuncios de contratos previstos fueron seguidos de un aviso de adjudicación de contrato.
  Aunque es complicado determinar la nacionalidad exacta de los proveedores adjudicatarios, incluidos los de servicios, la Comisión ha comenzado a establecer un método para supervisar la contratación pública transfronteriza, incluso de origen no comunitario.
  Las autoridades afirman que en 2007 (último año para el que se dispone de datos), se adjudicaron contratos por valor de 12.000 millones de euros (el 3,3 por ciento de la contratación total por encima de los umbrales especificados y el 3,9 por ciento del total de los contratos abiertos a los demás participantes en el ACP) a proveedores originarios de países signatarios del ACP no miembros de la UE.

194. La UE es parte en el Acuerdo sobre Contratación Pública (ACP) de la OMC y sus 27 Estados miembros deben cumplir las obligaciones que corresponden a la UE en el marco del ACP.  El ACP se aplica a los contratos de valor superior a determinados valores de umbral especificados.  Como se estipula en el ACP, las partes han de notificar estos umbrales en su respectiva moneda nacional cada dos años.
  La UE ha notificado los suyos para 2010-2011
, que son iguales a los previstos en las Directivas de la UE en materia de contratación.  El Reglamento (CE) Nº 1177/2009 de la Comisión estipula que uno de los objetivos de las Directivas 2004/17/CE y 2004/18/CE es permitir a las entidades adjudicadoras y a los poderes adjudicadores respetar las obligaciones del ACP.  A tal efecto, los umbrales previstos por dichas Directivas deben adecuarse de modo que correspondan al contravalor en euros, redondeado al millar más cercano, de los umbrales fijados en el Acuerdo.

195. Aunque los umbrales son iguales, el ámbito de aplicación del ACP difiere del de las Directivas.  El ACP abarca entidades, bienes y servicios, incluidos los servicios de construcción, como se especifica en el Apéndice I de la UE.  En 2007, de una contratación total de la UE por encima de los umbrales de 367.200 millones de euros, 309.600 millones (el 84 por ciento) correspondían a participantes en el ACP.

196. El artículo XX del ACP requiere que cada parte establezca un mecanismo que permita a los proveedores impugnar las presuntas infracciones del Acuerdo ante un órgano de examen imparcial e independiente.  Estos procedimientos deben cumplir las normas mínimas del artículo XX relativas a la naturaleza del órgano de examen, los procedimientos para las audiencias y los recursos disponibles.

197. La Directiva sobre recursos, Directiva 2007/66/CE, por la que se complementan y modifican las Directivas 89/665/CE y 92/13/CE, introdujo dos elementos.  En primer lugar, una vez adoptada la decisión de adjudicación de un contrato público, las autoridades contratantes deben esperar al menos diez días antes de firmar un contrato.  Este "plazo suspensivo" da a los licitadores el tiempo suficiente para examinar la decisión y evaluar si es preciso un procedimiento de recurso.  Si se inicia dicho procedimiento, el proceso de contratación se suspende automáticamente hasta que el órgano de recurso adopte una decisión.  En segundo lugar, se estipularon normas más estrictas contra la adjudicación directa ilegal de contratos públicos.  En ambos casos, los tribunales o los organismos de recurso nacionales podrán anular los contratos firmados si no se cumplen estas normas.  Los Estados miembros tenían de plazo hasta diciembre de 2009 para poner su legislación en conformidad con esta Directiva.  Para marzo de 2011 todos los Estados miembros salvo uno habían incorporado la Directiva y actualmente la Comisión está verificando las medidas de aplicación que han notificado. 
198. La finalidad de las normas que regulan el mercado de contratación pública de la UE es asegurar un sistema de contratación pública abierto y transparente.  No obstante, los proveedores de terceros países no tienen un derecho automático y exigible a participar en el mercado de contratación de la UE, a menos que "un acuerdo internacional concluido por la UE en el ámbito de la contratación pública les confiera ese derecho (ACP o acuerdos bilaterales con la UE)".
  En este sentido, la participación en el ACP otorga un derecho exigible al mercado de contratación de la UE abarcado por los compromisos de la UE en el marco del ACP.

199. Las Directivas de la UE en materia de contratación no se aplican a los contratos que están por debajo de los umbrales establecidos ni a determinados sectores exentos (como los de telecomunicaciones y radiodifusión).
  La contratación pública que no está directamente abarcada por la legislación de la UE se rige por las normas nacionales.  Se entiende que en esos casos los Estados miembros tienen facultades discrecionales para permitir la participación de licitadores de países no miembros de la UE en su mercado de contratación, y que los proveedores de terceros países no tienen ningún derecho exigible.  Por ejemplo, se ha dado a entender en informes de prensa que en el Reino Unido algunas empresas extranjeras estaban excluidas de las licitaciones para los contratos de tecnología de la información del sector público nacional.
  La UE considera que la contratación por debajo de los umbrales no tiene necesariamente que atenerse a las detalladas normas de las Directivas comunitarias sobre contratación;  sin embargo, se deben respetar los principios generales de la legislación de la UE (transparencia, trato equitativo y no discriminación).

200. La UE apoya firmemente la adhesión de nuevos miembros al ACP, con la estrategia a largo plazo de convertir el ACP en un acuerdo multilateral.
  Al mismo tiempo, está dispuesta a negociar acuerdos bilaterales sobre contratación pública.  La UE tiene el objetivo fundamental de contribuir, a través de sus relaciones comerciales bilaterales, al establecimiento de principios de contratación efectivos, modernos e internacionales, y de liberalizar sustancialmente los mercados de contratación pública.  Al negociar con los países en desarrollo, la UE insiste principalmente en fomentar la transparencia y la creación/el fortalecimiento de los mercados de contratación regionales.  La UE incluye ahora capítulos sustanciales sobre contratación pública en todos sus acuerdos comerciales bilaterales.
  Hasta la fecha, ha concluido acuerdo de este tipo con el CARIFORUM, Centroamérica, Chile, Colombia, Corea del Sur, el Iraq, México, el Perú y Suiza.  La UE ha declarado que está firmemente resuelta a lograr la adhesión al ACP de sus asociados bilaterales y que vela por que el capítulo sobre contratación de sus acuerdos bilaterales sea compatible con el ACP.  Cuando se negocian acuerdos bilaterales con interlocutores que ya son signatarios del ACP, el objetivo es profundizar los compromisos contraídos en el marco del ACP, perfeccionando las normas o ampliando los compromisos de acceso a los mercados, o ambas cosas.

201. La UE es un importante participante en la renegociación en curso del texto del ACP y de los compromisos relativos a su ámbito de aplicación.  El texto fue acordado provisionalmente en 2006, pero no puede entrar en vigor hasta que también hayan concluido las negociaciones sobre el ámbito de aplicación del Acuerdo.  La negociación actual incluye el inicio de un nuevo conjunto de programas de trabajo en el Comité de Contratación Pública de la OMC, en el marco de los cuales se examinará la relación entre el ACP y las principales consideraciones sociales, como el acceso de las pequeñas y medianas empresas (PYME) a los mercados de contratación y la aplicación de la contratación pública "verde".
  La UE reafirma su compromiso de finalizar rápidamente las negociaciones sobre el ACP, lo cual significaría ampliar el ámbito de aplicación del Acuerdo, contribuyendo así al aumento del número de signatarios del ACP.

b)
Contratación electrónica
202. A fin de modernizar y simplificar los procedimientos de contratación y en el contexto de la transición a la administración electrónica que tiene lugar en algunos Estados miembros, la Comisión adoptó en 2004 un Plan de acción sobre la contratación electrónica.
  No obstante, de la evaluación de la Comisión se desprende que en 2010 menos del 5 por ciento del presupuesto total de contratación se adjudicó a través de sistemas electrónicos.  En opinión de la UE, la contratación electrónica podría mejorar sustancialmente la eficiencia de las compras individuales, la administración global de la contratación pública y el funcionamiento de los mercados de contratación pública.
  Por ello, en octubre de 2010 la Comisión publicó su Libro Verde sobre la generalización del recurso a la contratación pública electrónica en la UE.

c)
Otros objetivos del régimen de contratación pública
203. Aunque el principal objetivo de la contratación pública en la UE es asegurar la mayor eficiencia en la utilización de los recursos, las Directivas de 2004 también mencionan la posibilidad de reflejar consideraciones sociales y ambientales en las especificaciones técnicas, los criterios de selección y adjudicación, así como las cláusulas sobre la ejecución de los contratos.
  Al mismo tiempo, los Estados miembros cuentan en su legislación nacional con disposiciones destinadas a lograr objetivos sociales y ambientales mediante el sistema de contratación pública.  Actualmente, un desafío crucial para la UE (como para otras partes en el ACP) es encontrar la manera de otorgar la debida importancia a dichos objetivos en consonancia con sus respetivos intereses y objetivos de política y velar al mismo tiempo por que su aplicación no menoscabe los principios fundamentales del ACP de no discriminación, transparencia y procedimientos equitativos.

204. Un ejemplo puede ilustrar la interacción de estas cuestiones:  en la UE la contratación por debajo de los umbrales establecidos se rige por la legislación nacional, que debe atenerse a los principios básicos del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (transparencia, no discriminación y trato equitativo).  Las Directivas sobre contratación establecen normas y métodos detallados para calcular el valor estimado de los contratos
, y estipular que fraccionarlos artificialmente en lotes más pequeños para eludir la Directiva constituye una infracción.
  No obstante, las autoridades contratantes pueden adjudicar contratos en lotes con miras a tener en cuenta consideraciones sociales o a promover la participación de las PYME en la contratación, siempre que el requisito de contratación no se fraccione para eludir la aplicación de las Directivas de la UE.

205. En este sentido, para promover la participación de las PYME en el mercado de contratación pública, las autoridades contratantes de algunos Estados miembros han propuesto adjudicar determinadas licitaciones en lotes compuestos.  Se encuentra un ejemplo de ello en el Código de Contratación Pública de 2006 en Francia.  El mismo Código también estipula otras medidas para facilitar la participación de las PYME:  se puede pedir a los licitadores que indiquen en sus ofertas si pretenden subcontratar a terceros, incluidas PYME (artículo 48);  y el mecanismo de supervisión económica del Ministerio de Economía, Finanzas e Industria debe informar del número de contratos adjudicados a PYME (artículos 130 y 131).

206. En Alemania muchos Estados cuentan con leyes y reglamentos especiales para apoyar a las PYME;  según los dos principales métodos utilizados, las autoridades contratantes pueden dividir el contrato en lotes;  y se puede incluir en las condiciones del contrato una cláusula que exija que los contratistas subcontraten a PYME.

207. La contratación pública verde es "un proceso en el que las autoridades públicas tratan de contratar bienes, servicios y obras que tengan un impacto ambiental reducido durante su ciclo de vida si se compara con los bienes, servicios y obras con la misma función principal que de otro modo se contratarían".
  Las Directivas de 2004 aclararon la forma en que la contratación pública puede incluir consideraciones ambientales, y en algunos Estados miembros la legislación nacional también definió los criterios y enfoques nacionales de la contratación pública verde.  Algunos han opinado que las Directivas de la UE sobre contratación carecen de flexibilidad y tienden a limitar la capacidad de los Estados miembros de lograr sus objetivos sociales/ambientales a través de la contratación pública.

208. En julio de 2008, la Comisión publicó una comunicación titulada "Public procurement for a better environment" (Contratación pública para un medio ambiente mejor)
, que proponía que el 50 por ciento de todo el procedimiento de licitación pública fuese verde para 2010, entendiendo por "verde" conforme con los criterios fundamentales de la contratación pública verde establecidos por la Comisión en su comunicación.  La comunicación también establecía directrices para reducir el impacto ambiental causado por el consumo del sector público y utilizar la contratación pública verde para estimular la innovación en tecnologías, productos y servicios ambientales.  La UE indicó que la contratación pública verde es una política voluntaria.

d)
Futuras orientaciones
209. En 2010, la Comisión publicó una comunicación en la que anunciaba un futuro examen de su régimen de contratación pública.
  Dado que la interacción entre las normas de la UE y las normas nacionales puede ser compleja, la Comisión considera que es necesario simplificar los procedimientos.
  Al parecer, el nivel de participación de empresas de otros Estados miembros en los procedimientos de contratación sigue siendo bajo en comparación con la penetración de las importaciones en el sector privado, lo cual refleja el potencial de desarrollo del comercio transfronterizo.  La Comisión ha anunciado su intención de preparar una propuesta legislativa para finales de 2012, con miras a simplificar y actualizar las normas europeas para flexibilizar la adjudicación de contratos y dar un mejor uso a los contratos públicos en apoyo de otras políticas.  No obstante, se reconoce que los cambios legislativos han de ser compatibles con los compromisos internacionales de la UE, especialmente los asumidos en el marco del ACP y en particular respecto de los umbrales establecidos para la aplicación de las normas de la UE sobre contratación pública.  Actualmente la Comisión está celebrando consultas con miras a una evaluación de la repercusión económica de las directivas vigentes de la UE sobre contratación y una evaluación del impacto, y está examinando las diversas opciones de política posibles, habida cuenta de la aplicación de los compromisos internacionales de la UE, como las que asumió en el marco del ACP.

210. Como se ha indicado, los desafíos de política general no sólo se han de considerar en el contexto de las propias Directrices sobre contratación de la UE, sino también en el de los futuros programas de trabajo del Acuerdo sobre Contratación Pública (después de la entrada en vigor del texto revisado del ACP), en los que la UE desempeñará una función significativa.  En este importante contacto, la UE podrá aportar su experiencia con los objetivos "verdes", sociales y de otro tipo en el proceso de contratación.

v) Política de competencia

211. La política de competencia en la Unión Europea sigue siendo un pilar fundamental del Mercado Único, que protege a los consumidores de las prácticas abusivas y vela por que la entrada a determinadas ramas de actividad o zonas geográficas no se vea obstaculizada por prácticas anticompetitivas.  Con el tiempo, se ha ido perfeccionando gracias a nuevos conceptos como el "enfoque más económico", que ha aumentado el interés de las autoridades competentes por los efectos económicos que tienen los cambios de las estructuras de mercado y el comportamiento de las empresas en esos mercados.  Cabría decir que ello ha contribuido a un mayor nivel de convergencia/armonización con las política de competencia de los principales interlocutores económicos, reduciendo por ende (aunque no eliminando) el alcance de los conflictos de jurisdicción con esos interlocutores y mejorando las posibilidades de integración económica beneficiosa.

a)
Marco legislativo
212. Como se indicó en el anterior examen de la UE, el Reglamento Nº 1/2003 del Consejo da cumplimiento a las normas sobre la competencia establecidas en los artículos 101 y 102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.
  El artículo 101 prohíbe los acuerdos anticompetitivos entre empresas que "puedan afectar al comercio entre los Estados miembros"
, salvo los exceptuados por ser globalmente ventajosos para la eficiencia económica y los consumidores.  El artículo 102 prohíbe sin excepciones, el abuso de una posición dominante por ser incompatible con el mercado interno.

213. El artículo 101 no se aplica a los acuerdos de menor importancia (de minimis) en los que la cuota de mercado total de las empresas es baja (por ejemplo, inferior al 10 por ciento para las empresas competidoras o al 15 por ciento para las no competidoras).  Tampoco es aplicable a los acuerdos o a las prácticas del sector de los seguros y de los vehículos automóviles.  Además, se aplican automáticamente exenciones por categorías en el caso de determinados acuerdos restrictivos, tanto verticales como horizontales, si tienden a mejorar la eficiencia económica.  Para que sean aplicables exenciones por categorías a un determinado acuerdo, la cuota de mercado combinada de las partes debe ser inferior a un nivel (que dependerá del tipo de exención) en el que se pueda presumir que las partes no tienen poder de mercado.  Además, para poder beneficiarse de tales exenciones, un acuerdo no debe contener "restricciones graves" a la competencia tales como acuerdos de fijación de precios, limitación de la producción o reparto del mercado.  En los casos en que un acuerdo sujeto a una exención por categorías restrinja la competencia, la Comisión y/o las autoridades de los Estados miembros encargadas de la competencia podrán retirar las ventajas que ofrecen estas exenciones.  La Comisión no retiró ventajas de este tipo durante el período objeto de examen (2009-2011).

214. El principal reglamento que regula el control de las fusiones a nivel comunitario es el Reglamento Nº 139/2004 del Consejo, de 20 de enero de 2004 (el Reglamento de concentraciones), aplicado por el Reglamento Nº 802/2004 de la Comisión, de 7 de abril de 2004.  Con arreglo al Reglamento de concentraciones, todas las concentraciones con una "dimensión comunitaria" son objeto de un examen exclusivo de la Comisión Europea antes de su aplicación.  Se trata de fusiones en las que las partes tienen una facturación mundial combinada de 5.000 millones de euros y cada parte tiene una facturación a escala comunitaria de 250 millones de euros.  La Comisión también examina las fusiones en las que la facturación mundial combinada es de 2.500 millones de euros si:  i) la facturación combinada de las partes excede de 100 millones de euros en al menos tres Estados miembros de las CE;  ii) cada parte tiene una facturación de 25 millones de euros en los mismos tres Estados miembros de las CE;  y iii) la facturación individual a escala comunitaria de cada parte supera los 100 millones de euros.  Si no se cumplen estos umbrales, las fusiones pueden ser objeto de examen con arreglo a las leyes nacionales de los Estados miembros.

215. La finalidad del Reglamento de concentraciones es examinar si una concentración impediría significativamente la competencia efectiva, en especial a través de la creación o el refuerzo de una posición dominante.  En esos casos la concentración se prohíbe o se autoriza condicionalmente si las partes presentan soluciones para resolver el problema identificado.  Todas las demás concentraciones deben ser aprobadas sin condiciones.  De conformidad con la obligación de statu quo, no se puede realizar ninguna concentración a menos que haya sido aprobada por la Comisión.  La mayor parte de las concentraciones se aprueban dentro del plazo inicial (primera fase), sin necesidad de llevar a cabo una investigación exhaustiva (segunda fase).  En 2010 se presentaron 274 notificaciones de concentraciones a la Comisión (cifra superior a las 259 de 2009), de las cuales 253 fueron aprobadas sin condiciones en la primera fase, 14 con limitaciones en la primera fase, 3 después de una investigación en la segunda fase y 4 fueron retiradas.
  No se prohibió ninguna concentración.

b)
Procedimientos de aplicación
216. La responsabilidad de la aplicación de la política de competencia en la UE es compartida por la Comisión Europea y las autoridades nacionales de los Estados miembros encargadas de la competencia.  El sistema que se ha desarrollado para asignar las labores de aplicación entre estos dos niveles de autoridad constituye por sí mismo un ejemplo interesante de elaboración y aplicación de políticas dentro de un sistema de gobernanza de múltiples niveles.  En general, recae en las autoridades nacionales una gran responsabilidad en materia de aplicación, en la medida en que se considere compatible con la administración efectiva de las políticas y la gestión racional del Mercado Único.

217. La UE estableció su Red Europea de Competencia para facilitar la cooperación entre las autoridades responsables y mejorar la eficiencia de la aplicación de las políticas dentro del sistema de jurisdicción compartida.  En el marco de la Red Europea de Competencia, la Comisión y las autoridades de los Estados miembros encargadas de la competencia comparten información y tratan de ponerse de acuerdo sobre la asignación de los casos.  En la medida de lo posible, los casos han de ser tratados por una sola autoridad de competencia.  Cuando un acuerdo o práctica afecta sustancialmente a la competencia en más de un Estado miembro, los miembros de la Red tratan de asegurarse de que el caso sea asignado a la autoridad mejor situada para tratarlo.  Si más de tres Estados miembros se ven sustancialmente afectados por un acuerdo o práctica, la Comisión estará especialmente en buena posición para tratar el caso.

218. En su informe de 2009 sobre el funcionamiento del sistema de aplicación al cabo de los cinco primeros años, la Comisión señaló que se había logrado ampliamente el objetivo de impulsar el cumplimiento de las normas sobre competencia de la UE y de velar por su aplicación constante y coherente.  Indicó que el cumplimiento de estas normas había aumentado sustancialmente desde la entrada en vigor del Reglamento Nº 1/2003 del Consejo.  Entre mayo de 2004 y marzo de 2009 se sustanciaron más de 1.000 casos basados en las normas sobre competencia de la UE en relación con una amplia gama de sectores.  Surgieron muy pocas discrepancias sobre la asignación de los casos que se resolvieron rápidamente.

219. No obstante, la Comisión mantiene la facultad de aplicar directamente disposiciones pertinentes del Tratado y es un importante participante del sistema global de aplicación de la legislación en materia de competencia.  En particular, la Comisión puede llevar a cabo investigaciones y adoptar decisiones tras la recepción de una queja o por propia iniciativa, cuando sospecha que puede haber una infracción del Tratado en lo que a la política de competencia se refiere.

220. La Comisión puede imponer multas y/o el pago de sanciones pecuniarias periódicas.  El Tribunal de Justicia examina las actividades de la Comisión y puede fallar contra sus decisiones.  Desde 2009, el Tribunal ha fallado en algunos casos contra las decisiones de la Comisión en relación con multas y el rechazo de alguna reclamación.  Antes de adoptar una decisión, la Comisión debe consultar al Comité Consultivo en materia de prácticas restrictivas y posiciones dominantes, constituido por representantes de las autoridades de los Estados miembros encargadas de la competencia.

c)
Evolución reciente
221. Con respecto a los aspectos sustantivos de la aplicación de políticas, un importante avance observado en la UE desde el decenio de los noventa ha sido la progresiva aplicación de un "enfoque más economista" para lograr el cumplimiento de todos los aspectos de la legislación en materia de competencia.  Aunque en un principio éste se centró en los casos y métodos de aplicación relacionados con el artículo 101 y las fusiones y adquisiciones, se ha hecho extensivo al ámbito de la conducta dominante con la publicación, en 2009, del documento relativo a las Orientaciones de la Comisión sobre la aplicación del artículo 102.
  La insistencia en el análisis sustantivo se ha extendido ahora a la mayoría, si no a la totalidad, de los aspectos de la labor antimonopolio de la Comisión.  Los tribunales que conocen de asuntos relacionados con la legislación en materia de competencia en la UE también están dejando de lado una aplicación formalista, incluso con respecto a las normas relativas a la integración del mercado.  Una consecuencia importante de esta tendencia ha sido que la UE se ha ido acercando a los enfoques sustantivos adoptados por algunos de sus principales interlocutores comerciales para hacer cumplir la legislación antimonopolio, reduciendo así la posibilidad de conflicto entre las distintas jurisdicciones en este ámbito de política.

222. El régimen de competencia de la UE también abarca la ayuda estatal, que al favorecer a determinadas empresas en detrimento de sus competidores, puede distorsionar la competencia (sección 3) ii)).

223. Durante la crisis financiera mundial, las medidas adoptadas por varios Estados miembros de la UE han limitado la aplicación de la política de competencia en el sector de los servicios financieros (capítulo IV 1) ii)).  Estas medidas han sido criticadas por algunos que alegan que pueden perpetuar en lugar de mitigar las causas subyacentes de la inestabilidad, o que pueden tener otros efectos poco deseables.
  Según otros, la experiencia demuestra sobradamente que es poco probable que la suspensión de las normas básicas destinadas a evitar las prácticas anticompetitivas sea beneficiosa en tiempos de dificultades económicas para la salud de los mercados financieros y otros mercados.
  La Comisión se mostró de acuerdo estas observaciones.

224. Recientemente, los esfuerzos de la Comisión en materia de control del cumplimiento se han centrado particularmente en la industria farmacéutica, que depende en gran medida de los derechos de propiedad intelectual.  En enero de 2008 la UE llevó a cabo una amplia investigación para determinar por qué se estaban comercializando menos medicamentos nuevos y por qué en algunos casos parecía demorarse la entrada de genéricos.  La investigación reveló que los ciudadanos tenían que esperar más de siete meses después del vencimiento de la patente para obtener genéricos más baratos, lo que suponía un 20 por ciento de gastos adicional.  La demora de la entrada al mercado de los genéricos podía atribuirse al marco reglamentario
 y a determinadas prácticas de las compañías.  La investigación demostró que los fabricantes del producto original utilizaban diversos instrumentos para proteger la vida comercial de sus productos impidiendo la entrada de los genéricos.
  Concretamente, el 22 por ciento de los acuerdos sobre patentes, que abarcaban medicamentos por un valor superior a 200 millones de euros podían plantear problemas.  La UE considera que estos instrumentos, aunque sean totalmente legítimos, pueden en determinadas circunstancias infringir la legislación europea en materia de competencia.  En 2010 la Comisión realizó un ejercicio de supervisión, centrándose en los acuerdos sobre patentes concluidos en el sector farmacéutico.  Este ejercicio reveló que, en comparación con 2008, el número de acuerdos había aumentado pero en menor número de ellos podría plantear problemas (a saber, el 10 por ciento, y el valor abarcado por estos acuerdos se redujo a 1 millón de euros).
  Este descenso refleja una mayor conciencia de la industria de que los acuerdos de este tipo pueden dar lugar a una vigilancia en el marco de la legislación en materia de competencia.

d)
Cooperación internacional
225. Aparte de los mecanismos de cooperación internos antes mencionados (por ejemplo, la Red Europea de Competencia), la Unión Europea es también un activo participante en las actividades de cooperación interjurisdiccional sobre la legislación en materia de competencia que se realizan en importantes foros, entre ellos:  la Red Internacional de Competencia;  el Grupo Intergubernamental de Expertos en Política de la Competencia de la UNCTAD;  y el Comité de la Competencia de la OCDE.  En opinión de la UE, estos foros multilaterales son importantes plataformas para defender los principios de una aplicación juiciosa de la competencia y para desarrollar una cultura de la competencia a nivel mundial.  Ello permitirá que las autoridades encargadas de la competencia de todo el mundo actúen con mayor eficiencia en los casos de jurisdicción múltiple.

226. La UE ha incluido disposiciones relativas a la política de competencia en varios acuerdos bilaterales.  Desde 2008 ha firmado un acuerdo comercial bilateral con Colombia y el Perú, otro con los países andinos y un AAE con el Caribe, que contiene un capítulo sobre la competencia.  Respecto del AAE con el África Central, sólo ha sido firmado por el Camerún y aún se está negociando un AAE pleno.  Las negociaciones sobre el capítulo relativo a la competencia comenzaron en 2008;  sin embargo, desde entonces no se han mantenido debates sobre este tema.
vi) Derechos de propiedad intelectual

227. Desde su anterior examen de las políticas comerciales en 2009, la UE ha seguido desarrollando su régimen de protección de los derechos de propiedad intelectual (DPI) para ajustarse a los cambios del entorno económico y técnico, especialmente en las esferas del derecho de autor, las patentes, las marcas de fábrica o de comercio, las indicaciones geográficas, y la observancia.  En el período objeto de examen, se iniciaron importantes reformas con respecto a las patentes, y la UE redujo el costo del registro para las marcas de fábrica o de comercio comunitarias, fortaleció la observancia de los DPI mediante el establecimiento de un Observatorio Europeo de la Falsificación y la Piratería, e inició un examen de su Reglamento aduanero sobre la observancia de los DPI.  Las industrias creativas en la UE representan un 3,3 por ciento de su PIB (2006) y un 3 por ciento del empleo total (2008).  En 2008, 6,7 millones de personas trabajaron en las industrias creativas en la UE-27, y sus productos representaron el 4,3 por ciento de las exportaciones extracomunitarias.

228. La adopción del Tratado de Lisboa fue un importante avance hacia el perfeccionamiento de un régimen de DPI que abarque realmente toda la UE;  al Tratado comprende una disposición específica en materia de propiedad intelectual.  El artículo 118 del TFUE dispone que se establecerán "medidas relativas a la creación de títulos europeos para garantizar una protección uniforme de los derechos de propiedad intelectual e industrial en la Unión y al establecimiento de regímenes de autorización, coordinación y control centralizados a escala de la Unión".

229. El régimen de DPI de la UE se rige tanto por la legislación comunitaria como por la legislación de los Estados miembros.  La UE cuenta con un amplio cuerpo legislativo de propiedad intelectual (cuadro AIII.2).  La legislación de los Estados miembros da cumplimiento a la legislación y los compromisos comunitarios en el marco de los acuerdos internacionales y los complementa, cuando procede.  La UE tiene la condición de observador en la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI), mientras que sus Estados miembros son miembros de la OMPI.  En diciembre de 2009, la UE ratificó el Tratado sobre Derecho de Autor y el Tratado sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas de la OMPI.

230. La UE tiene un régimen de agotamiento regional que no permite las importaciones paralelas de terceros países, pero sí dentro de la UE.

a)
Derecho de autor y derechos conexos
231. Las industrias que dependen del derecho de autor tienen una función importante en la economía de la UE.  En un estudio de la OMPI sobre la contribución de estas industrias al PIB y al empleo en varios países, en particular algunos Estados miembros de la UE, se determinó que estas industrias representan un sector dinámico que, en promedio, crece con más rapidez que el resto de la economía (cuadro III.12).
  En otros estudios se llegó a la conclusión de que, en la UE y algunos Estados miembros de la UE, la contribución al PIB de las industrias basadas en el derecho de autor oscila entre el 2,6 y el 6,9 por ciento, y la contribución al empleo va del 3 al 6,5 por ciento.
  No obstante, dado que las metodologías utilizadas en los estudios varían, sus resultados no son comparables.
Cuadro III.12

Contribución de las industrias que dependen del derecho de autor al PIB y al empleo, varios años

	
	Año objeto de estudio
	Contribución de las industrias que dependen del derecho de autor al PIB (%)
	Contribución de las industrias que dependen del derecho de autor al empleo (%)

	Bulgaria
	2005
	2,8
	4,3

	Hungría
	2002
	6,7
	7,1

	Letonia
	2000
	5,1
	5,6

	Rumania
	2005
	5,6
	4,2

	Países Bajos
	2005
	5,9
	8,8

	Esloveniaa
	2007
	5,1
	6,8


a
Datos sujetos a revisión.

Fuente:
Información en línea de la OMPI.  Consultada en:  http://www.wipo.int/export/sites/www/ip-development/en/creative_industry/ pdf/eco_table.pdf.
232. Tras un estudio de evaluación del impacto, en julio de 2008, la Comisión adoptó una propuesta para modificar la Directiva 2006/116/CE, con objeto de ampliar la duración de la protección de los artistas intérpretes o ejecutantes y los productores de grabaciones de sonido, de 50 a 95 años.  Según la UE, esta ampliación acercaría la protección de los artistas intérpretes o ejecutantes a la de los autores (vida del autor más 70 años), y no tendría efectos negativos en los precios.
  La UE señaló que la propuesta seguía pendiente ante el Consejo, pero podría ser adoptada en 2011.
233. En algunos estudios se ha criticado la ampliación propuesta de la duración de la protección.  Por ejemplo, en el Informe Gowers se sostiene que, dado que los DPI suponen un compromiso entre incentivos y acceso, si los derechos exclusivos que otorga el derecho de autor (o cualquier otra forma de DPI) duran más de lo necesario, acarrearán costos innecesarios para los consumidores.
  En el estudio se concluyó que la ampliación de la duración de la protección redundaría en beneficios económicos mínimos para los artistas intérpretes o ejecutantes.  En otro estudio encargado por la Dirección General de Mercado Interior y Servicios (DG Mercado Interior y Servicios) se concluyó que una protección de 50 años era sustancialmente más larga que la existente anteriormente en muchos Estados miembros.

234. La Comisión no está de acuerdo con las conclusiones alcanzadas en estos estudios, ya que considera infundados determinados resultados y afirmaciones de los estudios.  Según la Comisión, la ampliación de la duración permitiría a los artistas intérpretes o ejecutantes ganar dinero durante más tiempo, y beneficiaría a los productores de discos, que generarían ingresos adicionales mediante la venta de discos, lo cual les ayudaría a mantener sus niveles de inversión en nuevos talentos.  La Comisión considera que gracias a las medidas complementarias establecidas en la propuesta los artistas intérpretes o ejecutantes se beneficiarán de la ampliación.  Al incorporar en los contratos entre los artistas intérpretes o ejecutantes y sus compañías discográficas la cláusula en virtud de la cual los derechos no utilizados se perderían, los artistas podrían reclamar sus derechos si el productor discográfico no comercializa la grabación de sonido dentro del plazo ampliado.  Además, las compañías discográficas estarían obligadas a establecer un fondo al que tendrían que aportar el 20 por ciento de los ingresos generados durante el plazo ampliado.  Estos fondos se destinarían a ayudas a los músicos de sesión.

235. Si bien los titulares del derecho de autor tienen el derecho exclusivo de reproducción de sus obras, la legislación comunitaria permite a los Estados miembros limitar este derecho autorizando la realización de copias privadas a condición de que los titulares del derecho reciban una "compensación equitativa".  No obstante, se han planteado cuestiones acerca del importe y el sistema de percepción de la compensación.
  En el asunto C-467/08 (Padawan/SGAE) el Tribunal de Justicia de la UE resolvió que la "compensación equitativa" es un concepto autónomo del Derecho de la Unión, y debería ser la contrapartida del perjuicio sufrido por el titular del derecho tras la reproducción no autorizada de su obra protegida.  Dadas las dificultades prácticas para identificar a los usuarios privados, el Tribunal consideró que el canon por copia privada era una forma válida de compensación equitativa.  No obstante, el Tribunal también señaló que dicho canon no debe aplicarse a los equipos, aparatos y soportes de reproducción digital adquiridos para fines manifiestamente ajenos a la copia privada (por ejemplo, para su uso profesional por usuarios profesionales).  La legislación nacional que dispone la aplicación indiscriminada del canon por copia privada, independientemente de la distinción hecha por el Tribunal en el asunto C-467/08, no es conforme con la Directiva 2001/29/CE.

236. La dificultad de proteger el derecho de autor se deriva también del uso popular de Internet.  En diciembre de 2009, la UE ratificó el Tratado sobre Derecho de Autor y el Tratado sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas, conocidos como los "tratados de la OMPI sobre Internet".
  Las disposiciones de estos dos tratados se habían aplicado anteriormente mediante la Directiva 2001/29/CE relativa a los derechos de autor en la sociedad de la información.  Con el fin de seguir haciendo frente a los retos de la economía del conocimiento basada en Internet, la UE inició una serie de proyectos.  Una de las prioridades fundamentales para la UE es la digitalización y difusión del patrimonio cultural europeo mediante la creación de bibliotecas digitales accesibles para los investigadores y los consumidores de toda Europa.
  En 2011, se presentaron dos propuestas con respecto a las bibliotecas y archivos digitales:  una propuesta para permitir la digitalización y la accesibilidad en línea de "obras huérfanas", y la otra, para establecer regímenes de licencias colectivas para las obras agotadas.
  La UE también se ha esforzado por mejorar la distribución y disponibilidad de obras para las personas con una discapacidad visual.

237. La observancia y la protección de datos en línea son componentes importantes de la protección del derecho de autor.  La UE tiene diversas Directivas que contienen normas aplicables a la observancia de los DPI en línea, como la Directiva 2004/48 (la Directiva relativa al respeto de los DPI), que establece normas de aplicación general en relación con la observancia de los DPI, y la Directiva 2000/31 (la Directiva sobre el comercio electrónico), que establece normas de aplicación mínima con respecto a la exención condicional de responsabilidad para los proveedores de servicios de Internet.  No obstante, los Estados miembros tienen cierta flexibilidad para aplicar estas disposiciones.
  Por ejemplo, en muchos Estados miembros, los proveedores de servicios de Internet no pueden almacenar direcciones Internet con el propósito específico de asegurar la observancia del derecho de autor en Internet;  entre las excepciones figura Francia.

238. En octubre de 2009, el Consejo Constitucional de Francia aprobó una versión revisada de la "Ley Hadopi", (Ley No 2009-669 de 12 de junio de 2009 por la que se favorece la difusión y la protección de la creación en Internet), que dio origen a la creación de la HADOPI (Alta Autoridad para la difusión de las obras y la protección de los derechos en Internet).
  De conformidad con la Ley, los abonados a Internet deben comprobar que su acceso no infringe la legislación en materia de derecho de autor.  En caso de infracción, la HADOPI puede iniciar su "triple" procedimiento:  i) se enviará un mensaje de correo electrónico al propietario de la conexión, el proveedor del servicio de Internet tendrá que examinar la conexión a Internet, y se alentará al propietario de la conexión a que instale un filtro para su conexión;  ii) dentro de los seis meses siguientes a la primera medida, si se sospecha (por parte de los titulares del derecho de autor, sus representantes, el proveedor o la HADOPI) una reincidencia en la infracción, se enviará una carta certificada al propietario de la conexión;  iii) dentro del año siguiente a la recepción de la carta certificada, en caso de incumplimiento por parte del propietario de la conexión, o en caso de que los titulares del derecho de autor, sus representantes, el proveedor o la HADOPI sospechen una reincidencia en la infracción, el proveedor deberá suspender el servicio por un período de dos meses a un año.  El propietario de la conexión será incluido en una lista negra y terceros proveedores no podrán suministrarle una conexión a Internet.  Antes de tomar la última medida, el asunto puede someterse a una revisión judicial.

b)
Propiedad industrial
Patentes
239. Actualmente, existen tres vías diferentes para la solicitud de patentes:  un procedimiento nacional previsto por la autoridad competente de cada Estado miembro;  un procedimiento centralizado propuesto por la Oficina Europea de Patentes;  y, en el marco del Tratado de Cooperación en materia de Patentes de la OMPI, un procedimiento internacional.

240. El sistema europeo de patentes previsto en la Oficina Europea de Patentes se considera "incompleto", "fragmentado", y costoso.
  Para que una patente europea surta efecto en los Estados miembros, el titular de la patente debe solicitar la validación a nivel nacional, lo cual conlleva requisitos de traducción, representación local y administración.  Por ejemplo, una patente europea validada en 13 Estados miembros cuesta alrededor de 20.000 euros, de los cuales casi 14.000 euros corresponden a las traducciones, lo que es más de 10 veces más costoso que obtener una patente en los Estados unidos (donde el coste medio es de 1.850 euros).
  Debido a los costes que entraña, la mayoría de los inventores sólo solicitan patentes en unos pocos Estados miembros (en un promedio de cinco).  La reducida tasa de validaciones pone de manifiesto que el sistema de protección mediante patentes en la Unión está muy fragmentado, lo que repercute negativamente en el valor comercial de las invenciones patentadas.
  Además, en las diferencias jurídicas, los innovadores que deseen proteger sus invenciones pueden enfrentarse a litigios paralelos en varios países, lo cual entraña altos costes, un sistema complicado y el riesgo de obtener decisiones judiciales contradictorias en los diferentes Estados miembros.  Por ejemplo, en una investigación en el sector farmacéutico se constató que el 30 por ciento de los casos judiciales eran vistos en paralelo en varios Estados miembros, y en el 11 por ciento de los casos, los tribunales nacionales dictaban resoluciones contradictorias (sección v)).

241. En diciembre de 2009, el Consejo de Competitividad adoptó las conclusiones del Consejo sobre un sistema de patentes mejorado en Europa.  Dos de las características principales eran la creación de una patente única de la UE, y el establecimiento de un tribunal con jurisdicción en materia de patentes europeas y futuras patentes de la UE.  Algunos investigadores esperaban que el ahorro privado total generado gracias al acceso a un tribunal unificado de patentes fuera de entre 148 y 289 millones de euros en los cuatro años siguientes a su creación.
  El tribunal unificado de patentes se establecerá mediante la conclusión de un acuerdo internacional entre la UE, sus Estados miembros y otros Estados del Convenio sobre la Patente Europea.
  En junio de 2009, el Consejo solicitó un dictamen del Tribunal de Justicia de la UE sobre la compatibilidad con los Tratados de la UE de un proyecto de acuerdo por el que se establecería un tribunal unificado de patentes.  El 8 de marzo de 2011 el Tribunal resolvió que ciertas características del proyecto de acuerdo eran incompatibles con los Tratados.  Actualmente, la Comisión está trabajando en la identificación de alternativas apropiadas que le permitan avanzar con respecto al sistema de resolución de litigios sobre patentes.

242. La Comisión propuso por primera vez la creación de una patente unitaria de la UE en 2000.  Sin embargo, no pudo alcanzarse un acuerdo sobre el régimen de traducción, y el Consejo concluyó que el objetivo de una patente única de la UE no podía cumplirse.  Por consiguiente, la Comisión respondió favorablemente a la solicitud que presentaron 25 Estados miembros para la creación de protección mediante una patente unitaria en el marco de la cooperación reforzada.
  El Parlamento Europeo y el Consejo de Competitividad dieron su dictamen conforme para una cooperación reforzada a principios de 2011.  La aplicación de la decisión conforme del Consejo requiere la adopción de dos reglamentos;  el primero, sobre la creación de protección mediante una patente unitaria, y el segundo, sobre el régimen de traducciones aplicable.  El 13 de abril de 2011, la Comisión adoptó las propuestas de reglamentos de aplicación.

243. En los últimos años, el número de solicitudes de patentes de energías renovables ha registrado un rápido aumento.  En 2009, la Oficina Europea de Patentes recibió 1.259 solicitudes de patentes de energías renovables, un 27 por ciento más que en 2008.  No obstante, las patentes están dispersas en numerosas bases de datos y en diferentes formatos, por lo que hay una falta de claridad.  La Oficina Europea de Patentes desarrolló una base de datos unificada para las patentes en junio de 2009;  las patentes de energías limpias se clasifican en 160 categorías, de modo que puedan identificarse más fácilmente.  Según se informa, la Oficina Europea de Patentes tiene previsto crear bases de datos similares para la tecnología limpia en los sectores del transporte, la construcción y la agricultura.

244. Algunos Estados miembros están creando bases de datos similares.  Por ejemplo, en junio de 2010, la Oficina de la Propiedad Intelectual del Reino Unido (UKIPO) puso en marcha una base de datos sobre tecnología verde a fin de facilitar el desarrollo de la tecnología inocua para el medio ambiente.  Esta base de datos contiene las solicitudes de patentes tramitadas en el marco de la iniciativa "Canal Verde" de la UKIPO, que se inició en 2009.  El Canal Verde prevé un servicio de vía rápida para las solicitudes de patentes de invenciones con beneficios ambientales:  se pueden otorgar patentes en nueve meses, mientras que el período medio actual es de dos a tres años.
  Al parecer, las bases de datos administradas por la Oficina Europea de Patentes y la UKIPO son distintas;  y la base de datos de la UKIPO es mucho menor.

Marcas de fábrica o de comercio
245. La UE mantiene el régimen de la marca comunitaria, y los regímenes nacionales de marcas.  Las disposiciones sustantivas de éstos se armonizan mediante la Directiva 2008/95/CE, por lo que se aplica la misma protección en todos los Estados miembros.

246. La legislación de la UE en materia de marcas comunitarias no reemplaza a las leyes de sus Estados miembros.  Asimismo, los dos regímenes tienen requisitos de cobertura y aplicación diferentes.  Se establece un vínculo por medio del concepto de antigüedad, es decir, la posibilidad de reivindicar, al aplicar la marca comunitaria, la antigüedad de una marca anterior en el Estado miembro en el que se haya registrado o para el que se haya registrado, preservando los derechos anteriores aunque no se renueve la marca anterior.  Otro vínculo es el concepto de conversión, a saber, la posibilidad de convertir una solicitud de marca comunitaria que haya sido denegada, o declarada nula o caducada, en una solicitud de marca nacional en todos los Estados miembros en los que las causas de denegación no sean aplicables.  Las subsiguientes solicitudes de marcas nacionales conservarán la fecha de presentación de la solicitud de marca comunitaria.

247. Las empresas pueden registrar una marca en cada uno de los 27 Estados miembros de la UE y, al mismo tiempo, una marca comunitaria.  Se puede iniciar un procedimiento de oposición contra una solicitud de marca nacional sobre la base de una marca comunitaria anterior.  Por lo tanto, el registro de una marca comunitaria puede impedir el registro por terceros de una marca específica como marca nacional.  En cambio, si una empresa decide registrar una marca a nivel nacional y no como marca comunitaria, otra empresa podría registrar el mismo signo en otro Estado miembro.  Las infracciones de marcas son competencia de los tribunales nacionales especializados de primera y segunda instancia, o "tribunales de marcas comunitarias", de conformidad con el Reglamento No 207/2009 sobre la marca comunitaria.

248. La marca comunitaria tiene validez en el conjunto de la UE, y la Oficina de Armonización del Mercado Interior (OAMI) se encarga de su registro y administración.  En mayo de 2009, se redujeron las tasas de la OAMI y se simplificaron los procedimientos para el registro de una marca comunitaria.  La tasa de registro fue suprimida, de modo que las empresas pagan 1.050 euros en lugar de 1.750 euros por la solicitud y el registro de una marca comunitaria;  la tasa del registro electrónico de una marca también se redujo, de 1.600 a 900 euros.  Se estimó que estas medidas podrían suponer un ahorro de unos 60 millones de euros al año para las empresas.
  El tiempo de tramitación para el registro de una marca comunitaria "simple" (sin procedimiento de oposición) se redujo de ocho a siete meses.

249. Dado el tiempo transcurrido entre la armonización de la legislación en materia de marcas y la creación de la marca comunitaria, así como las crecientes exigencias de las partes interesadas, la Comisión Europea llevó a cabo una evaluación del funcionamiento general del régimen de marcas en Europa.  Para ello se encargó un amplio estudio cuyo informe final se publicó en marzo de 2011.

250. Sobre la base de una evaluación del impacto que aún no se ha realizado, la Comisión tiene previsto presentar una propuesta global para revisar tanto el Reglamento sobre la marca comunitaria como la Directiva en materia de marcas en octubre de 2011.  Su objetivo es modernizar el régimen de marcas a nivel comunitario y nacional aumentando la efectividad, eficacia y concordancia en su conjunto, en particular mediante una mayor complementariedad entre ambos regímenes que facilite la cooperación entre la OAMI y las oficinas nacionales de marcas.

Indicaciones geográficas
251. A nivel de la UE, hay tres métodos para el registro y la protección de las indicaciones geográficas:  como denominaciones de origen protegidas (DOP) o indicaciones geográficas protegidas (IGP) para los vinos, las bebidas espirituosas, y los productos agrícolas y alimenticios
;  como marcas comunitarias colectivas;  y mediante sistemas nacionales de denominación a nivel de los Estados miembros.

252. Las indicaciones geográficas están protegidas principalmente en virtud de los Reglamentos No 1234/2007 (para los vinos), No 10/2008 (para las bebidas espirituosas), y No 510/2006 (para los productos agrícolas y alimenticios), en forma de denominaciones de origen protegidas o indicaciones geográficas protegidas.  En diciembre de 2010, la Comisión presentó una propuesta de Reglamento sobre los regímenes de calidad de los productos agrícolas.
  Entre otras cosas, proponía reformar el régimen de indicaciones geográficas definiendo con más precisión los criterios de admisibilidad, reduciendo el proceso de aplicación, e invitando a los grupos de productores a asumir una función administrativa más importante.  Asimismo, la Dirección General de Comercio encargó un estudio sobre la protección de las indicaciones geográficas para los productos no agrícolas.
  En el estudio se determinó que, si bien es difícil llegar a una conclusión sobre la eficacia de los instrumentos jurídicos en materia de protección de los productos no agrícolas mediante indicaciones geográficas, muchos productores consideran el marco jurídico existente en la UE para las DOP y las IGP como una vía interesante.

253. Las solicitudes de indicaciones geográficas para los productos originarios de una zona geográfica de la UE se envían al Estado miembro pertinente;  si éste considera que la solicitud cumple los requisitos de registro, entonces la remite a la Comisión Europea.  Los Estados miembros pueden cobrar una tasa para cubrir sus costos.  La Comisión verifica el cumplimiento de las condiciones.  Si la Comisión considera satisfactoria la solicitud, publica sus conclusiones favorables en el Diario Oficial y, si no se plantean objeciones en un plazo de seis meses, el producto es registrado.

254. El sistema de registro y la protección de las indicaciones geográficas también puede utilizarse para productos de terceros países.  Para las indicaciones geográficas de productos no originarios de la UE, la solicitud podrá enviarse directamente a la Comisión, o a las autoridades del país en el que esté situada la zona geográfica, que remitirá la solicitud a la Comisión Europea.  No se aplican tasas a las solicitudes de terceros países.
  Las autoridades señalan que, el tiempo medio de registro para las indicaciones geográficas extranjeras y europeas es de tres años.

255. Según la Base de Datos de Origen y Registro (DOOR) en línea (para productos agrícolas y alimenticios), entre las 970 indicaciones geográficas (505 DOP y 465 IGP) figuran dos nombres de terceros países (Café de Colombia y Longkou Fensi (fideos)).
  El registro de vinos contiene 1.923 nombres (1.336 DOP y 587 IGP)
, entre los cuales figuran dos nombres de terceros países (Vale dos Vinhedos (Brasil), y Napa Valley (Estados Unidos)).  El registro de bebidas espirituosas contiene 330 nombres, entre los cuales figuran dos nombres de terceros países (Ron de Guatemala (Guatemala), y Pisco (Perú)), si bien, en este momento, ninguno de los dos tiene la condición de indicación geográfica.
  Desde 2009 se ha registrado una indicación geográfica extranjera:  la Comisión señaló que sólo se han recibido unas pocas solicitudes de terceros países, y ninguna de ellas ha sido denegada.
  En el período objeto de examen no se recibieron solicitudes de terceros países para los vinos o las bebidas espirituosas.
256. Un gran número de indicaciones geográficas de terceros países se protegen mediante acuerdos bilaterales firmados por la UE con sus interlocutores comerciales.
  En julio de 2010, la UE y Suiza concluyeron las negociaciones sobre un acuerdo que abarca las indicaciones geográficas para productos agrícolas y alimenticios (800 indicaciones geográficas comunitarias y 22 suizas) registradas antes del 15 de septiembre de 2009;  las indicaciones geográficas de los vinos y las bebidas espirituosas están protegidas desde 2002 en el marco del acuerdo sobre el comercio de productos agrícolas, cuya ratificación por ambas Partes está pendiente.  La UE y China también están avanzando hacia una mayor protección de las indicaciones geográficas.  En 2007 se inició el "proyecto 10 más 10", en virtud del cual se protegerán 10 indicaciones geográficas comunitarias en el mercado chino y 10 indicaciones geográficas chinas en el mercado comunitario.  Las negociaciones bilaterales entre la UE y China en materia de indicaciones geográficas siguen en curso.

257. De conformidad con el Reglamento sobre la marca comunitaria, las indicaciones geográficas pueden protegerse como marcas colectivas comunitarias.
  Las marcas que identifican el origen geográfico de un producto pueden registrarse, a condición de que no se hayan convertido en marcas genéricas en el sector comercial de que se trate.  Las marcas colectivas pueden ser solicitadas por las asociaciones de fabricantes, productores, proveedores de servicios o comerciantes, y sólo podrán ser utilizadas por los miembros de esas asociaciones.  Las marcas comunitarias no sirven para identificar la calidad de un producto.

258. Las indicaciones geográficas también pueden protegerse y aplicarse mediante normas en materia de etiquetado, leyes sobre la competencia desleal, legislación aduanera, normas de comercialización y otros regímenes de DPI aplicados en la UE y a nivel nacional en los Estados miembros.  Algunos Estados miembros aplican regímenes específicos de indicaciones geográficas que abarcan productos que no están comprendidos en el régimen de la UE (como los productos de artesanía), e indicaciones geográficas de productos agrícolas pendientes de registro en la UE.  Para éstos, los Estados miembros prevén una protección temporal dentro de su territorio nacional.  Una vez que la indicación geográfica del producto agrícola figura en el registro comunitario, el nombre sólo recibe protección jurídica en virtud del régimen de la UE.  Entre otros, el Tribunal de Justicia de la UE confirmó la exclusividad del régimen de la UE con respecto a la protección jurídica de las indicaciones geográficas de nombres registrados en su sentencia de 8 de septiembre de 2009 en el asunto C-478-07 (Budějovický Budvar narodni podnik/Rudolf Ammersin GmbH, DO C 22, de 26 de enero de 2008).  La UE ha adoptado medidas encaminadas a aumentar la visibilidad del régimen comunitario exigiendo que aparezcan en la etiqueta los logotipos o el nombre del régimen de la UE.  Estas disposiciones son opcionales para las indicaciones geográficas de terceros países registradas en la UE.

c)
Observancia
259. La observancia de los derechos de propiedad intelectual en la UE se rige por la Directiva 2004/48 relativa al respeto de los DPI y la Directiva 2001/29 relativa a los derechos de autor, y por lo que se refiere a la observancia en las fronteras de la UE, el Reglamento (CE) No 1383/2003 del Consejo y el Reglamento de aplicación (CE) No 1891/2004 de la Comisión (cuadro AIII.2).  Se designan autoridades encargadas de hacer cumplir la ley distintas de las Aduanas para llevar a cabo el control interno de la observancia de los DPI en el territorio de los Estados miembros.

Aduanas
260. En la frontera exterior de la UE, las autoridades aduaneras pueden suspender el despacho de mercancías o proceder a su retención si se sospecha o se determina que han infringido derechos de propiedad intelectual.  En la mayoría de los casos, las autoridades aduaneras intervienen en respuesta a las solicitudes de los titulares de derechos:  el número de solicitudes ha ido aumentando a lo largo de los años, y en 2009, menos del 10 por ciento de los casos se iniciaron de oficio.
  Sin embargo, las autoridades aduaneras también pueden actuar de oficio si tienen razones suficientes para sospechar que las mercancías infringen un DPI.  Entonces, las autoridades aduaneras notifican la retención o suspensión al importador y al titular del derecho.  Éste último debe presentar una solicitud de intervención dentro de los tres días siguientes a la recepción de la notificación.  De no hacerlo, se procederá al despacho de las mercancías.

261. En 2009, hubo más de 43.500 casos de retenciones de mercancías por las autoridades aduaneras, con un total de 118 millones de artículos (cuadro III.13).  Casi en la mitad de estas retenciones, las mercancías fueron destruidas de forma inmediata y en una cuarta parte de los casos, se inició un procedimiento judicial a fin de determinar la infracción.  En el 12 por ciento de los procedimientos judiciales iniciados, las mercancías fueron despachadas porque parecían ser mercancías originales no infractoras, o porque el titular del derecho no tomó ninguna medida tras la notificación por las autoridades aduaneras.  En el 85 por ciento de los casos, la intervención de las autoridades aduaneras comenzó cuando las mercancías estaban en proceso de importación;  en el 9 por ciento, las mercancías fueron descubiertas mientras estaban en tránsito hacia la UE, y en el 3,5 por ciento, mientras estaban en tránsito hacia un destino declarado fuera de la UE.

Cuadro III.13

Observancia de los derechos de propiedad intelectual, 2007-2009

	
	2007
	2008
	2009

	Intervenciones aduaneras
	
	
	

	Solicitudes presentadas por los titulares de derechos
	10.260
	12.866
	14.797

	Número de casos
	43.671
	49.381
	43.572

	Número de artículos
	79.076.458
	178.908.278
	117.959.298


	 Desglose de los casos en 2009

 (%)


	DPI en relación con los artículos retenidos
	Marcas
	90,05

	
	Patentes
	4,99

	
	Derecho de autor/derechos conexos
	3,57

	
	Dibujos y modelos
	1,32

	
	Obtenciones vegetales
	0,05


	
	Denominación de origen protegida
	0,00

	Resultados
	Destrucción de mercancías
	47,44

	
	Procedimientos judiciales iniciados
	23,22

	
	Casos en que no se adoptaron medidas
	6,11

	
	Casos pendientes
	5,05

	
	Mercancías originales
	4,34

	
	Soluciones extrajudiciales
	0,07

	
	No se dispone de datos
	13,78

	Casos por procedimiento
	Importaciones
	85,43

	
	Tránsito en la UE
	8,98

	
	Tránsito
	3,49

	
	Contrabando
	0,82

	
	Almacenamiento
	0,64

	
	Transbordo
	0,33

	
	Exportaciones
	0,31

	
	Reexportaciones
	0,01

	Cuatro categorías principales de productos
	Cigarrillos
	19

	
	Demás productos del tabaco
	16

	
	Etiquetas y símbolos
	13

	
	Medicamentos y otros productos
	10


..
No disponible.

Fuente:
UE (2010), "Report on EU Customs Enforcement of Intellectual Property Rights:  Results at the EU Border - 2009".  Consultado en:  http://ec.europa.eu/taxation_customs/resources/documents/customs/customs_controls/counterfeit_piracy/ statistics/index_en.htm.
262. En mayo de 2010, el Brasil y la India solicitaron celebrar consultas con la UE y los Países Bajos con respecto al trato aduanero de los medicamentos en tránsito a través de los puertos comunitarios, producidos en la India y destinados a países en desarrollo.  La suspensión del despacho por las autoridades aduaneras de ciertos Estados miembros de la UE se basaba en la supuesta infracción de derechos de propiedad intelectual en el país de tránsito, en virtud de lo dispuesto en el Reglamento (CE) No 1383/2003 del Consejo y en la legislación nacional de los Estados miembros afectados (capítulo II 3)).

263. En el marco del plan de acción aduanero de la UE para luchar contra la vulneración de los DPI, para los años 2009 a 2012, la prioridad de la Comisión y los Estados miembros es fortalecer la observancia en las aduanas.
  En este contexto, en marzo de 2010, la Comisión inició un proceso de consulta para examinar el Reglamento (CE) No 1383/2003 del Consejo, de 22 de julio de 2003.  La Comisión tiene la intención de presentar una propuesta de revisión del Reglamento en 2011.
  El objetivo del proyecto de Reglamento es fortalecer la observancia de los DPI en las aduanas y, a un tiempo, simplificar los procedimientos.  En diciembre de 2010, la Comisión también presentó un informe sobre la aplicación de la Directiva 2004/48/CE.  En el informe se concluyó que la Directiva establecía una base sólida para la observancia de los DPI en el mercado interior, y traía consigo una mejora considerable del marco jurídico nacional.  No obstante, en el mismo informe también se pidieron más aclaraciones sobre sus disposiciones, ya que los Estados miembros (y los tribunales) tienen diferentes interpretaciones.
  En enero de 2011, la Comisión inició una consulta sobre el informe de la Comisión relativo a la observancia de los derechos de propiedad intelectual, con objeto de identificar cuestiones adicionales que deberían abordarse en el marco de una posible revisión de la Directiva.

Observatorio Europeo de la Falsificación y la Piratería
264. Si bien todas las mercancías que entran en la UE o salen de ella pueden estar sujetas a examen, las aduanas sólo pueden examinar una pequeña parte de ellas.  Por lo tanto, las aduanas dependen de la información facilitada por los titulares de derechos para identificar las mercancías infractoras.  También es importante la información sobre la producción, el transporte y las características físicas de los productos originales.
  Por consiguiente, la observancia de los DPI requiere la coordinación entre las administraciones públicas y las empresas.  Por ello, se estableció el Observatorio Europeo de la Falsificación y la Piratería como plataforma de intercambio de información.

265. El Observatorio se puso en marcha de forma oficial en 2009, como una plataforma paneuropea de ayuda en la lucha contra la falsificación y la piratería con asociaciones de representantes europeos y nacionales de los principales sectores afectados y que más activamente luchan contra la falsificación y la piratería.  Actualmente, el Observatorio está integrado por representantes de más de 40 partes interesadas privadas, 27 Estados miembros y la Comisión.  Su función fue acordada por las partes interesadas del sector privado y los Estados miembros, y se basa en la Resolución del Consejo de 2008
, la Comunicación de la Comisión titulada "Mejorar el respeto de los derechos de propiedad intelectual en el mercado interior"
, y la posterior Resolución del Consejo de 1o de marzo de 2010 sobre el respeto de los derechos de propiedad intelectual en el mercado interior.

266. Un estudio de 2010 sobre los sistemas rápidos de intercambio de información para la observancia comprende una evaluación comparativa de las iniciativas de administración electrónica a nivel nacional y europeo, así como una evaluación de las necesidades para la cooperación administrativa y el intercambio de información en materia de falsificación y piratería.  La Comisión también publicó un estudio sobre la observancia del derecho de autor y la protección de datos en línea en determinados Estados miembros (Study on Online Copyright Enforcement and Data Protection in Selected Member States).  Además, la Dirección General de Mercado Interior inició una licitación para la realización de un amplio estudio que, mediante la definición de una metodología, cuantificara el alcance, la escala y el impacto de la falsificación y la piratería en el mercado interior europeo.  Este estudio representará el primer paso hacia el desarrollo de políticas basadas en pruebas en la esfera de los derechos de propiedad intelectual.
  Está previsto que el estudio se haya completado a finales de 2011.
267. Se espera que, para finales de 2011, la Comisión adopte una estrategia revisada de protección y observancia de los derechos de propiedad intelectual en terceros países, sobre la base de un reciente estudio
 en el que se evalúa la aplicación de la estrategia inicial (2004)
, y de aportaciones adicionales, en particular una consulta pública.

Cooperación internacional en materia de observancia de los DPI
268. La UE sigue luchando contra la falsificación y la piratería, tanto de forma unilateral como mediante acuerdos bilaterales, regionales y multilaterales.  Varios acuerdos comerciales concluidos o negociados por la UE contienen cláusulas detalladas en materia de DPI, especialmente con respecto a las medidas de observancia y en frontera.

269. La UE ha firmado acuerdos de libre comercio con Chile, México y Sudáfrica, y desde 2007 la Comisión ha propuesto una nueva generación de estos acuerdos con disposiciones detalladas sobre la observancia de los DPI.  El primer acuerdo de libre comercio de la nueva generación, con Corea del Sur
, fue concluido y firmado en 2010.  La UE también concluyó acuerdos de libre comercio con América Central, Colombia y el Perú, que contienen disposiciones detalladas sobre la protección y observancia eficaces de los DPI.  Se está adoptando un enfoque similar en las negociaciones en curso sobre acuerdos de libre comercio con la India, el MERCOSUR y Singapur, así como en acuerdos de cooperación no preferenciales con China y Rusia.
270. La UE también firmó acuerdos de asociación económica con el grupo de países de África, del Caribe y del Pacífico (ACP).  No obstante, en 2009, sólo habían entrado en vigor un acuerdo pleno de asociación económica (UE-CARIFORUM) y algunos provisionales (capítulo II 4)).  Las negociaciones para la mayor parte de los demás acuerdos de asociación económica están en curso.  En 1997-1999 se concluyeron nueve acuerdos de asociación y cooperación con países de Europa oriental, el Cáucaso meridional y Asia central.  No obstante, la Secretaría sigue sin tener una idea clara de la medida en la que estos acuerdos abarcan los DPI y su protección.

271. Al mismo tiempo, se están fortaleciendo las actividades de observancia y cooperación a nivel bilateral, por ejemplo con la Argentina, el Brasil, China, Rusia, Tailandia y Ucrania, con objeto de abordar los problemas planteados por los titulares de derechos de la UE.  Estas actividades comprenden diálogos estructurados sobre la propiedad intelectual, así como un plan de acción específico con China, centrado en el fortalecimiento de la cooperación de las autoridades aduaneras para la observancia de los DPI, a fin de reducir la cantidad de mercancías falsificadas y pirateadas objeto de comercio bilateral.

272. La UE también participa activamente en las negociaciones sobre un acuerdo plurilateral:  el Acuerdo Comercial de Lucha contra la Falsificación (ACTA).  Los debates sobre este acuerdo comenzaron en 2007 y las negociaciones formales se iniciaron en junio de 2008.  El 3 de diciembre de 2010, cada una de las Partes presentó el texto final del acuerdo para la firma.
  Según la UE, este Acuerdo tiene por objeto mejorar las normas internacionales sobre la adopción de medidas contra las infracciones de los DPI en gran escala.
  Su objetivo se persigue por medio de tres componentes principales:  i) la cooperación internacional;  ii) las prácticas de observancia;  y iii) el marco jurídico de la observancia de los DPI.  Los negociadores de la UE establecieron que el ACTA está en plena conformidad con el acervo comunitario y, por lo tanto, no será necesario realizar cambios en la legislación de la UE.
� Reglamento (CEE) No 2913/92 del Consejo, de 12 de octubre de 1992 (DO L 302, de 19 de octubre de 1992);  y Reglamento (CEE) No 2454/93 de la Comisión, de 2 de julio de 1993 (DO L 253, de 11 de octubre de 1993).


� Reglamento (CE) No 450/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2008 (DO 145, de 4 de junio de 2008).


� Párrafo 16) del artículo 4 del Reglamento (CEE) No 2913/92 del Consejo, de 12 de octubre de 1992.


� Información en línea de la Comisión Europea, "Legislation".  Consultada en:  �HYPERLINK "http://ec.europa.eu/taxation_customs/common/legislation/index_en.htm"��http://ec.europa.eu/taxation_customs/common/legislation/index_en.htm�.


� Documento TAXUD/1426/2007, Revisión 2 de la Comisión Europea, de 18 de diciembre de 2008.  Consultado en:  �HYPERLINK "http://ec.europa.eu/taxation_customs/resources/documents/customs/policy_issues/customs_trade_consultations/tcg_terms_of_reference_en.pdf"��http://ec.europa.eu/taxation_customs/resources/documents/customs/policy_issues/customs_ trade_consultations/tcg_terms_of_reference_en.pdf�.


� Artículo 243, Reglamento (CEE) No 2913/92 del Consejo, de 12 de octubre de 1992.


� Véase, por ejemplo, el documento WT/TPR/M/214 de la OMC, de 8 de junio de 2009, y Add.1, de 2 de julio de 2009.


� Documento WT/TPR/M/214 de la OMC, de 8 de junio de 2009.


� Véanse los documentos de la serie WT/DS315 de la OMC.


� Sobre la base de información en línea del Banco Mundial, "Doing Business:  Midiendo regulaciones para hacer negocios", que recopila los procedimientos que se requieren para exportar e importar un cargamento estándar de mercaderías por transporte oceánico.  Se registran todos los procedimientos oficiales para exportar e importar la mercadería -desde el acuerdo contractual entre las dos partes hasta la entrega- junto con el tiempo y el costo requeridos para completarlos.  Consultado en: �HYPERLINK "http://espanol.doingbusiness.org/methodology/trading-across-borders"��http://www.doingbusiness.org/methodology/trading-across-borders�.


� Véase el documento TAXUD D(2009) 1608 rev. 5 de la Comisión Europea, de 26 de noviembre de 2010.  Consultado en:  �HYPERLINK "http://ec.europa.eu/ecip/documents/who_is/eori_national_implementation_en.pdf"��http://ec.europa.eu/ecip/documents/who_is/eori_national_implementation_en.pdf�;  y TAXUD/2008/1633 rev.2, de 23 de agosto de 2010.  Consultado en:  �HYPERLINK "http://ec.europa.eu/ecip/documents/who_is/taxud1633_2008_rev2_en.pdf"��http://ec.europa.eu/ecip/documents/ who_is/taxud1633_2008_rev2_en.pdf�.


� Reglamento (CE) No 648/2005, de 13 de abril de 2005 (DO L 117, de 4 de mayo de 2005);  Reglamento (CE) No 1875/2006 de la Comisión, de 18 de diciembre de 2006 (DO L 360, de 19 de diciembre de 2006);  Reglamento (CE) No 312/2009 de la Comisión, de 16 de abril de 2009 (DO L 98, de 17 de abril de 2009);  y Reglamento (CE) No 414/2009 de la Comisión, de 30 de abril de 2009 (DO L 125, de 21 de mayo de 2009).


� Reglamento (CE) No 648/2005 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de abril de 2005.


� Artículos 4f-j.


� Párrafo 4) del artículo 4, Decisión No 70/2008/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de enero de 2008 (DO L 23, de 26 de enero de 2008).


� Párrafo 2) del artículo 5 bis, Reglamento (CEE) No 2913/92 del Consejo, de 12 de octubre de 1992 y artículo 14h-k, Reglamento (CEE) No 2454/93 de la Comisión, de 2 de julio de 1993.


� Documento TAXUD/2006/1450 de la Comisión Europea, de 29 de junio de 2007.  Consultado en: �HYPERLINK "http://ec.europa.eu/ecip/documents/who_is/aeo_guidelines_es.pdf"��http://ec.europa.eu/ecip/documents/who_is/aeo_guidelines_es.pdf�.


� Artículos 324 sexies, 445, y 448.


� Documento TAXUD/2006/1450 de la Comisión Europea, de 29 de junio de 2007.  Consultado en: �HYPERLINK "http://ec.europa.eu/ecip/documents/who_is/aeo_guidelines_es.pdf"��http://ec.europa.eu/ecip/documents/who_is/aeo_guidelines_es.pdf�.


� Artículo 12, Reglamento (CEE) No 2913/92 del Consejo, de 12 de octubre de 1992.


� Artículos 5 y 11, Reglamento (CEE) No 2454/93 de la Comisión, de 2 de julio de 1993.


� Artículo 9.


� Información en línea de la Comisión Europea, "Información arancelaria europea vinculante".  Consultada en:  �HYPERLINK "http://ec.europa.eu/taxation_customs/dds2/ebti/ebti_home.jsp?Lang=es&Screen=0"��http://ec.europa.eu/taxation_customs/dds2/ebti/ebti_home.jsp?Lang=es&Screen=0�.


� Documentos L/5008 y VAL/2/Rev.1/Add.6 del GATT, de 22 de julio de 1980 y 29 de octubre de 1981, respectivamente.


� Párrafo 1 e) del artículo 32, Reglamento (CEE) No 2913/92 del Consejo, de 12 de octubre de 1992.


� Documento TAXUD/800/2002-ES de la Comisión Europea, septiembre de 2008.  Consultado en: �HYPERLINK "http://ec.europa.eu/taxation_customs/resources/documents/customs/customs_duties/declared_goods/european/compendium_2007_es.pdf"��http://ec.europa.eu/taxation_customs/resources/documents/customs/customs_duties/declared_goods/european/compendium_2008_es.pdf�.


� Artículo 24, Reglamento (CEE) No 2913/92 del Consejo, de 12 de octubre de 1992.


� Información en línea de la Comisión Europea, "Table of list rules applicable to products".  Consultada en:  �HYPERLINK "http://ec.europa.eu/taxation_customs/customs/customs_duties/rules_origin/non-preferential/article_1622_en.htm"��http://ec.europa.eu/taxation_customs/customs/customs_duties/rules_origin/non-preferential/ article_1622_en.htm�.


� Documento COM(2005) 661 final de la Comisión Europea, de 16 de diciembre de 2005.  Consultado en: �HYPERLINK "http://www.europarl.europa.eu/meetdocs/2009_2014/documents/com/com_com(2005)0661_/com_com(2005)0661_es.pdf"��http://www.europarl.europa.eu/meetdocs/2009_2014/documents/com/com_com(2005)0661_/com_com (2005)0661_es.pdf�;  y comunicado de prensa del Parlamento Europeo, "La Eurocámara apoya indicar el país de origen de los productos importados", de 21 de octubre de 2010.  Consultada en:  http://www.europarl.europa.eu/es/pressroom/content/20101020IPR89448/html/La-Eurocámara-apoya-indicar-el-pa%C3%ADs-de-origen-de-los-productos-importados.


� Reglamento (UE) No 1063/2010 de la Comisión, de 18 de noviembre de 2010 (DO L 307, de 23 de noviembre de 2010).


� Información en línea de la UE, "New developments:  the future of rules of origin".  Consultada en:  �HYPERLINK "http://ec.europa.eu/taxation_customs/customs/customs_duties/rules_origin/preferential/article_777_en.htm"��http://ec.europa.eu/taxation_customs/customs/customs_duties/rules_origin/preferential/article_777_en.htm�.


� Documento interno TAXUD/GSP-RO/IA/1/07 de la Comisión Europea, de 25 de octubre de 2007.  Consultado en:  �HYPERLINK "http://ec.europa.eu/taxation_customs/customs/customs_duties/rules_origin/preferential/article_777_en.htm"��http://ec.europa.eu/taxation_customs/customs/customs_duties/rules_origin/preferential/ article_777_en.htm�.


� Brunei-Darussalam; Camboya; Filipinas; Indonesia; Lao; República Democrática Popular; Malasia; Singapur; Tailandia y Viet Nam (grupo I);  Bolivia; Colombia; Costa Rica; Ecuador; El Salvador; Guatemala; Honduras; Nicaragua; Panamá; Perú y Venezuela (grupo II);  y Bangladesh; Bhután; India; Maldivas; Nepal; Pakistán y Sri Lanka (grupo III).


� Acuerdo en forma de Canje de Notas entre la Comunidad Europea y cada uno de los países de la AELC que conceden preferencias arancelarias en el marco del sistema de preferencias generalizadas (Noruega y Suiza), por el que se establece que las mercancías que incorporan un elemento de origen noruego o suizo se tratarán a su llegada al territorio aduanero de la Comunidad Europea como mercancías que incorporan un elemento de origen comunitario (Acuerdo recíproco), DO L 38, de 8 de febrero de 2001.


� Documento WT/TPR/M/214/Add.1 de la OMC, de 2 de julio de 2009.


� Artículo 31, Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea�.


� Reglamento (CEE) No 2658/87 del Consejo, de 23 de julio de 1987 (DO L 256, de 7 de septiembre de 1987).


� La última versión figura en el Reglamento (UE) No 861/2010 de la Comisión, de 5 de octubre de 2010 (DO L 284, de 29 de octubre de 2010).


� Información en línea de la Comisión Europea, "Online customs tariff database (TARIC)".  Consultada en:  �HYPERLINK "http://ec.europa.eu/taxation_customs/customs/customs_duties/tariff_aspects/customs_tariff/index_en.htm"��http://ec.europa.eu/taxation_customs/customs/customs_duties/tariff_aspects/ customs_tariff/index_en.htm�.


� Las disposiciones de aplicación de los precios de entrada de las frutas y hortalizas se establecen en el Reglamento (CE) No 1580/2007, de 21 de diciembre de 2007 (DO L 350, de 31 de diciembre de 2007).


� No se estimaron EAV para las líneas con un nivel de importaciones muy bajo o nulo, y sin precios de entrada;  con respecto a los tipos compuestos o mixtos, sólo se utilizó el componente ad valorem para el análisis.


� La Comisión indica que cualquier cálculo de EAV tiene deficiencias que pueden dar lugar a distorsiones en la identificación del nivel real de protección arancelaria.  La Comisión señala que, por lo tanto, es importante considerar los resultados de los cálculos de EAV con suma cautela, teniendo presente que en el resultado pueden influir varios elementos, en particular:  el período de base y los interlocutores seleccionados;  los precios de los productos básicos;  los tipos de cambio;  las perturbaciones en mercados específicos;  el trato de los aranceles mixtos y las líneas arancelarias para las que no se dispone de datos comerciales;  y la medida en la que el comercio preferencial se incluye en el cálculo del valor unitario.


� Documento WT/LET/666 de la OMC, de 19 de marzo de 2010.


� Documento WT/L/809 de la OMC, de 16 de diciembre de 2010.


� Documento 98/C 128/02 de la Comisión Europea (DO C 128/2, de 25 de abril de 1998).


� Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006 (DO L 347, de 11 de diciembre de 2006).


� Artículos 102-129, Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006.


� Documento COM(2010) 695 final de la Comisión Europea, 1o de diciembre de 2010.  Consultado en: �HYPERLINK "http://ec.europa.eu/taxation_customs/resources/documents/common/consultations/tax/future_vat/com(2010)695_es.pdf"��http://ec.europa.eu/taxation_customs/resources/documents/common/consultations/tax/future_vat/com(2010)695_es.pdf�.


� Artículos 395 y 396, Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006.


� Información en línea de la Comisión Europea, "Table of derogations".  Consultada en:  �HYPERLINK "http://ec.europa.eu/taxation_customs/taxation/vat/key_documents/table_derogations/index_en.htm"��http://ec.europa.eu/taxation_customs/taxation/vat/key_documents/table_derogations/index_en.htm�.


� Artículo 394, Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006.


� Directiva 92/83/CEE del Consejo, de 19 de octubre de 1992 (DO L 316, de 31 de octubre de 1992);  Directiva 92/84/CEE del Consejo, de 19 de octubre de 1992 (DO L 316, de 31 de octubre de 1992);  Reglamento (CE) No 3199/93 de la Comisión, de 22 de noviembre de 1993 (DO L 288, de 23 de noviembre de 1993);  Directiva 95/59/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 1995 (DO L 291, de 6 de diciembre de 1995);  Directiva 92/79/CEE del Consejo, de 19 de octubre de 1992 (DO L 316, de 31 de octubre de 1992);  Directiva 92/80/CEE del Consejo, de 19 de octubre de 1992 (DO L 316, de 31 de octubre de 1992);  y Directiva 2003/96/CE del Consejo, de 27 de octubre de 2003 (DO L 283, de 31 de octubre de 2003).


� Directiva 2010/12/UE del Consejo, de 16 de febrero de 2010 (DO L 50, de 27 de febrero de 2010).


� Documento COM(2006) 486 final de la Comisión Europea, de 8 de septiembre de 2006.  Consultado en:  �HYPERLINK "http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2006:0486:FIN:ES:PDF"��http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2006:0486:FIN:ES:PDF�.


� Documento Ref 1.032 de la Comisión Europea, Excise Duty Tables (Partes I-III), de enero de 2011.  Consultado en:  �HYPERLINK "http://ec.europa.eu/taxation_customs/taxation/excise_duties/alcoholic_beverages/rates/index_en.htm"��http://ec.europa.eu/taxation_customs/taxation/excise_duties/alcoholic_beverages/rates/ index_en.htm�.


� Párrafo 3 de los artículos 4 y 22.


� Información en línea de la Comisión Europea, "Taxes in Europe database".  Consultada en:  http://ec.europa.eu/taxation_customs/taxation/gen_info/info_docs/tax_inventory/index_en.htm;  y "List of minor taxes, 2010 edition".  Consultado en:  �HYPERLINK "http://ec.europa.eu/taxation_customs/taxation/gen_info/info_docs/tax_inventory/index_en.htm"��http://ec.europa.eu/taxation_customs/taxation/gen_info/info_docs/ tax_inventory/index_en.htm�.  Por impuestos menores se entienden los impuestos que representan menos del 0,1 por ciento del PIB en términos de ingresos.


� Información en línea de Europa, "Speaking Points:  Anti-dumping cases state of play and perspectives", Karel de Gucht, Comisario de Comercio de la UE, de 24 de noviembre de 2010.  Consultada en:  �HYPERLINK "http://trade.ec.europa.eu/doclib/docs/2010/november/tradoc_147051.pdf"��http://trade.ec.europa.eu/doclib/docs/2010/november/tradoc_147051.pdf�.


� Documento SEC(2009) 1413 de la Comisión Europea, de 26 de octubre de 2009.  Consultado en:  �HYPERLINK "http://trade.ec.europa.eu/doclib/docs/2009/october/tradoc_145263.pdf"��http://trade.ec.europa.eu/doclib/docs/2009/october/tradoc_145263.pdf�.


� Información en línea de Europa, "Opening Statement to the European Parliament", Karel de Gucht, Comisario de Comercio de la UE, noviembre de 2010.  Consultada en:  �HYPERLINK "http://trade.ec.europa.eu/doclib/docs/2010/february/tradoc_145788.pdf"��http://trade.ec.europa.eu/doclib/docs/2010/february/tradoc_145788.pdf�.


� Documento SEC(2010) 558 final de la Comisión Europea, de 13 de octubre de 2010.  Consultado en:  �HYPERLINK "http://trade.ec.europa.eu/doclib/docs/2010/december/tradoc_147086.pdf"��http://trade.ec.europa.eu/doclib/docs/2010/december/tradoc_147086.pdf�.


� Véanse los documentos de la OMC de la serie WT/DS405, DS397, y DS385.


� Reglamento (CE) No 1225/2009 del Consejo, de 30 de noviembre de 2009 (DO L 343, de 22 de diciembre de 2009);  y Reglamento (CE) No 597/2009 del Consejo, de 11 de junio de 2009 (DO L 188, de 18 de julio de 2009).


� Comunicado de prensa IP/10/1735 de la Comisión Europea, "Comitología:  nuevas normas para las competencias de ejecución de la Comisión", de 16 de diciembre de 2010.


� Comunicado de prensa IP/10/1735 de la Comisión Europea, "Comitología:  nuevas normas para las competencias de ejecución de la Comisión", de 16 de diciembre de 2010.


� Estos datos se refieren a la situación en agosto de 2010.


� Sólo se tomaron en consideración los derechos antidumping en forma de derechos ad valorem.  Véanse los documentos de la OMC G/ADP/N/180/EEC de 11 de marzo de 2009, G/ADP/N/188/EEC de 6 de noviembre de 2009, G/ADP/N/195/EEC de 31 de marzo de 2010 y G/ADP/N/202/EEC de 5 de octubre de 2010.


� Sólo se tomaron en consideración las medidas compensatorias en forma de derechos ad valorem.  Véanse los documentos de la OMC G/SCM/N/185/EEC de 18 de marzo de 2009, G/SCM/N/195/EEC de 19 de octubre de 2009, G/SCM/N/203/EEC de 26 de abril de 2010 y G/SCM/N/212/EEC de 11 de octubre de 2010.


� Reglamento (CE) No 260/2009 del Consejo, de 26 de febrero de 2009 (DO L 84, de 31 de marzo de 2009).


� Reglamento (CE) No 625/2009 del Consejo, de 7 de julio de 2009, relativo al régimen común aplicable a las importaciones de determinados terceros países, DO L 185, de 17 de julio de 2009.


� Reglamento (CE) No 427/2003 del Consejo, de 3 de marzo de 2003 (DO L 65, de 8 de marzo de 2003).


� Véase DO C 171, de 30 de junio de 2010.


� Reglamento (CE) No 117/2005 de la Comisión, de 26 de enero de 2005 (DO L 24, de 27 de enero de 2005);  y Reglamento (CE) No 469/2005 de la Comisión, de 23 de marzo de 2005 (DO L 78, de 24 de marzo de 2005).


� Párrafo 1) del artículo 11, Reglamento (CE) No 260/2009 del Consejo, de 26 de febrero de 2009, sobre el régimen común aplicable a las importaciones, DO L 84, de 31 de marzo de 2009.


� Párrafo 1 del artículo 3, Acuerdo de Libre Comercio entre la Unión Europea y la República de Corea.  Consultado en:  �HYPERLINK "http://trade.ec.europa.eu/doclib/press/index.cfm?id=443&serie=273&langId=en"��http://trade.ec.europa.eu/doclib/press/index.cfm?id=443&serie=273&langId=en�.


� Reglamento (CE) No 1528/2007 del Consejo, de 20 de diciembre de 2007 (DO L 348, de 31 de diciembre de 2007).


� Documento G/LIC/N/3/EEC/13 de la OMC, de 18 de octubre de 2010.


� Documento G/LIC/N/3/EEC/13 de la OMC, de 18 de octubre de 2010.


� Reglamento (UE) No 1241/2009 de la Comisión, de 16 de diciembre de 2009 (DO L 332, de 17 de diciembre de 2009).


� Reglamento (CE) No 1234/2007 del Consejo, de 22 de octubre de 2007 (DO L 299, de 16 de noviembre de 2007).


� Véase el Reglamento (CE) No 2173/2005 del Consejo, de 20 de diciembre de 2005 (DO L 347, de 30 de diciembre de 2005);  y Reglamento (CE) No 1024/2008 de la Comisión, de 17 de octubre de 2008 (DO L 277, de 18 de octubre de 2008).


� Reglamento (UE) No 995/2010 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de octubre de 2010 (DO L 295, de 12 de noviembre de 2010).


� Párrafo 2) del artículo 4, Reglamento (UE) No 995/2010 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de octubre de 2010.


� Documento WT/TPR/M/214 de la OMC, de 8 de junio de 2009.


� Párrafo 4) del artículo 12 del Reglamento Nº 764/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de julio de 2008 (DO L 218, de 13 de agosto de 2008).  La lista de productos no sujetos a armonización puede consultarse en la dirección:  http://ec.europa.eu/enterprise/intsub/a12/index.cfm?fuseaction=a12.menuproducts.


� Documento de trabajo de los servicios de la Comisión SEC(2009) 1684/2.  Consultado en:  http://ec.europa.eu/eu_law/docs/docs_infringements/annual_report_26/en_sec_sectors_autre_document_travail_service_part1_v4clean.pdf.


� Documento G/TBT/2/Add.12/Rev.3/Suppl.1 de la OMC, de 22 de noviembre de 2006.


� Decisión del Consejo (de 22 de diciembre de 1994) relativa a la celebración en nombre de la Comunidad Europea, por lo que respecta a los temas de su competencia, de los acuerdos resultantes de las negociaciones multilaterales de la Ronda Uruguay, DO L 336, de 23 de diciembre de 1994.


� Documento G/TBT/2/Add.12/Rev.3 de la OMC, de 18 de octubre de 2005.


� Documento G/TBT/ENQ/37 de la OMC, de 15 de junio de 2010.


� Documento G/TBT/10.7/N/108 de la OMC, de 9 de junio de 2010.  Además, en varias notificaciones presentadas por Ucrania con arreglo al párrafo 7 del artículo 10 del Acuerdo OTC se incluyen algunos Estados miembros de la UE como partes en los acuerdos notificados.


� Información en línea de la Comisión Europea, "Tu voz en Europa".  Consultada en:  http://ec.europa.eu/yourvoice/index_es.htm.


� Documento WT/TPR/M/214 de la OMC, de 8 de junio de 2009.


� Documento SEC(2009) 92 de la Comisión Europea, de 15 de enero de 2009.  Consultado en:  http://ec.europa.eu/governance/impact/commission_guidelines/docs/iag_2009_en.pdf.


� Información en línea del Export Helpdesk.  Consultada en:  http://exporthelp.europa.eu/ index_es.html.


� Véase, por ejemplo:  http://ec.europa.eu/enterprise/sectors/index_es.htm.


� Documento WT/TPR/M/214/Add.1 de la OMC, de 2 de julio de 2009.


� Directiva 2001/95/EC del Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de diciembre de 2001 (DO L 11, 15 de enero de 2002).


� Documento G/TBT/M/51 de la OMC, del 1º de octubre de 2010.


� Reglamento (CE) Nº 765/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de julio de 2008 (DO L 218, de 13 de agosto de 2008);  y Decisión Nº 768/2008/EC del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de julio de 2008 (DO L 218, de 13 de agosto de 2008).


� Información en línea de la Comisión Europea, "New Legislative Framework for the marketing of products:  Proposal to align ten product harmonisation directives to Decision 768/2008".  Consultada en:  http://ec.europa.eu/enterprise/newsroom/cf/itemlongdetail.cfm?item_id=4289&lang=es.


� Información en línea de la Comisión Europea, "Single Market for Goods:  Accreditation".  Consultada en:  http://ec.europa.eu/enterprise/policies/single-market-goods/regulatory-policies-common-rules-for-products/new-legislative-framework/accreditation/index_en.htm.


� Artículo 11, Reglamento (CE) Nº 765/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de julio de 2008.


� Documento EA-1/13:  2009 de la Cooperación Europea para la Acreditación, EAs Relationship with Accreditation Bodies not being Members of the EU or EFTA, de mayo de 2009.  En la política de vecindad europea participan:  Argelia, Armenia, la Autoridad Palestina, Azerbaiyán, Belarús, Egipto, Georgia, Israel, Jordania, Líbano, Libia, Moldova, Marruecos, Siria, Túnez, Ucrania.


� Documento ENTR/C1/McM/nt ARES.c1(2010) de la Comisión Europea.  Consultado en:  http://ec.europa.eu/enterprise/policies/single-market-goods/files/new-legislative-framework/nlf_implementation _report_en.pdf.


� Párrafo 1) del artículo 27, Reglamento (CE) Nº 765/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de julio de 2008.


� Reglamento (CE) Nº 764/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de julio de 2008 (DO L 218, de 13 de agosto de 2008).


� Reglamento (CE) Nº 764/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de julio de 2008.


� Directiva 98/34/EC del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de junio de 1998 (DO L 24, de 21 de julio de 1998).


� Documento G/SPS/ENQ/25 de la OMC, de 15 de octubre de 2009.


� Documento G/SPS/NNA/15 de la OMC, de 15 de octubre de 2009.


� Documento G/SPS/N/NLD/69 de la OMC, de 24 de diciembre de 2008.


� Véase la serie de documentos WT/DS389 de la OMC.


� Documento G/SPS/GEN/1051 de la OMC, de 14 de octubre de 2010.


� Reglamento (CE) Nº 178/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero de 2002 (DO L 31, del 1º de febrero de 2002);  Reglamento (CE) Nº 852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004 (DO L 139, de 30 de abril de 2004);  Reglamento (CE) Nº 853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 abril de 2004 (DO L 139, de 30 de abril de 2004);  Reglamento (CE) Nº 854/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004 (DO L 139, de 30 de abril de 2004);  Reglamento (CE) Nº 882/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004 (DO L 191, de 28 de mayo de 2004);  y Directiva 2000/29/EC del Consejo, de 8 de mayo de 2000 (DO L 169, de 10 de julio de 2000).


� Comisión Europea (2007a).


� Párrafo 1) del artículo 6, Reglamento (CE) Nº 178/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero de 2002.


� Párrafo 1) del artículo 7.


� Comisión Europea (2007a).


� Información en línea de la UE, "International Affairs:  Sanitary and Phytosanitary Agreements".  Consultada en:  http://ec.europa.eu/food/international/trade/agreements_en.htm.


� Documento de la Comisión Europea (2006b).


� Documento SANCO/7166/2010 de la Comisión Europea.  Consultado en:  http://ec.europa.eu/food/ international/trade/importing_en.htm.  Véase también la información en línea de la Comisión Europea "International Affairs, Import Conditions".  Consultada en:  http://ec.europa.eu/food/international/ trade/index_en.htm.


� Documento SANCO/7166/2010 de la Comisión Europea.  Consultado en:  http://ec.europa.eu/food/ international/trade/importing_en.htm.  Véase también la información en línea de la Comisión Europea "International Affairs, Import Conditions".  Consultado en:  http://ec.europa.eu/food/international/ trade/index_en.htm.


� La principal legislación sobre bienestar animal se enumera en la información en línea de la Comisión Europea "Animal Welfare:  Main Community Legislative References".  Consultada en:  http://ec.europa.eu/food/animal/welfare/references_en.htm.


� Directiva 97/78/EC del Consejo, de 18 de diciembre de 1997 (DO L 24, de 30 de enero de 1998).


� Directiva del Consejo, de 17 de diciembre de 1996 (DO L 13, 16 de enero de 1997).


� Decisión 94/360/EC, de 20 de mayo de 1994 (DO L 158, de 25 de junio de 1994).


� Albania, Bangladesh, China, Gabón, India, Indonesia, México, Myanmar y Ucrania.  Información en línea de la Comisión Europea, "Special Import Conditions".  Consultado en:  http://ec.europa.eu/food/animal/ bips/special_imports_en.htm.


� Párrafo 2) del artículo 15, Reglamento (CE) Nº 882/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004 (DO L 191, de 28 de mayo de 2004).


� Reglamento (CE) Nº 669/2009 de la Comisión, de 24 de julio de 2009 (DO L 194, de 25 de julio de 2009).


� Directiva 2000/29/EC del Consejo, de 8 de mayo de 2000 (DO L 169, de 10 de julio de 2000).


� Reglamento (CE) Nº 1756/2004 de la Comisión, de 11 de octubre de 2004 (DO L 313, de 12 de octubre de 2004).


� Información en línea de la Comisión Europea, "Notification of Reduced Plant Health Checks for Certain Products".  Consultada en:  http://ec.europa.eu/food/plant/organisms/imports/recommended_ products2008.pdf.


� Artículo 50.


� Comisión Europea (2010e).


� Artículo 23.


� Decisión 2008/47/EC de la Comisión, de 20 de diciembre de 2007 (DO L 11, de 15 de enero de 2008).


� Reglamento (CE) Nº 1829/2003 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de septiembre de 2003 (DO L 268, de 18 de octubre de 2003);  Directiva 2001/18/EC del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de marzo de 2001 (DO L 106, de 17 de abril de 2001);  y Reglamento (CE) Nº 1830/2003 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de septiembre de 2003 (DO L 268, 18 de octubre de 2003).


� Documento COM(2010) 380 final de la Comisión Europea, de 13 de julio de 2010.  Consultado en:  http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2010:0380:FIN:ES:PDF.


� Documento COM(2010) 380 final de la Comisión Europea, de 13 de julio de 2010.  Consultado en:  http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2010:0380:FIN:ES:PDF.


� Caso C-165/08.


� Artículo 161 5), Reglamento (CE) N° 2913/92 del Consejo, de 12 de octubre de 1992.


� Artículo 592 b, Reglamento (CE) N° 2454/93 de la Comisión, de 2 de julio de 1993.


� Artículo 592 a, Reglamento (CE) N° 2454/93 de la Comisión, de 2 de julio de 1993.


� Reglamento (CE) N° 2603/69 del Consejo, de 20 de diciembre de 1969, por el que se establece un régimen común aplicable a las exportaciones (DO L 324, de 27 de diciembre de 1969).


� Código de Conducta de la Unión Europea en materia de exportación de armas, de 5 de junio de 1998.  Consultado en:  http://www.consilium.europa.eu/uedocs/cmsUpload/08675r2en8.pdf.


� Lista Común Militar de la Unión Europea, aprobada por el Consejo el 23 de febrero de 2009 (DO C 65, 19 de marzo de 2009).


� Artículo 2, Reglamento (CE) N° 428/2009 del Consejo, de 5 de mayo de 2009, por el que se establece el régimen comunitario de control de las exportaciones, la transferencia, el corretaje y el tránsito de productos de doble uso, DO L 134, de 29 de mayo de 2009.


� Artículos 4 y 8.


� Artículo 12.


� Documento COM(2008) 854 final, de la Comisión Europea, de 16 de diciembre de 2008.  Consultado en:  http://trade.ec.europa.eu/doclib/docs/2009/january/tradoc_142038.pdf.


� Documento COM(2008) 854 final, de la Comisión Europea, de 16 de diciembre de 2008.  Consultado en:  http://trade.ec.europa.eu/doclib/docs/2009/january/tradoc_142038.pdf.


� Comisión Europea (2010).


� Documento WT/DS316/R de la OMC, de 30 de junio de 2010.


� Al mismo tiempo, la UE impugnó una serie de medidas de los Estados Unidos que afectan al comercio de grandes aeronaves civiles.  En julio de 2010, el Presidente del Grupo Especial establecido en el contexto de esa diferencia, informó al Órgano de Solución de Diferencias que el Grupo esperaba concluir su labor en el primer semestre de 2011.


� Artículo 114.1 b), Reglamento Nº 2913/92 del Consejo, de 12 de octubre de 1992.


� Artículo 114.1 a).


� Directiva 98/29/EC, del Consejo, de 7 de mayo de 1998 (DO L 148, de 19 de mayo de 1998).


� Comunicación de la Comisión -Marco temporal aplicable a las medidas de ayuda estatal para facilitar el acceso a la financiación en el actual contexto de crisis económica y financiera (DO C 16, de 22 de enero de 2009).


� Comunicación de la Comisión a los Estados miembros por la que se modifica la comunicación con arreglo al párrafo 1 del artículo 93 del Tratado de la CE por la que se aplican los artículos 92 y 93 del Tratado al seguro de crédito a la exportación a corto plazo (DO C 325, de 22 de diciembre de 2005).


� Documento SEC(2010) 1462 final, de la Comisión Europea, de 1º de diciembre de 2010.  Consultado en:  http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=SEC:2010:1462:FIN:EN:PDF.


� Comunicación de la Comisión -Marco temporal aplicable a las medidas de ayuda estatal para facilitar el acceso a la financiación en el actual contexto de crisis económica y financiera (DO C 6, de 11 de enero de 2011).


� Comunicación de la Comisión por la que se modifica el período de aplicación de la comunicación de la Comisión a los Estados miembros con arreglo al artículo 93, apartado 1, del Tratado de la CE por la que se aplican los artículos 92 y 93 del Tratado al seguro de crédito a la exportación a corto plazo (DO C 329, de 7 de diciembre de 2010).


� De conformidad con la medición del indicador de "obstáculos a la iniciativa empresarial" correspondiente a 2008, que figura en la base de datos de la OCDE "Indicadores de la reglamentación de los mercados de productos".  Consultada en:  http://www.oecd.org/document/36/0,3343,en_2649_34323_ 35790244_1_1_1_1,00.html.  Se dispone de datos correspondientes a 21 Estados miembros de la UE.


� Comisión Europea (2010d).


� Artículo 63 1).


� Artículo 64, TFUE.


� Artículo 65 1) b).


� Artículo 64, TFUE.


� Artículos 49 y 54, TFUE.


� London Economics (2010).


� Información basada en los datos correspondientes a 2010 relativos a 24 Estados miembros de la UE.  Véase Kalinova, Palerm y Thomsen (2010).  Se dispone de datos correspondientes a 24 Estados miembros de la UE.


� Párrafo 53 1), Verordnung zur Durchführung des Außenwirtschaftsgesetzes.


� El Decreto enumera los siguientes sectores sensibles:  juegos de azar;  seguridad privada;  investigación, desarrollo, y producción para frenar el uso de patógenos o toxinas en actividades terroristas;  equipo para interceptar comunicaciones;  ensayo y certificación de sistemas de tecnología de la información;  suministro de bienes o servicios relacionados con sistemas de seguridad de la información;  productos y tecnología de doble uso;  equipo y servicios de criptología;  empresas certificadas en el ámbito de la defensa nacional;  producción o comercio de armas, municiones y explosivos para aplicaciones militares, o equipo utilizado en actividades bélicas;  y empresas bajo contrato para realizar actividades de investigación o suministrar equipo al Ministerio de Defensa o a sus subcontratistas.  Artículos R153-1 y 2, Código Monetario y Financiero.


� Artículos R153-3 y siguientes.  Código Monetario y Financiero.


� Comunicado de prensa IP/06/1353 de la Comisión Europea, "Free movement of capital:  Commission calls on France to modify its legislation establishing an authorisation procedure for foreign investments in certain sectores of activity", de 12 de octubre de 2006.  Consultado en:  http://europa.eu/rapid/pressReleasesAction.do?reference=IP/06/1353&format=HTML&aged=0&language=EN&guiLanguage=en.


� Documento G/STR/N/12/EEC de la OMC, de 18 de septiembre de 2009.


� Medido en función del indicador del ámbito de las empresas públicas correspondiente a 2008, base de datos del Sistema de Indicadores de Regulación de Mercados de Productos, de la OCDE.  Consultada en:  http://www.oecd.org/document/ 36/0,3746,en_2649_34323_ 35790244_1_1_1_1,00.html.  Los datos corresponden a 21 Estados miembros de la UE.


� Directiva 2008/6/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de febrero de 2008 (DO L 52, 27 de febrero de 2008).


� ITA Consulting GmbH y WIK-Consult GmbH (2009).


� Documento G/SCM/N/186/EEC de la OMC, de 23 de diciembre de 2009.  Las subvenciones otorgadas por los distintos Estados miembros se indican en las adiciones a esta notificación.


� Documentos G/SCM/Q2/EEC/62 a 66 de la OMC.


� Artículo 107 1).


� Documento DAF/COMP/GF/WD(2010)3 de la OCDE, de 11 de enero de 2010.  Consultado en:  http://www.oecd.org/ dataoecd/52/2/44377696.pdf;  y Comisión Europea (2008).


� Comisión Europea (2008).


� Reglamento (CE) Nº 800/2008 de la Comisión, de 6 de agosto de 2008 (DO L 214, 9 de agosto de 2008).


� Reglamento (CE) Nº 1998/2006 de la Comisión, de 15 de diciembre de 2006 (DO L 379, 28 de diciembre de 2006).


� Cifra relativa a la ayuda concedida a la industria y los servicios.


� Documento G/SCM/N/186/EEC de la OMC, de 23 de diciembre de 2009.


� Debido a la inexistencia de datos, esta cifra excluye la ayuda al sector ferroviario y la ayuda de compensación por "servicios de interés económico general.  Los servicios de interés económico general se definen en las normas de competencia de la UE como "actividades económicas que las autoridades públicas consideran de especial importancia para los ciudadanos y que no se prestarían (o se prestarían en condiciones distintas) si no hubiera intervención pública".  Las fuentes de datos sobre la ayuda estatal son:  documento SEC(2010) 1462 final, de la Comisión Europea, de 1º de diciembre de 2010.  Consultado en:  http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=SEC:2010:1462:FIN:EN:PDF;  e información en línea de la Comisión Europea, "Control de las ayudas estatales:  Estudios e informes".  Consultada en:  http://ec.europa.eu/competition/state_aid/studies_reports/expenditure.html.


� El total sólo incluye la ayuda destinada a la industria y los servicios.


� Véase la comunicación de la Comisión - La aplicación de las normas sobre ayudas estatales a las medidas adoptadas en relación con las instituciones financieras en el contexto de la actual crisis financiera mundial (DO C 270 de 25 de octubre de 2008);  la comunicación de la Comisión -Recapitalización de las instituciones financieras en la crisis financiera actual:  Limitación de las ayudas al mínimo necesario y salvaguardias contra los falseamientos indebidos de la competencia (DO C 10 de 15 de enero de 2009);  la comunicación de la Comisión sobre el tratamiento de los activos cuyo valor ha sufrido un deterioro en el sector bancario comunitario (DO C 72, 26 de marzo de 2009);  y la comunicación de la Comisión sobre la recuperación de la viabilidad y la evaluación de las medidas de reestructuración en el sector financiero en la crisis actual con arreglo a las normas sobre ayudas estatales (DO C 195 de 19 de agosto de 2009).


� Comisión Europea (2009a).


� Documento COM(2010) 701 de la Comisión Europea, de 1º de diciembre de 2010.  Consultado en:  http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2010:0701:FIN:EN:PDF.


� El volumen máximo es el límite superior de apoyo aprobado por la Comisión;  no representa los montos entregados a las instituciones financieras.


� Documento SEC(2010) 1462 final, de la Comisión Europea, de 1º de diciembre de 2010.  Consultado en:  http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=SEC:2010:1462:FIN:EN:PDF.


� Comunicado de prensa 16838/09 (comunicado 352) del Consejo Europeo, "2981ª reunión del Consejo de Asuntos Económicos y Financieros", Bruselas, de 2 de diciembre de 2009.  Consultado en:  http://www.consilium.europa.eu/uedocs/cms_Data/docs/pressdata/en/ecofin/111706.pdf.


� Comunicado de prensa IP/10/1636 de la Comisión Europea, " State aid:  Commission prolongs crisis framework under stricter conditions", de 1º de diciembre de 2010.  Consultado en:  http://europa.eu/rapid/pressReleasesAction.do?reference=IP/10/1636&format=HTML&aged=0&language=EN&guiLanguage=en.


� Documento COM(2008) 800 final, de la Comisión Europea, de 26 de noviembre de 2008.  Consultado en:  http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2008:0800:FIN:EN:PDF.


� Comunicación de la Comisión -Marco temporal comunitario aplicable a las medidas de ayuda estatal para facilitar el acceso a la financiación en el actual contexto de crisis económica y financiera (DO C 83, de 7 de abril de 2009);  y comunicado de prensa IP/08/1993 de la Comisión Europea, " State aid:  Commission adopts temporary framework for Member States to tackle effects of credit squeeze on real economy", de 17 de diciembre de 2008.  Consultado en:  http://europa.eu/rapid/pressReleasesAction.do?reference=IP/08/1993.


� "Comunicación de la Comisión por la que se enmienda el Marco temporal comunitario aplicable a las medidas de ayuda estatal para facilitar el acceso a la financiación en el actual contexto de crisis económica y financiera "(DO C261, de 31 de octubre de 2009.


� "Comunicación de la Comisión -Marco temporal comunitario aplicable a las medidas de ayuda estatal para facilitar el acceso a la financiación en el actual contexto de crisis económica y financiera" (DO C6, de 11 de enero de 2011).


� "Comunicación de la Comisión -Marco temporal comunitario aplicable a las medidas de ayuda estatal para facilitar el acceso a la financiación en el actual contexto de crisis económica y financiera" (DO C6, de 11 de enero de 2011).


� Comisión Europea (2010b).


� Comisión Europea (2009b).


� En total, se estima que la contratación pública representa, en promedio, entre el 15 y el 20 por ciento del PIB en las economías de la OCDE.  Véase OCDE (2002).


� Documento GPA/94/Add.4 de la OMC, de 15 de julio de 2010.


� Documento WT/TPR/M/214/Add.1 de la OMC, de 2 de julio de 2009, página 223.


� Información en línea de la UE.  Consultada en:  http://ec.europa.eu/internal_market/�publicprocurement/dpp_en.htm.


� Comunidades Europeas (2009a) y (2009b).


� Para más detalles de estos procedimientos, véase OMC (2009).


� Información en línea del TED.  Consultada en:  http://ted.europa.eu/.


� Documento WT/TPR/M/214/Add.1 de la OMC, de 2 de julio de 2009, página 222.


� Documento WT/TPR/S/214/Rev.1 de la OMC, página 81.


� Documento GPA/1 de la OMC, de 5 de marzo de 1996, Anexo 3.


� Documento GPA/W/309/Add.4 de la OMC, de 5 de febrero de 2010.


� Diario Oficial L 314/64, de 1º de diciembre de 2009.  Consultado en:  http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=OJ:L:2009:314:0064:0065:ES:PDF.


� Documento GPA/94/Add.4 de la OMC, de 15 de julio de 2010.


� Documento WT/TPR/M/214/Add.1 de la OMC, de 2 de julio de 2009, página 47.


� Comunidades Europeas (2009a).


� Computerweekly.com.  Consultado en:  http://www.computerweekly.com/Articles/2009/02/17/�234874/UK-public-IT-handicapped-by-procurement-process-say-Indian-IT.htm;  e información en línea de SME Times.  Consultada en:  http://smetimes.tradeindia.com/smetimes/news/top-stories/2010/Aug/20/industry-missing-opportunities-in-global-governmental-procuremen.html.


� Documento COM(2009)592 final de la Comisión Europea, de 28 de octubre.  Consultado en:  �HYPERLINK "http://eur/"��http://eur�-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=CELEX:  52009DC0592:ES:NOT.


� Información en línea de la UE.  Consultada en:  �HYPERLINK "http://ec/"��http://ec�.europa.eu/trade/creating-opportunities/�trade-topics/public-procurement/.


� Documento GPA/106 de la OMC, de 9 de diciembre de 2010, párrafo 35.


� Las instituciones gubernamentales y otras organizaciones del sector público compran suministros y servicios o licitan obras públicas utilizando comunicaciones y transacciones electrónicas.


� Documento SEC(2010) 1214 final de la Comisión Europea, de 18 de octubre de 2010.  Consultado en:  http://ec.europa.eu/internal_market/consultations/docs/2010/e-procurement/evaluation-report_en.pdf.


� Documento COM(2010) 571 final de la Comisión Europea, de 18 de octubre de 2010.  Consultado en:  http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2010:0571:FIN:ES:PDF.


� Por ejemplo, el artículo 26 de la Directiva 2004/18/CE dispone que las condiciones en que se ejecute un contrato podrán referirse a consideraciones de tipo social y medioambiental.


� También se espera que la importancia de esos objetivos se tenga en cuanta en los "Futuros programas de trabajo" del Comité de Contratación Pública, después de la entrada en vigor del texto revisado del Acuerdo.


� Artículo 9 de la Directiva 2004/18/CE y artículo 17 de la Directiva 2004/17/CE.


� Párrafo 3) del artículo 9 de la Directiva 2004/18/CE y párrafo 2) del artículo 17 de la Directiva 2004/17/CE.


� Información en línea de la Comisión Europea, "Study on the incorporation of Social Considerations in Public Procurement in the EU - Proposed Elements for taking account of the Social Considerations in Public Procurement", 21 de julio de 2008, página 34.  Consultada en:  http://ec.europa.eu/social/main.jsp?catId=331&�langId=en&newsId=417&furtherNews=yes.
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